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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña; de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, y de Educación, señora Adriana Delpiano Puelma. 
Asimismo, se encontraban presentes las Subsecretarias de Educación, señora Valentina Quiroga Canahuate; de Educación Parvularia, señora María Isabel Díaz Pérez; y diversos asesores parlamentarios y de Gobierno.      

Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 42ª, ordinaria, en 5 de septiembre; 43ª, especial, y 44ª, ordinaria, ambas en 6 de septiembre de 2017, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Nueve de su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de ley sobre modernización y fortalecimiento de la Dirección del Trabajo (boletín N° 11.430-13) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo comienza un proyecto de ley que establece un estatuto laboral para los asistentes de la educación pública (boletín N° 11.431-04) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura, y a la de Hacienda, en su caso.



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (boletín N° 10.883-17).



Con el cuarto hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología (boletín N° 11.101-19).



Con los cinco últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín N° 8.584-15).



2) El que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (boletín N° 10.126-15).



3) El que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.315-18).



4) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín N° 10.482-21).



5) El que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370 (boletín N° 11.132-04).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los tres primeros comunica que ha prestado su aprobación a los siguientes proyectos de acuerdo:



1) El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de la India relativo a la autorización para realizar actividades remuneradas a familiares dependientes del personal diplomático, consular, técnico y administrativo asignado a misiones diplomáticas y consulares”, suscrito en Nueva Delhi el 28 de octubre de 2016 (boletín N° 11.344-10) (Véase en los Anexos, documento 3).



2) El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Belarús sobre Exención de Visas para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, de Servicio y Oficiales”, suscrito en Santiago, Chile, el 21 de noviembre de 2016 (boletín N° 11.345-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



3) El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Trinidad y Tobago sobre Supresión del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos u Oficiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 24 de septiembre de 2016 (boletín N° 11.346-10) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el cuarto informa que ha aprobado el proyecto que modifica la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con el objeto de considerar las marejadas como fuerza mayor para evitar la caducidad de la inscripción de los pescadores artesanales en el Registro respectivo (boletín N° 11.311-21) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (boletín N° 9.895-11).


Remite copias de las sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes normas:



-Artículo 58 del Código del Trabajo e inciso primero del artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:


-Inciso primero del artículo 29 del decreto ley N° 3.538, de 1980, Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros.



-Artículo 17° de la ley 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior, y artículo 44 del reglamento de la misma.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Artículo 364 del Código Procesal Penal y artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 196 ter de la ley N° 18.290, de Tránsito.



-Incisos primero y segundo del artículo 49 ter del Código Penal.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional:


Envían informe semestral sobre las Operaciones de Paz en las que participa nuestro país, correspondiente al primer semestre de 2017.



--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.


Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Responde petición, expedida en nombre del Senador señor Horvath, relativa a la solución del colapso del puente Ventisquero, cercano a Puyuhuapi, en la Carretera Austral.



Contesta planteamiento, formulado en nombre del Senador señor Guillier, para destinar el aeródromo de Rancagua como terminal aéreo de uso público.



Remite nómina de funcionarios de las Fuerzas Armadas condenados o procesados por violaciones a los derechos humanos o por crímenes relacionados, así como las jubilaciones percibidas por ellos, consulta efectuada en nombre del Senador señor Navarro. 



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a ciertos antecedentes laborales de la empresa de alimentos Fruna Ltda.



De la señora Ministra de Salud:


Anexa antecedentes sobre las siguientes materias, consultadas en nombre del Senador señor Navarro:



-Estudio de impacto en la salud de las personas que habitan en las cercanías del vertedero El Boro, Región de Tarapacá.



-Remoción del Director del Hospital de La Calera.



Responde petición, expresada en nombre del Senador señor García, para informar sobre gastos devengados y por pagar de los Servicios de Salud. 



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Da respuesta a requerimientos, formulados en nombre del Senador señor García, relativos a los siguientes asuntos:



-Diseño y financiamiento del camino Curarrehue-Reigolil.



-Planes de mantención y mejoramiento de la ruta que une Villarrica con Lican Ray.



-Proyecto de pavimentación asfáltica para el camino Puente Curileo-San Carlos, de la comuna de Vilcún.



Adjunta datos sobre la franja de caminos públicos en la Ruta 7, en las áreas individualizadas, materia consultada en nombre del Senador señor Horvath. 



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:


Informa solicitud, expedida en nombre de la Senadora señora Pérez San Martín, para otorgar una solución al talud del sector Montedónico de Playa Ancha, comuna de Valparaíso, con el objeto de evitar derrumbes.



Del señor Ministro de Bienes Nacionales:


Anexa información relativa a terrenos fiscales que se incorporarán a la red de parques de la Patagonia, consulta efectuada en nombre del Senador señor Horvath.



Del señor Superintendente de Seguridad Social:


Remite respuesta a requerimiento, expedido en nombre del Senador señor Bianchi, acerca de pormenores de los créditos y tasas de interés otorgados por las cajas de compensación.



Del señor Director del Instituto de Salud Pública de Chile:


Envía antecedentes relativos a los trabajadores del área de la salud que trabajan en contacto directo con artefactos radiológicos, materia consultada en nombre del Senador señor Girardi.



Del señor Director del SERVIU de la Región de Valparaíso:


Contesta requerimiento de información, expresado en nombre de la Senadora señora Allende, acerca del cumplimiento de los acuerdos con la comunidad local respecto de las mejoras del parque urbano El Litre.



Del señor Director de Política Multilateral del Ministerio de Relaciones Exteriores:


Atiende solicitud, expresada en nombre del Senador señor De Urresti, para informar sobre la representación que ha tenido el país, a nivel diplomático, ante la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, desde 1990 en adelante.



De la señora Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Riego:


Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor De Urresti, sobre antecedentes acerca del proyecto de la comunidad indígena Manuel Llacaman, de la comuna de Lanco.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284 en el sentido de establecer la obligatoriedad de juegos infantiles no mecánicos en espacios públicos y privados para niños y niñas en situación de discapacidad (boletín N° 9.701-14) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el 20 de septiembre de cada año para la Región de Coquimbo con ocasión de la celebración de la fiesta de La Pampilla (boletín N° 10.888-06) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla.
Mociones



De los Senadores señores Bianchi y Quinteros, con la que inician un proyecto de ley que declara el 21 de septiembre de cada año como feriado permanente en la Región de Magallanes y la Provincia de Chiloé (boletín Nº 11.426-06) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Senador señor Navarro, con la que da inicio a un proyecto de ley que prohíbe el uso y entrega de bolsas plásticas, sean o no biodegradables, a los consumidores finales (boletín Nº 11.429-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Walker (don Patricio), señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Allamand, Araya, Bianchi, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros y Walker (don Ignacio), por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República, si lo tiene a bien, la creación del “Área Marina Protegida en Isla Guafo” como parte de la red de áreas marinas protegidas en la Patagonia (boletín N° S 1.949-12) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Queda para ser votado en su oportunidad.

Solicitud



De la Comisión de Salud, con la que pide la venia de la Sala para refundir, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, los siguientes proyectos de ley:


-El que modifica el Código Sanitario para incluir la kinesiología entre las profesiones médicas y afines (boletín N° 9.260-11).



-El que modifica el artículo 112 del Código Sanitario para incluir, entre las profesiones médicas y afines, las especialidades que indica (boletín Nº 11.361-11).



--Se accede a lo solicitado.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Walker (don Ignacio), para ausentarse del país a contar del día 15 de este mes.



--Se accede a lo solicitado.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En reunión realizada el día de hoy, los Comités adoptaron tratar como si fueran de Fácil Despacho, en esta sesión ordinaria, los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Mancomunidad de las Bahamas sobre exención del requisito de visa para titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales” (boletín N° 10.218-10).



2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Granada sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en la ciudad de St. George´s, Granada, el 23 de junio de 2015 (boletín N° 10.389-10).



3.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Santa Lucía sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en Castries, Santa Lucía, el 30 de octubre de 2014 (boletín N° 10.427-10).



4.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Camboya sobre Exención de Visas para Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales/de Servicio”, suscrito en Nom Pen, Camboya, el 27 de noviembre de 2015 (boletín N° 10.570-10).



5.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Kuwait sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y Especiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 26 de septiembre de 2015 (boletín N° 10.571-10).


6.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Palestina sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 29 de septiembre de 2015 (boletín N° 10.572-10).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el 20 de septiembre de cada año para la Región de Coquimbo con ocasión de la celebración de la fiesta de La Pampilla (boletín Nº 10.888-06).
)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín, sobre la Cuenta.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, se informó de un mensaje de la Presidenta de la República mediante el cual da inicio a un proyecto de ley sobre modernización y fortalecimiento de la Dirección del Trabajo (boletín N° 10.430-13).



La información que tengo es que dicha iniciativa incide, en alguna medida, en atribuciones jurisdiccionales -habría cambios en materias judiciales-, por lo que quisiera pedir que también fuera estudiada por la Comisión de Constitución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado por el señor Senador?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.



--El proyecto pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, había pedido la palabra porque tenía dudas sobre si había ingresado el proyecto sobre estatuto laboral para los asistentes de la educación pública (boletín N° 11.431-04), porque no alcancé a escuchar toda la Cuenta, pero veo que sí ingresó.



Era solo eso.



Gracias.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludo a los alumnos del cuarto año medio del Colegio Junior School de Playa Ancha, Valparaíso, que nos acompañan en las tribunas.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A continuación, correspondería tratar, como si fueran de Fácil Despacho, los proyectos mencionados en los acuerdos de Comités.



Como todos abordan el mismo tema -la exención del requisito de visa-, pido analizarlos en bloque y realizar una sola votación. Y si hubiera alguna observación, los señores Senadores se la plantean a la Mesa.



¿Habría acuerdo?


Acordado.
V. ORDEN DEL DÍA

ACUERDOS SOBRE EXENCIÓN DE REQUISITO DE VISA PARA TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS, OFICIALES, ESPECIALES Y DE SERVICIO ENTRE CHILE Y BAHAMAS, GRANADA, SANTA LUCÍA, CAMBOYA, KUWAIT Y PALESTINA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a lo resuelto, corresponde ocuparse de los proyectos de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueban el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Mancomunidad de las Bahamas sobre exención del requisito de visa para titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales”; el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Granada sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en la ciudad de St. George´s, Granada, el 23 de junio de 2015; el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Santa Lucía sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en Castries, Santa Lucía, el 30 de octubre de 2014; el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Camboya sobre Exención de Visas para Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales/de Servicio”, suscrito en Nom Pen, Camboya, el 27 de noviembre de 2015; el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Kuwait sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y Especiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 26 de septiembre de 2015, y el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Palestina sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 29 de septiembre de 2015, con informes de la Comisión de Relaciones Exteriores.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.218-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite: sesión 16ª, en 17 de mayo de 2016 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 44ª, en 6 de septiembre de 2017.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.389-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite: sesión 94ª, en 19 de enero de 2016 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 44ª, en 6 de septiembre de 2017.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.427-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite: sesión 94ª, en 19 de enero de 2016 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 44ª, en 6 de septiembre de 2017.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.570-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite: sesión 16ª, en 17 de mayo de 2016 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 44ª, en 6 de septiembre de 2017.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.571-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite: sesión 16ª, en 17 de mayo de 2016 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 44ª, en 6 de septiembre de 2017.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.572-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite: sesión 16ª, en 17 de mayo de 2016 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 44ª, en 6 de septiembre de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación los proyectos de acuerdo.


--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, se trata de acuerdos muy simples, celebrados con distintos países, pero cuyo contenido es el mismo. Consisten en eximir del requisito de visa a quienes sean titulares de pasaportes diplomáticos u oficiales para facilitar la circulación y flujo de autoridades que viajan entre los países involucrados.



Por eso, la Comisión de Relaciones Exteriores los aprobó por unanimidad y solicita a la Sala que proceda en igual forma.



Son exactamente iguales, pues repiten el modelo aprobado ya respecto de otros países y cuya extensión se debería seguir.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los seis proyectos de acuerdo (27 votos a favor).


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

DECLARACIÓN DE 20 DE SEPTIEMBRE COMO FERIADO PARA REGIÓN DE COQUIMBO 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A continuación, en conformidad a lo acordado por los Comités, corresponde tratar, también como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el día 20 de septiembre de cada año para la Región de Coquimbo con ocasión de celebrarse la Fiesta de La Pampilla, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.888-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 45ª, en 12 de septiembre de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó en ambos casos por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar, con la sola enmienda consistente en restringir el feriado al presente año, sin transformarlo en feriado permanente.



El texto que se propone aprobar se consigna en la página 6 del informe de la referida Comisión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (23 votos favorables).


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Harboe, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

CREACIÓN DE SISTEMA DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y MODIFICACIÓN DE DIVERSOS CUERPOS LEGALES
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Enseguida, corresponde continuar la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales, con segundo informe de la Comisión de Educación y Cultura, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.368-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 32ª, en 19 de julio de 2016 (se da cuenta).



Informes de Comisión:


Educación y Cultura: sesión 84ª, en 24 de enero de 2017.



Educación y Cultura (segundo): sesión 42ª, en 5 de septiembre de 2017.



Hacienda: sesión 42ª, en 5 de septiembre de 2017.



Discusión:



Sesiones 85ª, en 25 de enero de 2017 (se aprueba en general); 44ª, en 6 de septiembre de 2017 (queda pendiente la discusión particular).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Según la pauta de votación que se ha seguido en conformidad a los acuerdos adoptados por los Comités, procede que la Sala se ocupe ahora de los artículos transitorios de quorum simple, que son los siguientes: segundo, décimo primero, décimo segundo, décimo cuarto, décimo quinto, décimo séptimo, décimo octavo, vigésimo, vigésimo segundo, vigésimo tercero, trigésimo, trigésimo quinto, trigésimo sexto, trigésimo noveno, cuadragésimo, cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto, cuadragésimo sexto, cuadragésimo séptimo, cuadragésimo octavo y quincuagésimo quinto.



Estas son las disposiciones transitorias de quorum simple que se deberían votar en conjunto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, he pedido intervenir porque creo que la última votación recaída en este proyecto de ley tiene, por lo menos de parte nuestra, un error muy importante. 



Se votó un paquete de artículos, entre ellos el trigésimo cuarto transitorio, norma respecto de la cual yo argumenté en contra, particularmente de su inciso quinto, que establece que los recursos fiscales utilizados para el pago de las deudas que tengan los municipios al momento del traspaso serán descontados del Fondo Común Municipal en un año.



Eso implica la quiebra de numerosos municipios, que no podrán enfrentar sus tareas habituales: pago de alumbrado público, retiro de basura, etcétera. Se compromete gravemente su situación financiera. Y así lo expresé, señor Presidente. 



Sin embargo, dado que aparentemente la pauta que usted tenía señalaba que todos estábamos de acuerdo con esos artículos, los Senadores de Chile Vamos aparecemos votando a favor.



Por eso, podríamos pedir que se reabriera la votación del artículo trigésimo cuarto transitorio, pero para eso se requiere unanimidad. Si la hubiera, fantástico, y si no, que por lo menos quede constancia de que respecto del inciso quinto del precepto transitorio indicado nuestra opinión y nuestros votos son contrarios, porque dicha disposición perjudica gravemente la situación de los municipios de nuestro país.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se dejará la constancia solicitada por Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Se ha pedido reabrir la votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No creo que haya acuerdo, señor Senador. Sugiero dejar este asunto para el final y, mientras tanto, dejar la constancia solicitada.



Tiene la palabra la señora Ministra de Educación.

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Señor Presidente, primero, por su intermedio, saludo a todos los parlamentarios.



Y segundo,  deseo pedir autorización para que ingresen a la Sala las Subsecretarias, que a mi juicio pueden ser un aporte en este tema. Y no sé si además es posible que ingrese la persona encargada de llevar adelante esta materia en el Ministerio, que también puede resultar de mucha ayuda. 

El señor ALLAMAND.- Y los asesores, al igual que como se hizo la vez anterior.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Desde ya, se autoriza la entrada de las Subsecretarias y de los asesores de cada una de las bancadas. Y sería bueno que me indicaran cuántos y quiénes son los asesores que vienen del Ministerio de Educación.



Acordado.

El señor PROKURICA.- ¿Qué vamos a votar, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Los artículos transitorios que están en discusión.

El señor LARRAÍN.- ¿Cuáles son?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Secretario volverá a leerlos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los artículos transitorios que quedaron para ser votados, en conformidad al orden de la pauta del documento que Sus Señorías tienen en su poder, son los que se encuentran en el grupo que figura en el último recuadro.



Ellos son: segundo, décimo primero, décimo segundo, décimo cuarto, décimo quinto, décimo séptimo, décimo octavo, vigésimo, vigésimo segundo, vigésimo tercero, trigésimo, trigésimo quinto, trigésimo sexto, trigésimo noveno, cuadragésimo, cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto, cuadragésimo sexto, cuadragésimo séptimo, cuadragésimo octavo y quincuagésimo quinto.



Ninguno es de quorum especial. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero dar una opinión sobre la transición. 



En la sesión pasada se dijeron muchas cosas sobre el sistema permanente que considero injustas y que requieren mayor reflexión, sobre todo de algunos Senadores y Senadoras.



¡Este proyecto contiene otro concepto de educación pública! 



No ninguneen la iniciativa porque aquí se han replanteado los fines educativos: se pone en el centro al niño y sus necesidades singulares, se reordena el proyecto focalizándolo en los establecimientos y otros aspectos que, si hay tiempo, mencionaré posteriormente.



Ahora quiero referirme a la transición. 



Es muy difícil cambiar un sistema que se implantó hace 37 años en dictadura por un nuevo modelo, con otro concepto, con otras características muy diferentes. Y diseñar esta transición en el marco de las restricciones que se presentan al término de un Gobierno es particularmente difícil.



Deseo hacer algunas observaciones. 



En primer lugar, creo que la instalación del nuevo sistema es muy lenta. Partir con dos o cuatro servicios, para un sistema que tiene 70, es decir, apenas el 2,7 por ciento -o el 5 y tanto por ciento en el caso de que sean cuatro los servicios habilitados-, en verdad lo es.



A fines del 2021 estarían funcionando 11 servicios locales. Recién el 16 por ciento. Esto requiere más densidad.



Sé que este es un problema de la capacidad que tiene el Ministerio. Pero quiero dejar constancia de que lamento que, después de todo este tiempo, nuestro Ministerio no esté en condiciones de construir más servicios locales. Y no se trata de hacerlo sin gradualidad, sino con una más consistente con los objetivos.



En segundo lugar, quiero relevar que el ritmo y profundidad del avance quedarán sujetos a la decisión del próximo Gobierno, lo cual será un tremendo problema.



En tercer término, los municipios privilegiados pueden solicitar postergación de la entrada al nuevo sistema. Este punto lo sostuvo con mucha fuerza la Derecha. A nosotros no nos gustó desde un comienzo. Pero ya que se trata de una condición acordada entre el Gobierno y la Derecha, dejémoslo así.



Pedimos que, de existir una postergación en un municipio, estuviera asociada a uno de bajo rendimiento. ¡No lo aceptaron!



También pedimos que los municipios que quisieran entrar antes al nuevo sistema pudieran solicitarlo. ¡No lo aceptaron!



No nos parece la mejor solución, pero es una situación que se dará después del 2022.



Existe ambigüedad en el tratamiento de las deudas, y eso lo compartimos. Falta más claridad. Era muy difícil, sobre todo tratándose de los trabajadores, definir reglas para algo que ocurrirá en ocho, siete, seis años más en algunos casos.



Se establecen elementos para la transición frente a los cuales el Ministerio requerirá más facultades. A lo mejor tendrá que usar la Ley de Presupuestos para obtenerlas. Sin embargo, nos parece que, en general, las deudas requieren bastante más finura.



¿Qué pasará con los municipios que no entren al nuevo sistema?



¿Cómo aseguramos que exista buena formación para los niños, que el sistema trabaje bien? Se requiere también más discusión.



El financiamiento de la transición no es claro en todo este período, y no voy a entrar en detalles. Nos habría gustado analizarlo con más calma, porque es muy importante lo que ocurre en cada momento con los niños. Hemos pasado numerosos años con un modelo que ha perjudicado a los menores de más bajos ingresos, a la educación pública de este país, que es esencial mantener todos los días.



Hay un sistema previo al traspaso que no se encuentra lo suficientemente bien desarrollado respecto a aquellos que no van a entrar al nuevo sistema.



Quiero señalar que la transición merece bastantes dudas. Llegar al nuevo modelo, al nuevo desarrollo permanente va a costar. Tenemos que ir mejorando el proceso de transición en el camino. Este no va a ser todo lo que uno quisiera.



Sin embargo, ojalá que la Derecha, que se abstuvo, asuma que hoy día existe una decisión mayoritaria de cambiar este modelo.



Piñera planteaba agencias locales, decía que los municipios no eran capaces, en todo sentido -tengo aquí el texto-, de dirigir la educación. En su proyecto sostuvo muchas cosas. Hoy día se les olvidó.



Por lo menos esta coalición tiene una nueva propuesta, una nueva visión de la educación escolar pública. Y esperamos que se avance en esa dirección.



La transición es difícil. Hay un diseño que, no me cabe la menor duda, irá perfeccionándose en el camino para asegurar que el país, en un tiempo lo más corto posible, llegue a un nuevo sistema.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, considero que es fundamental clarificar lo que se ha planteado respecto de la gradualidad o la transición hacia la nueva educación pública, a fin de ver de qué se trata y en qué condiciones se llevará adelante una transformación tan profunda, tan importante.



Este tema fue bastante debatido, por lo menos en la Comisión de Hacienda, en la que participé. Comparto que este es un sistema nuevo, distinto, que es un cambio gigantesco -como ha dicho el Senador Montes-, pero, como toda reforma, entendemos que puede correr algunos riesgos si es que no se toman las providencias del caso.



Y, curiosamente, con los mismos argumentos que ha dado el Senador Montes, fui partidario de tener una graduación en la aplicación de la transición que permitiera, por una parte, hacer las cosas bien, y por otra, ir midiendo su efecto para que, en determinado momento, una vez que estuviera funcionando una cantidad importante de servicios locales, se pudiera realizar una evaluación y analizar cómo continuar. Ello, para perseverar, por supuesto, en lo positivo, y corregir los servicios donde las cosas no operen muy bien.



Esa es la razón por la cual se propone que los primeros tres o cuatro años lleguemos a once servicios locales en funcionamiento. Los primeros dos en el mes de marzo del próximo año: Andacollo-Coquimbo y Barrancas, en la zona norte de Santiago.



Creo que es conveniente iniciar esta gradualidad teniendo conciencia de los problemas que vamos a enfrentar. Varios de estos los describía el propio Senador Montes. A él le habría gustado avanzar mucho más rápido pero, como dice el refrán, a veces lo ideal es enemigo de lo bueno. Y me parece razonable el compromiso de instalar cuatro servicios locales durante el próximo año que estén funcionando antes de diciembre; posteriormente, otros tres, y finalmente cuatro, y evaluar su instalación hasta el 2025.



El tema que planteó el Senador García en cuanto a la deuda de los municipios se discutirá en su momento. No tenemos problema en que se reabra la votación, señor Presidente, para los efectos de dejar las constancias respectivas.



Lo que sí habría que clarificar es si esa deuda corresponde a una mala gestión de los municipios, o al uso de los recursos que se les entregaron en el pago de determinadas prestaciones a los profesores o a los trabajadores no docentes o en el pago de compromisos de tipo previsional contraídos con ellos -es decir, en el ámbito educacional-; pues sería absurdo que nos comprometiéramos a que el Ministerio de Educación otorgara determinada cantidad para saldar las deudas que mantienen los municipios.



Eso sería premiar una mala gestión.



Ese tema se analizó también en la discusión que sostuvimos acá y, para los efectos de la clarificación -esto fue debatido también en la Comisión de Hacienda-, siempre hemos hablado de deudas en que los municipios han incurrido de manera -llamémoslo así- no voluntaria, sino obligatoria, con el propósito de sacar adelante el servicio, pues los recursos que se les entregaron fueron menores a los que tuvieron que gastar.



Con ese espíritu se trató todo el tema del endeudamiento de los municipios: no premiar a municipalidades que no cumplieron sus obligaciones de buena manera.



Creo que en el transcurso del debate podremos ir abordando el resto de las materias.



Esa es la razón por la cual nosotros vamos a votar favorablemente esta propuesta de gradualidad.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Si la señora Ministra desea rectificar algunos conceptos, puede hacer uso de la palabra.

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- No, señor Presidente.



Gracias.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, podemos entrar nuevamente en la discusión acerca de si esta es realmente una nueva educación pública o, más bien, una institucionalidad que centraliza la educación en Santiago y se la quita a las comunas.



Sin embargo, pienso que esa discusión la hicimos la semana pasada.



En cuanto a la gradualidad -lo dijeron varios Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra-, la verdad es que hay muchos temas sobre los cuales todavía no existe claridad. Por ejemplo, a cuánto ascienden las deudas y cuál será el manejo que harán de ellas los municipios cuyas escuelas van a ser traspasadas.



Segundo, tampoco hay claridad alguna respecto de qué va a pasar con los inmuebles de los municipios, pues hay numerosos bienes que se les entregaron cuando se municipalizó la educación, pero también hay otros que les pertenecen, ya sea porque los terrenos eran de los municipios, porque se levantaron construcciones sobre la base de proyectos financiados por ellos a través de fondos regionales o porque se trata de inmuebles donados y que después fueron utilizados para las escuelas.



Por lo tanto, estamos ante una serie de situaciones frente a las cuales va a haber una discusión, probablemente una negociación, entre los municipios y el gobierno central. Y no está para nada claro cómo va a terminar esa negociación, pues los municipios son constitucionalmente autónomos.



Por lo tanto, aquí no quedó resuelto ni claro...

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Perdón, señora Senadora.



Les pido a Sus Señorías que, por favor, guarden silencio para poder escuchar la intervención de la oradora.



Continúe, señora Senadora.

La señora VON BAER.- Gracias, señor Presidente.



Decía que no hay claridad alguna acerca de cómo se va a manejar este tema en la implementación del nuevo sistema: ni respecto de las deudas ni menos de los inmuebles.



Tampoco hay claridad, más allá de que cuatro mil personas van a quedar sin trabajo -esa fue la cifra que entregó la Ministra durante la discusión en la Comisión de Hacienda-, en cuanto a cómo se va a implementar el sistema.



Sobre el particular, nosotros creemos que la gradualidad -ese tema se tocó aquí- es una buena noticia, porque Chile no ha tenido gratas experiencias cuando se ha aplicado una política pública sin mediar una evaluación durante la mitad del tiempo en que esta se ha implementado.



La verdad es que desconocemos cuáles serán las problemáticas con las que nos vamos a encontrar.



Y quiero aclarar otra cosa.



El proyecto establece que once servicios locales se van a instalar durante el próximo Gobierno y que, al final de ese período, se hará una evaluación para saber cómo avanza el sistema.



Adicionalmente, se formará una comisión evaluadora, que no existía antes de que el Gobierno abriera la posibilidad de disponer la gradualidad, con el objeto de evaluar la política pública que se está aplicando.



Me parece una buena noticia para Chile el hecho de que no se aplique una política pública sin incluir algún tipo de evaluación, pues no hemos obtenido buenos resultados en sistemas que se han concretado de esa manera.



En tal sentido, considero una buena noticia la gradualidad y también la formación de una comisión evaluadora, pues hay muchas preguntas que, incluso durante la tramitación del proyecto, no tuvieron respuesta.



De hecho, gran parte de esas dudas también fueron planteadas por algunos Senadores de Gobierno que dijeron: “Esto debiéramos discutirlo mucho más; la transición no está bien resuelta”. 



Por ello, dado que la transición no quedó bien resuelta, la evaluación de cómo se va implementando la nueva política pública es una buena noticia, y no al revés.



En ese sentido, señor Presidente, con relación a la gradualidad, tema sobre el cual nos pronunciamos la semana pasada, nosotros votamos a favor.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en virtud de las expresiones de algunos Honorables colegas que me han antecedido en el uso de la palabra, me parece relevante hacer una reflexión que tengo la impresión de que será importante no solo para este proyecto, sino también para lo que viene.



Hemos alcanzado un acuerdo en un tema particularmente complejo. Y, obviamente, se llega a acuerdos cuando existen diferencias acerca de determinada materia, porque alcanzarlos cuando todos tienen convergencia en los puntos de vista no vale nada.



Una reforma de esta naturaleza, que implica un cambio de gran envergadura y respecto de la cual la Oposición votó en contra de la idea de legislar con buenos argumentos, cuando más de la mitad de los alcaldes en ejercicio hoy día son contrarios a esta iniciativa, requiere una ingeniería política para los efectos de hacerla viable y, al mismo tiempo, tal como indicó el Senador Pizarro, para que su implementación tenga gradualidad y posibilidades de corrección.



Esta práctica, que algunos pensaban desterrada de la política chilena, es la que ha hecho progresar al país. Y quienquiera que gane en la próxima elección presidencial tendrá que recurrir a acuerdos de envergadura para resolver los grandes problemas que Chile enfrenta.



Entonces, señor Presidente, tenemos que ponernos de acuerdo. Porque si hemos llegado a uno, entonces hay que respaldarlo. Pero lo que no hace sentido es apoyarlo y al mismo tiempo, casi al unísono, torpedearlo.



¡Se respaldan los acuerdos o no se respaldan!   



Para respaldarlos todos tienen que estar dispuestos a ceder y, en definitiva, a que se cumplan de buena fe. Pero si cada vez que se alcanza un acuerdo algunos empiezan a sostener “Esto debió ser de esta manera; esto debió ser de otra”, en la práctica finalmente se erosiona el fundamento básico de ese consenso.



Por eso, resulta destacable honrar los acuerdos conseguidos.



¿Qué hemos hecho nosotros en la Oposición? Dentro del articulado, en todo aquello donde logramos consenso hemos votado razonablemente a favor, mientras que en las materias que han generado discrepancias nos hemos pronunciado, respetuosamente, en contra.



Sin embargo, no hemos torpedeado ni pretendido erosionar, ni más ni menos, lo alcanzado.



Ese es el comentario general que quiero formular, señor Presidente.



Repito: si se alcanza un acuerdo, se cumple de buena fe, se respeta y no se erosiona sosteniendo que esto es más o que esto es menos.



Lo anterior es particularmente importante.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, la verdad es que no entiendo a la Oposición, porque esta materia y la que nos ocupó durante la votación anterior formaban parte del acuerdo. Este se alcanzó entre parlamentarios de Oposición que integran la Comisión de Educación y el Ejecutivo, y, hasta donde sé, nadie ha dicho que este último no haya cumplido su parte.



El Senador Montes y yo, que integro la Comisión de Educación, no fuimos parte del acuerdo, pero vamos a respaldarlo porque hay aspectos que le hacen sentido a esta norma y sin los cuales costaría mucho su aplicación.



Entonces, no estoy tan seguro de si aquí no se está torpedeando el avance del proyecto, especialmente cuando quienes concurren al acuerdo al final no lo honran y no votan consistentemente.



El Senador García ha planteado algunos aspectos con relación al Fondo Común Municipal. Efectivamente, Su Señoría tiene un punto que a mi juicio debiéramos considerar en la Ley de Presupuestos: si acaso renovar o pensar en un segundo año para aquellas comunas que van a tener algunos descuentos, con el propósito de hacerse cargo de temas tan importantes como la auditoría externa, el estado de pago de las obligaciones previsionales; los descuentos al personal de los establecimientos educacionales y al personal de las corporaciones, sus intereses y reajustes, así como los estados de pago de las remuneraciones de los profesionales. 



O sea, me parece que aquí ha habido bastante responsabilidad del Ejecutivo al considerar estos temas, como también el del pago de las obligaciones contraídas con terceros, con proveedores.



El Senador Tuma nos comentó en la bancada sobre los convenios que hoy día tienen los trabajadores de la educación -profesores, asistentes- con cooperativas. Esos temas se encuentran resguardados acá.



Por lo tanto, francamente no veo dónde está el cuestionamiento; no veo por qué la Derecha se está descolgando de un acuerdo que suscribió, del cual yo no fui parte.



Puedo agregar, sí, que desde que el Gobierno se fijó el propósito de desmunicipalizar la educación (en 2014) hasta la fecha, han salido de su condición de morosidad cerca de 50 municipios. Parlamentarios de distintas bancadas hemos acompañado a alcaldes de diferentes regiones del país para ver cómo, con instrumentos legales como el FAEP, por ejemplo, ir resolviendo gran parte de su situación de endeudamiento. Repito: 50 municipios han salido de su condición de morosidad en los últimos dos años, y eso no es menor.



En esto quiero destacar el rol del municipio, así como de la Subsecretaria de Educación, la señora Quiroga, y sus equipos de trabajo, de un desempeño muy relevante en esta materia.



Señor Presidente, concuerdo con lo señalado por el Senador Carlos Montes en el sentido de que una transición con solo cuatro Servicios Locales es insuficiente. Aquí se nota la mano de las bancadas de la Oposición, porque la propuesta original del Ejecutivo era una transición un poco más robusta, con más Servicios Locales. Lo reitero: solo cuatro de setenta es poco. O sea, el Gobierno, por mucho que hayan mostrado interés en algún momento, puede incluso frenar una situación como esta. Eso es algo que podría darse.



En definitiva, señor Presidente, creo que cuatro Servicios Locales es poco. Pero hay algo que destacar, y es que quedan representadas distintas realidades, distintos territorios. No es lo mismo el Servicio Local de Barrancas, que el de la Región de Coquimbo, que el de Huasco o que el de la zona costera lafquenche de La Araucanía, donde las realidades son diferentes.



Por lo tanto, vamos a respaldar esto, en el entendido de que el Gobierno, desde el día siguiente de la publicación de la ley, hará todos los esfuerzos necesarios para el éxito de estos cuatro Servicios Locales.



También deseo destacar que la denominada “Comisión de medio tiempo”, que comenzará a regir alrededor del 2021, o el Consejo de Evaluación, con seis profesionales de reconocida trayectoria en el plano educativo, deben tener un requisito: que sus integrantes crean en la necesidad de la desmunicipalización. Porque, si se nombra un equipo de seis, con la lógica del binominal, creo que eso está superado absolutamente, incluso por el debate de esta Comisión.



Nosotros vamos a tener una Comisión de gente notable, experimentada en el ámbito de la educación, pero debemos hacernos cargo de que el sistema actual presenta una profunda dispersión y que aquí se agrega una tarea más para los municipios, que ya tienen otras treinta. Las personas nominadas por la Presidenta de la República tienen que entender que Chile debe dar este paso en aras de la calidad.



Y quiero finalizar con eso, señor Presidente, porque cuando se inició esta reforma educacional se sostenía que nunca íbamos a llegar al aula, que nunca íbamos a llegar a la calidad. Bueno, lo que estamos discutiendo hoy día impacta en forma directa en lo que ocurre en la sala de clases y, precisamente, en la calidad. Por eso, vamos a respaldar este acuerdo a pesar de no haber sido parte de él.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que efectivamente este proyecto es importante, a pesar de que, como todas las iniciativas que plantean diseños nuevos, es también incierto.



Resulta fácil cuestionar y criticar la educación municipal, porque la conocemos y podemos advertir sus virtudes, sus errores, sus fracasos y sus éxitos. Por lo tanto, el juicio está fundado en una realidad que nos es familiar. Pero aquí estamos hablando de una utopía -por así decirlo-, de un sueño, de un modelo que se está diseñando. No sabemos cómo va a funcionar.



Por eso, el acuerdo a que se llegó -porque en la materia a la cual me voy a referir sí hubo consenso, según la información de que dispongo- es que cuando se trata de establecer un modelo y de hacerlo gradualmente, hay voluntad de avanzar. ¿Por qué? Porque así podremos ver si lo que se está diseñando responde a los objetivos y a las intenciones de quienes están promoviendo la idea. De no ser así, habrá posibilidad de corregirlo, para no tragarnos de nuevo un Transantiago. 



Es decir, la idea es avanzar con gradualidad, corregir. Y así lo hicimos en la Reforma Procesal Penal, la cual resultó exitosa, porque cuando terminó de aplicarse ya se le habían introducido una serie de correcciones, producto de la experiencia que se obtuvo a partir de la primera aplicación.



Por tanto, en eso sí hay acuerdo. Yo entiendo que, a diferencia de lo que sostuvo quien me antecedió en el uso de la palabra, en las normas que estamos votando no hubo consenso, porque dicen relación con temas complejos, que son fundamentalmente tres.



El primero de ellos tiene que ver con el traspaso de los actuales funcionarios municipales de la educación a los Servicios Locales. En esto no hubo acuerdo porque existe cierta incertidumbre sobre cuál será el destino de los trabajadores. Y nosotros, en un escenario distinto, probablemente habríamos votado en contra. Pero, producto del acuerdo, nos estamos absteniendo.



La verdad es que se trata de varios miles de trabajadores cuyo destino no es claro. No se sabe qué va a ocurrir con ellos. El proyecto establece un mecanismo de indemnización para quienes no sean traspasados ni reubicados en otras funciones. Pero tampoco queda en evidencia cómo se llevarán a la práctica esos mecanismos.



Cuando conversamos con los trabajadores de nuestra Circunscripción, ellos nos dicen con mucha razón: “Miles vamos a quedar en la vereda. No sabemos cuándo, ni tampoco cómo va a ser el proceso indemnizatorio”.



Por lo tanto, en este tema, con mucho respeto, para mantener cierto decoro en la negociación, no estamos votando en contra, sino absteniéndonos.



El segundo punto, que no es menor, dice relación con el financiamiento. El informe financiero omite que cerca de 800 millones de dólares se entregan anualmente a las corporaciones educacionales o a los Departamentos de Educación Municipal: ¡800 millones de dólares! Y el proyecto establece, en régimen, un incremento del gasto actual del orden de los 308 millones de dólares anuales, de acuerdo con lo que se ha informado. En consecuencia, la suma de estos factores hace pensar que aquí se produce una situación que tampoco está resuelta en forma debida.



Como sea, este nuevo sistema, en régimen, le costará al país más de mil millones de dólares, y no se sabe de dónde van a salir. Esa es una razón mayor para la gradualidad, para ir dosificando los recursos que no se tienen. Sin embargo, aquí hay una parte de la situación de la cual no nos vamos a hacer responsables.



Finalmente, estamos discutiendo también sobre el traspaso de inmuebles, que se hará por el solo ministerio de la ley, lo que -como lo señaló recién la Senadora Von Baer- no pareciera ser el camino más adecuado, ya que se está entrando en una situación de mucha incertidumbre. Porque muchos de los inmuebles no corresponden a bienes del Estado -por así decirlo-, pues son municipales. O se han construido escuelas en terrenos del municipio, y todavía rige el principio de que quien es dueño del terreno lo es también del edificio; lo accesorio sigue la suerte de lo principal.



Por lo tanto, aquí hay materias -y ese es el punto- que nos impiden votar a favor, pero siempre respetando el acuerdo.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Señora Ministra, ¿pidió la palabra?

El señor BIANCHI.- Pero estamos en votación…

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Después, señor Presidente.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, voy a valerme de esta intervención para dar cuenta de algunos temas que considero extremadamente relevantes. 



Primero, quiero volver a señalar que se requiere más que nunca la unidad de los asistentes de la educación para el debate profundo que debe haber con respecto al nuevo estatuto que los va a regir. Deseamos colaborar al máximo en esta materia para que en definitiva se dignifique como corresponde una labor tan importante.



Una segunda reflexión se refiere a la situación que hoy día está enfrentando el municipio de Punta Arenas. La corporación posee una deuda del orden de los 11 mil millones y el alcalde de la ciudad acaba de anunciar que no va a cancelar los sueldos de los profesores ni de los asistentes de la educación. Y no va a hacerlo porque existe un problema relacionado con los recursos y el arrastre histórico que ha tenido la administración de dicha corporación.



Pregunté al Ministerio sobre aquello: aquí se han traspasado tres cuotas del FAEP. Es el único municipio en el país -si me equivoco, pueden corregirme- que ha recibido tres pagos de ese Fondo. Por lo tanto, la situación es bastante más grave.



Y quiero manifestar, señor Presidente, que a todo evento -¡a todo evento!- tiene que asumirse la responsabilidad y no aceptar el incumplimiento en el pago a los profesores y a los asistentes de la educación. Por eso nos hemos valido de esta oportunidad para conversar con la Ministra, en el entendido de que su Cartera va a tener que asumir absolutamente la responsabilidad, producto de la imposibilidad de cancelar las remuneraciones de profesores y de asistentes de la educación ahora, a partir de septiembre.



Entonces, voto a favor respecto de lo que ha sido la transición -se haya logrado un acuerdo o no-, porque en definitiva estamos ante un tema que resulta complejo de resolver: por el solo ministerio de la ley se traspasan los bienes inmuebles. 



Ocurre que en la comuna de Punta Arenas existen establecimientos que se levantaron con fondos del Gobierno regional, pero en terrenos municipales, y allí la situación no está aclarada. Ese es otro asunto que hemos hecho ver al Ministerio para que se pueda resolver de manera transparente y permita dar certezas absolutas sobre qué se va a hacer. Como el caso de Punta Arenas quedó exceptuado -se incorporará más adelante en esta transición-, habrá que ver en las experiencias de otras comunas, de otros municipios, de otras corporaciones cómo se van a llevar adelante los traspasos.



Pero lo fundamental es solicitarles -por su intermedio, señor Presidente- a la Ministra y a la Subsecretaria, presentes en la Sala, que bajo ningún punto de vista se permita el incumplimiento en el pago de las remuneraciones a los profesores y los asistentes de la educación de la comuna de Punta Arenas, quienes están ahora, en esta fecha en particular, en conocimiento de esta brutal noticia.



Aquí, más allá de los traspasos que se van a hacer por parte del Ministerio de Educación a los municipios, efectivamente, como lo hacía ver además el Senador García Ruminot, se va a generar otra situación compleja: dentro del plazo de un año se tendrán que devolver los dineros adelantados por parte de dicha Cartera a costa de lo que reciben del Fondo Común Municipal,  situación que la Secretaria de Estado también quedó en resolver. Y quiero solicitarle encarecidamente que así lo hagamos, para ver de qué manera destrabamos esta situación que resulta del todo compleja y que no hará más que empeorar la realidad de los distintos municipios en nuestro país.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Aprovecho de saludar a la delegación oficial de la Cámara de Representantes del Japón, del Grupo Interparlamentario de Amistad Japón-Chile, que nos acompaña en las tribunas. La preside el señor Ryu Shionoya.



Sin duda, la visita de ustedes ha sido muy importante para las relaciones entre ambos Parlamentos. Muchas gracias por su presencia.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en el debate en la Sala se ha hecho mención a un acuerdo sobre el estatuto de los asistentes de la educación y yo he pedido copia de ese documento. Sería ideal si la señora Ministra lo aclarara, porque quiero recordar que no es algo nuevo. Esto lo venimos discutiendo desde cuando aprobamos el Estatuto Docente, que en ese entonces fue llamado “Estatuto Indecente”. Y cuando, con mucho trabajo, elaboramos un proyecto de estatuto para los asistentes de la educación, llamados entonces “no docentes” o “codocentes”, no hubo posibilidad alguna de sacarlo adelante.


El avance de un estatuto para los asistentes de la educación es tremendamente significativo por el impacto que tendrá en la comunidad educativa escolar; no son profesionales de segunda clase, no son colaboradores de segunda clase. Pero hay que garantizar que dicho estatuto no solo promueva adecuadamente la carrera de asistente de la educación, sino que salvaguarde también su estabilidad económica, porque entiendo que van a quedar incorporados en el Código del Trabajo. 



Quiero decirles que tenemos 345 modalidades distintas, porque son 345 municipios muy distintos y 345 alcaldes demasiado distintos. 



Y el señor feudal que es el alcalde en Chile, al igual que un monarca en La Moneda (la “monarquía presidencial” de la que hablo siempre), genera un sistema abusivo en contra de los asistentes de la educación. Hoy día pedimos protección y garantías para ellos, tal como existe para los profesores. Siento que si está puesto el tema -lo planteó el Senador Bianchi-, si existe un acuerdo para aprobar ese estatuto en ciertos términos -entiendo que está conversado con los asistentes-, quiero conocer los detalles antes de votar.



Hemos esperado largo tiempo para aquello y bien vale la pena que, si vamos a hacer algo, lo hagamos bien. No nos equivoquemos. Son demasiadas las críticas que recibe este Senado por legislaciones apresuradas o errores legislativos que luego efectivamente tienen que ser parchados con otras leyes.

El señor BIANCHI.- ¡El proyecto recién ingresó hoy!

El señor NAVARRO.- Muy bien.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les ruego a los señores Senadores evitar los diálogos.

El señor NAVARRO.- En segundo lugar, haciendo alusión nuevamente al Senador Bianchi -por su intermedio, señor Presidente-, quiero referirme a la situación de las personas que van a ser desvinculadas en todo Chile, particularmente de los DAEM, porque ya ha sido anunciado: son 4 mil en todo el sistema. ¿Vamos a lanzarlos a la calle así nada más? 



Ministra, hay que apoyar este proyecto; estoy disponible para ello. Pero ¿cuáles son las garantías que vamos a tener? ¿Cuándo se va a hacer justicia? 



Hay gente que de verdad se dedicó a ejercer la tarea que le asignaron y no eran operadores políticos. Porque, digámoslo francamente, algunos alcaldes hicieron crecer los DAEM para los temas electorales; los inflaron y muchos no cumplían ni siquiera funciones al interior de esos Departamentos. 



Entonces, ahí pueden pagar justos por pecadores. Y siento que en esta materia debe actuarse con absoluta transparencia, con el resguardo necesario, pues existen personas que llevan mucho tiempo en su trabajo y no pueden ser abandonadas.



Esto no es solamente un tema electoral, como pudiera parecer, ya que es malo para todos: es malo para el Gobierno y es malo para el Parlamento que lo aprueba. Aquí está en juego cómo tratamos a quienes son parte de la comunidad educativa en su conjunto; es una cuestión de dignidad.



Por lo tanto, señora Ministra, si lo pudiera señalar como parte del debate, ya me quedo tranquilo. Acaba de ingresar el proyecto, según me dicen; ese era el compromiso. Si nos hace llegar una copia le podremos echar un vistazo; habrá tiempo de discutirlo con la detención necesaria y ojalá lo pudiéramos sacar de aquí a enero. Porque, a veces, con los cambios de gobierno -y usted lo sabe bien, señora Ministra- sucede que los proyectos se detienen o varían. Si existe un acuerdo en torno a este estatuto de los asistentes de la educación -sería histórico en el proceso educacional chileno-, ¡bueno!, ¡qué más da!, tenemos diciembre, tenemos enero para poder despacharlo y convertirlo en ley.



Creo que eso sería lo más adecuado, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas! 



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Señor Presidente, ante todo, quiero hacer una aclaración.



En cumplimiento de un compromiso que teníamos, el día de hoy ingresó el proyecto que establece un estatuto laboral para los asistentes de la educación.



Se trata de un trabajo participativo que se viene realizando con el gremio de aquel sector desde hace más de un año y medio. Firmamos con él un acuerdo, y hemos llegado a un buen resultado en lo atinente a condiciones laborales, aspectos generales, títulos específicos de cada uno de los subgrupos (70 mil asistentes de la educación laboran en el sector público).



Falta, por cierto, la cuestión económica, pues la oferta fue baja frente a las expectativas de los referidos servidores. Pero la solución será parte del debate aquí, en el Parlamento, cuando comience la tramitación de dicha iniciativa.



De otro lado, a propósito de la preocupación manifestada por diversos Senadores, debo decir que quienes trabajan en los DAEM, en los DEM, en las corporaciones no son en estricto rigor asistentes de la educación, sino personal administrativo.



Sin embargo, para los efectos del incentivo al retiro de los asistentes de la educación se consideró a ese estamento como si fuesen asistentes de la educación -valga la redundancia-, al objeto de que quienes tuvieran edad para jubilar (60 o 65 años) pudieran recibir aquel beneficio. De manera que eso está vigente para las personas de mayor edad.



Ahora, hay que pensar que todos los asistentes de la educación de los distintos establecimientos pasan al nuevo sistema por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad.



Para quienes cumplen labores administrativas se estableció un concurso cerrado, solo para ellos, sin competencia de otros profesionales. La idea es tratar de extraer de ahí la mayor cantidad de profesionales. Y se especifica en la normativa que no vale únicamente el currículum formal, sino también la experiencia laboral. Por ejemplo, si cuatro comunas tienen un servicio local y en todas existen encargados de pagar los sueldos, bueno, habrá uno con 20 años en ese cometido y sin haberse equivocado nunca.


El concurso está relacionado con los perfiles de cargos; y para la provisión de estos participa fundamentalmente ese personal, en forma cerrada, antes de elegir a alguien de otra parte.



Ahora, es muy importante el hecho de que esas personas tienen contrato de trabajo. Entonces, de acuerdo al Código Laboral, si alguna no entra al nuevo sistema, el Estado paga de forma directa el incentivo al retiro, según los años correspondientes, conforme a la ley vigente sobre la materia.



Asimismo, se ha considerado un conjunto de soluciones para las personas que, estando en la función pertinente, o no quisieron postular o no lograron el cargo. Por ejemplo, programas del Gobierno para reciclaje laboral, conforme a los cuales es posible no solo mantener por un buen tiempo el seguro de cesantía sino también acceder a recursos mientras se realiza la capacitación para cambiar de tarea.



Eso es lo que hay en esta materia, señor Presidente. 



Como Gobierno, a nosotros, al igual que a los parlamentarios, nos interesa provocar el menor perjuicio posible. Pero es difícil hacer un cambio para, de tener a lo largo de nuestro país 345 sostenedores con un aparato más o menos completo, establecer 70 servicios locales con los que se busca una administración distinta, más eficaz.



Repito: a fin de no perjudicar a los trabajadores pertinentes, se han diseñado concursos cerrados para ellos.



Esa es la verdad de las cosas.



Y la indemnización, como le corresponde a cualquier trabajador en nuestro país, corre de cuenta, no del empleador, que es el municipio, sino del nivel central.



Solo quería aclarar aquello, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, la demanda histórica de los asistentes de la educación para tener un estatuto laboral data desde hace más de doce años.



Recuerdo haber acompañado una marcha de esos trabajadores aun antes de ser parlamentario.



Cuando asumí como parlamentario, me tocó incluso sentarme a la mesa, en el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet, con el Ministerio de Educación y los asistentes de la educación al objeto de ir creando condiciones para un estatuto de estos trabajadores.



Se trata, pues, de una demanda histórica.



Considero un avance que hoy haya ingresado el proyecto que establece un estatuto laboral para los asistentes de la educación.



Ahora, si bien el artículo 44 transitorio, por no haber recibido indicaciones en Hacienda, se considera aprobado reglamentariamente, sin duda que tenemos un problema.



En efecto, el estatuto omite el problema más complejo de los asistentes de la educación: la cuestión económica.



Y quiero hacer algunos recuerdos, señor Presidente.



Primero, en la Cámara Baja, con algunos Diputados que ahora, como yo, son Senadores formulamos un requerimiento para conformar una Comisión Especial sobre Deudas Históricas.



Pues bien, cuando se asumió lo de la deuda histórica con el magisterio denunciamos también la existente con los asistentes de la educación.



Un grupo muy importante de esos trabajadores tuvieron dificultades con el pago de dicha deuda.



Fue una situación que planteamos con mucha fuerza.



Señor Presidente, lo que no queremos ahora es que con este traspaso se registre una segunda deuda histórica.



Es un problema que deseo plantear con gran energía. Porque tendremos una complejidad en el sentido de que se van a debilitar las conquistas de los gremios de los asistentes de la educación, quienes lograron, por ejemplo, negociar colectivamente.



¿Qué sucederá con ellos? ¿Van a poder negociar colectivamente si están conformados por funcionarios del Estado?



Primer problema.



Por tanto, hay para ese sector un detrimento a aquel respecto.



De otro lado, existe un detrimento para los asistentes de la educación en la medida que ahora, al ser traspasados, van a depender de un tercero.



Acá se habla de un incentivo al retiro pagado por el Ministerio de Educación.



Existe pues, en mi concepto, un detrimento para la situación laboral de los trabajadores en comento.



Hemos presentado proyectos de acuerdo para que el Ejecutivo en algún minuto considere la posibilidad de que los servidores del Estado negocien colectivamente. De lo contrario, se va a generar una situación compleja, pues habrá funcionarios en una condición y otros en una distinta: algunos podrán negociar colectivamente, y otros, no, si  determinamos que van a gozar de los mismos derechos existentes hasta ahora, sin solución de continuidad, como expresaba inicialmente el artículo cuadragésimo cuarto  transitorio.



Es una dificultad que debemos resolver. Pero ni la referida norma ni el estatuto propuesto -lo he estado leyendo- la solucionan.



Siempre en el ámbito de los asistentes de la educación, tenemos además un problema con los asistentes de la educación que laboran en zonas extremas.



Entonces, señor Presidente, hago un llamado a entender que una de las patas importantes de la reforma educacional que no han sido abordadas con la fuerza necesaria es la vinculada a los asistentes de la educación.



Con diversos parlamentarios -los Senadores Bianchi, Prokurica, en fin- hemos pedido dignificar a los asistentes de la educación, quienes, hasta ahora, son la pata coja de la reforma educacional. 



Señor Presidente, una cuestión adicional es la escasa capacidad del Estado para analizar las políticas públicas -hablo no solo de este Gobierno, sino en general- en materia de educación.



Uno podría preguntar: ¿Se ha evaluado la jornada escolar completa? ¿Se han evaluado en materia de educación las reformas estructurales, el fortalecimiento de la educación pública o los impactos que tiene, por ejemplo, el debilitamiento de la educación particular subvencionada?



Basta ver lo que ocurre en los colegios particulares subvencionados de la provincia de Marga Marga o en los del resto  de nuestra Región cuando el sostenedor anuncia que habrá una conversión a establecimiento particular pagado: la situación es dramática, porque no hay matrícula en los planteles municipalizados.



Entonces, acá tenemos una situación estructural que se vincula con la evaluación de las políticas públicas. 



Por tanto, respecto del estatuto de los…



Necesito tiempo adicional para concluir, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Su Señoría dispone de un minuto. 

El señor CHAHUÁN.- Muchas gracias.



Señor Presidente, en cuanto al estatuto para los asistentes de la educación somos tajantes y categóricos.



¿Es un avance la sola presentación del proyecto? ¡Sí!



¿Resuelve eso el problema? ¡No! 



Ese es el tema que yo quiero que el Ministerio aborde de una vez por todas.



Asimismo, deseo que esclarezca el artículo cuadragésimo cuarto transitorio, porque, claramente, tampoco satisface las expectativas de los asistentes de la educación. 



Esta ha sido -insisto- una lucha histórica de muchos gremios. Y, si bien ha habido avances importantes en el mejoramiento de las condiciones laborales y en la dignificación del trabajo, la solución definitiva está muy lejos. 



Los alumnos pasan más tiempo con los asistentes de la educación que con el resto de quienes participan en el proceso educativo.



Por tanto, que los propios asistentes de la educación estén pidiendo un estatuto refleja también la seriedad con que han actuado hasta ahora.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No se permiten las manifestaciones en las tribunas. 



Muchas gracias. 



Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor DE LA FUENTE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, antes de que termine esta parte de la votación, referida a normas de quorum simple, quisiera plantearle a la Sala la posibilidad de recalificar una norma del proyecto en cuanto a su rango: el artículo 25.



Dicho precepto fue calificado tanto en la Cámara de Diputados cuanto en la Comisión de Educación del Senado como norma de quorum simple. Sin embargo, la Comisión de Hacienda lo calificó como disposición orgánica constitucional.



¿A qué se refiere el artículo 25 de esta iniciativa? Establece una norma sobre organización interna de los servicios locales de educación. Y, al respecto, dice que el director ejecutivo, con sujeción a la planta de personal y a la dotación máxima de personal, y de acuerdo a lo establecido en el artículo 31 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, puede determinar la organización interna de su servicio local de educación estableciendo las unidades mínimas, sin indicar cuáles son, etcétera.



A nuestro juicio -hay dictámenes reiterados de la Contraloría y, además, sentencias del Tribunal Constitucional-, una materia de tal naturaleza, en tanto se remite a la mencionada Ley Orgánica Constitucional, no tiene carácter orgánico constitucional.



En tal virtud, señor Presidente, solicitamos que la disposición en comento se recalifique en el mismo sentido en que lo determinaron la Cámara de Diputados y la Comisión de Educación del Senado. 



Muchas gracias. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hagamos las cosas en orden.



Estamos en votación.



Yo voy a dejar fuera de ella el artículo 25, por la discusión que se ha planteado sobre el quorum.

El señor LARRAÍN.- Ya está en votación, señor Presidente. El contenido de ella no se puede cambiar. 

El señor MOREIRA.- Si la Nueva Mayoría no tiene los votos necesarios, esa es otra cuestión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No es ese el problema, señor Senador.



Además, me informa la Secretaría que el artículo 25 no está en votación. 



Por lo tanto, voy a dejar separado ese precepto.

El señor LARRAÍN.- ¡Está en votación! 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No está en votación, Su Señoría. 

El señor LARRAÍN.- Sí lo está, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Me dice el señor Secretario que no se halla en votación. 

El señor MONTES.- Déjelo para el final, señor Presidente. 

El señor MOREIRA.- Por algo hizo la petición el Ministro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Formuló una solicitud sobre el artículo 25, pero este precepto no se encuentra en votación.



Por lo tanto, para los efectos de su recalificación, vamos a verlo por separado, pero no en esta votación. 



¿De acuerdo? 



Bien. 



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban los artículos transitorios segundo, décimo primero, décimo segundo, décimo cuarto, décimo quinto, décimo séptimo, décimo octavo, vigésimo, vigésimo segundo, vigésimo tercero, trigésimo, trigésimo quinto, trigésimo sexto, trigésimo noveno, cuadragésimo, cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto, cuadragésimo sexto, cuadragésimo séptimo, cuadragésimo octavo y quincuagésimo quinto (20 votos a favor y 14 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, corresponde votar el conjunto de las disposiciones individualizadas en el segundo acápite del acuerdo que se adoptó en su oportunidad, que corresponde a las siguientes normas de quorum orgánico constitucional: 



Artículos 25, 69, 80 (debo aclarar que, de acuerdo a los informes, solo es de quorum especial el número 5) y 81 permanentes, y artículos cuarto, octavo (inciso primero), noveno, trigésimo segundo y trigésimo octavo transitorios (en este último, únicamente el inciso segundo).

El señor ALLAMAND.- “En votación”.

El señor WALKER (don Ignacio).- Abramos la votación. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entre los preceptos señalados está precisamente el artículo 25. De manera que voy a separarlo, para votarlo aparte.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Para aprobar dichas normas se necesitan 21 votos favorables.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación los artículos que individualizó el señor Secretario, con excepción del 25. 



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, por cierto, voy a votar favorablemente este conjunto de preceptos. 



Mientras estaba en una reunión en la sala del Comité Partido Por la Democracia escuchaba el debate que había acá, en el Hemiciclo, respecto al punto anterior. Y me parece tremendamente significativo el anuncio del Gobierno sobre el envío de un proyecto que hace justicia a los asistentes de la educación en Chile. 



Ese es un tema que quiero relevar.



Yo escuché discursos muy positivos de gente altamente comprometida con tal materia.



Por mi parte, deseo señalar que se trata de un esfuerzo colectivo, conjunto, de muchas autoridades en nuestro país.



Solo voy a puntualizar, aunque pueda resultar un tanto áspero, que el compromiso con la educación debe ser en todos los planos.



Tiene que ser en el plano de los profesores. Y para eso se aprobó, no sin dificultades, la carrera docente.



Había que aprobar la ley relativa al término de la discriminación y al establecimiento de la inclusión; al fin del lucro; a la eliminación del copago, para gradualmente ir haciéndose cargo de las situaciones pendientes.



En esta Región hemos convenido en la necesidad de contar con la normativa en comento. Y dimos todo nuestro respaldo.



¿Por qué saco a colación aquello? 



En vista de que en dos meses más estaremos en un proceso eleccionario, es bueno decir que, cuando uno respalda una causa justa como la de la educación, lo haga en toda su magnitud, desplegando cuanto esfuerzo sea menester en el ámbito de la votación y en el compromiso con aquella, y no limitar el apoyo a un aspecto puntual, que por cierto es importante y central, porque en la materia existe una deuda. De eso no cabe duda. 



¿Por qué hago esta intervención, señor Presidente? Porque los asistentes de la educación juegan un rol tremendamente importante. Eso está claro.



Por último, como consecuencia de la exigencia que muchos hicimos en este Senado para que el Gobierno enviara esta semana el proyecto en cuestión, hoy día estamos comentándolo. Y eso no es una labor de uno o de unos pocos, sino del colectivo nuestro, pero también del Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, que remitió la iniciativa.



Entonces, yo, valorando todas las intervenciones a favor del referido proyecto, ciertamente me sumo a él, porque lo empujamos junto con muchas otras personas -creo que la mayoría de quienes estamos acá, si no todos-, para nivelar una cancha que estaba dispareja respecto a profesionales o técnicos que prestan una labor muy importante pero que no está reconocida de manera institucionalmente clara, adscrita al sector público. 



Quiero decirlo, pues de lo contrario queda la sensación de que todos somos magnánimos a ese respecto.



Y ahí yo tengo una diferencia.



Sin duda, todos vamos a apoyar esta iniciativa. Pero la idea es respaldar el conjunto de reformas educacionales que apuntan en la misma dirección.



Porque esta mesa tiene muchas patas. Y la que se nos estaba quedando afuera era la de los asistentes de la educación.



Entonces, quiero reiterar que no basta apoyar a los asistentes de la educación cuando no se quiere poner fin al lucro, cuando no se desea terminar con el copago o cuando no se cree en la gratuidad de la educación superior.



Por eso, aun comprendiendo que el asunto puede plantearse tal vez un poco a destiempo, ello me pareció importante, porque son tantos los que están escuchando el debate, los que siguen de cerca lo que decimos, que es buena una coherencia integral, holística, de todo lo que hacemos en educación, y no solo respecto de algo que puede ser fundamental, pero que no alcanza a abarcar toda la película.



En consecuencia, voto a favor, ciertamente, pero, sobre todo, valoro el esfuerzo.



Y a acelerar ahora el tranco, para que el proyecto anunciado por el Gobierno e ingresado sea ley lo antes posible.



Muchas gracias.

)-----------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Aprovecho para saludar al señor Virginio Hernández, representante de los trabajadores de los departamentos de Educación de la provincia de Arauco, y al señor Cristián Figueroa, de Penco, vocero de la directiva nacional de los departamentos de Administración de Educación Municipal (DAEM) y los departamentos de Educación Municipal (DEM).

)------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, había solicitado la palabra para ver cómo íbamos a tratar el artículo 25, pero advierto que ya se decidió hacerlo por separado, lo que encuentro muy bien.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, estaba conversando con la señora Subsecretaria y la señora Ministra acerca de un par de aspectos relevantes, relativos a hacernos cargo de ciertas particularidades.



Creo que estamos en presencia de una reforma muy interesante y significativa. La gradualidad siempre es una buena compañera para que las políticas públicas salgan de manera adecuada. A lo mejor, a algunos nos hubiera gustado ir más rápido. Lamentablemente, eso no es posible.



Mas juzgo relevante contemplar en el proceso ciertas realidades especiales. No es casualidad que la Presidenta Bachelet y el Congreso, en las aprobaciones sucesivas de las leyes de Presupuestos, hayamos considerado ciertos territorios en condición rezagada. Es decir, se trata de zonas con un problema estructural en cuanto a su desarrollo, a inversiones, a oportunidades laborales. Por lo tanto, se establece una discriminación positiva al respecto, tanto desde el punto de vista presupuestario como de la definición de políticas públicas.



Ese es el caso del valle del Itata, en la Región de Ñuble, y el de la provincia de Arauco, en la Región del Biobío -esta última concentra tres de los diez municipios más pobres del país-, que albergan un conjunto de ciudadanos que hoy día cumplen labores muy importantes en las direcciones de Educación Municipal.



Lo digo porque, cuando se plantea la posibilidad de establecer un sistema de reconversión o de inserción de alguno de los funcionarios dentro de los servicios locales, estimo tremendamente relevante hacernos cargo de esta realidad especial. No es lo mismo, en efecto, que quede sin empleo personal de los DAEM de la Región Metropolitana o de la Región de Valparaíso, o incluso de un área urbana, a que les ocurra otro tanto a quienes viven en una de esas otras zonas, donde no hay una alternativa laboral y la inversión privada y los puestos de trabajo son escasos. Los que han trabajado durante muchos años en direcciones de Educación Municipal de comunas rezagadas cuentan con una determinada experticia y han desarrollado una carrera funcionaria al servicio de esta área, y al salir de ahí no tienen dónde insertarse ni una opción de incorporarse al sistema particular u otra labor.



Con la señora Ministra y la señora Subsecretaria justamente estábamos abordando la posibilidad de establecer normas especiales para las zonas de rezago; para cientos de funcionarios que cumplen una función muy abnegada en las entidades mencionadas, a fin de hacernos cargo de esta realidad, porque, de lo contrario, esa gente enfrentará el desempleo. No hay una alternativa para su labor actual.



Por eso es que valoro que en el Senado se hayan incorporado normas que permitirán que un porcentaje de estos trabajadores sigan prestando funciones en los municipios, por ejemplo. Mas será preciso analizar caso a caso.



Y, por lo mismo, resulta tremendamente relevante que en el proyecto también quede consignado el elemento de la diferenciación de los territorios rezagados, para que, con la excusa de modernizar, de una buena reforma de la educación, no haya un conjunto de ciudadanos sin ocupación en las comunas de rezago.



Entonces, apoyo el proyecto, que es muy importante sacar adelante, pero creo que también es preciso hacerse cargo de esa realidad.



Y un segundo punto, señor Presidente, completamente distinto, tiene que ver con sustentar lo planteado por el señor Ministro Secretario General de la Presidencia respecto del artículo que vamos a discutir a continuación.



Cuando se observan los trámites legislativos, tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, y también la jurisprudencia, se advierte que las normas relativas a la organización y al funcionamiento no han sido calificadas hoy día con el carácter de orgánicas constitucionales. Pienso que ello resulta tremendamente importante.


La cuestión, más allá de si hay un voto más o un voto menos, se vincula con el precedente. El Senado históricamente ha mantenido una coherencia en la materia y sería una mala señal que, por el solo hecho de que no estuviéramos de acuerdo con determinado artículo, se alterara un criterio con consecuencias posteriores respecto de otros proyectos.



Por eso,...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se agotó su tiempo, Su Señoría, de modo que puede redondear la idea.

El señor HARBOE.- Iba a decir que es importante recalificar solo el artículo 25, tal como lo expuso el señor Ministro.


He dicho.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, entiendo que estamos viendo varias materias a la vez.



Deseo sumarme a las reflexiones del Senador señor Lagos. Cabe recordar que en un momento de nuestra historia discutimos en el Congreso la existencia de un estatuto especial para los trabajadores a los cuales se ha hecho referencia, llamados antes “no docentes” y ahora “asistentes de la educación”. Fue aprobado en la Cámara de Diputados, en su momento, y llegó muchos años atrás a esta Corporación, donde fue rechazado, entre otras razones, porque las bancas de enfrente declaraban estar absolutamente en contra de la existencia de normativas especiales para más personal que cumpliera una función pública.



Un Senador de entonces que fue después Presidente de la República y que aspira en este momento a serlo nuevamente...

El señor PROKURICA.- ¡Y lo será!

El señor LETELIER.-... manifestó su completa oposición -ello se encuentra en la Versión Oficial- a la existencia de un estatuto de “trabajadores no docentes”, como se decía en ese tiempo.



Lo bueno de la democracia es que la gente puede cambiar de opinión con el tiempo, con argumentos. Y considero muy importante que un texto de esa índole sea ley cuanto antes; que volvamos a una discusión significativa. Las características de los asistentes de la educación se tornaron distintas con posterioridad. Antes no era un conjunto de administrativos, auxiliares y profesionales, que es la realidad de hoy. El articulado va a requerir un tipo de obligación muy a fondo. Y muchos de nosotros lo esperamos con ansia, porque sabemos que es una conquista, sobre todo, de los dirigentes, quienes han luchado a lo largo de todo el país para que exista.



A mí me hubiera gustado sacarlo incluido en la ley en proyecto, pero lo importante es que con la directiva nacional tenemos un compromiso escrito en el sentido de materializarlo.


Reitero que ese no es un mérito de ninguno de los presentes en la Sala, sino de los dirigentes, que conocen la realidad de estos trabajadores; que se han esforzado desde hace tiempo para no ser parte del botín político, de los ciclos de las elecciones, y que en muchas ocasiones se ven en una situación de vulnerabilidad. Ello dice relación con todos los sectores políticos.



Creo que una de las grandes virtudes de la iniciativa es que el ciclo de la educación se separa de los ciclos legítimos de las elecciones de autoridades locales y que se va a hacer justicia a los asistentes de la educación, en particular, que son los más vulnerables, muchas veces, y se hallan en condiciones precarias.



Respecto de las otras materias en debate: la transición y los fenómenos que se presentarán con los departamentos de Educación, se discute acerca de cuál es el papel de quien va a encabezar los servicios locales -el director ejecutivo- y la situación de los establecimientos. Ese es un análisis muy de fondo y hay un cambio de paradigma. Esperamos que se logre un proceso de evaluación de cómo se avanza en el rol de dichos servicios.



Nos gustaría que se lograra compatibilizar la administración descentralizada con lo más importante, cual es lo que pasa en el establecimiento y el aula, y que no se perdiese la libertad de los profesores, en un marco determinado por la Ley General de Educación, para desplegar la creatividad necesaria. Con el proyecto cambiará el sentido de la jornada escolar completa, de cómo se usarán las horas para ese fin.



A nuestro juicio, es muy importante la reducción del número de alumnos por sala de clase, pero también que exista de parte del director ejecutivo, quien cumplirá un rol con el equipo colegiado, una vinculación que garantice que los establecimientos podrán desplegar su creatividad y que los servicios locales serán un apoyo, un respaldo, para tal efecto.



Es algo que veremos en la transición.



Estamos convencidos de que el proyecto…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se agotó su tiempo, Su Señoría.



Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, cuando se discute una nueva institucionalidad, respecto de la cual media el legítimo derecho a criticar, a exponer aprensiones, a mí me parece que no cabe desligarla mucho de la realidad.



Quisiera hacer referencia a dos aspectos mencionados aquí, sin que haya habido respuesta ni de quienes son partidarios a fondo de la reforma ni del Gobierno.



Uno de ellos es la absoluta indefensión en que quedan los trabajadores de los departamentos de Educación Municipal. Todo este sector sabe que pueden quedar sin empleo al menos cuatro mil, que no solo corresponden a las zonas de rezago, sino también al conjunto de las comunas del país.



Entonces, la reforma puede ser muy buena, pero no puede desligarse de algo esencial y que afecta a personas que hoy día realizan una significativa labor de servicio a la educación. Resulta esencial avanzar en una respuesta.



Por eso, nos hemos abstenido o votamos en contra, entre otras razones, por la situación en que quedarían estos funcionarios.



Es una buena noticia, como aquí se ha dicho, que el Gobierno presentara, bajo la presión ejercida, el estatuto para los asistentes de la educación.



Podrán vanagloriarse todo lo que quieran, pero en las administraciones anteriores no concretaron iniciativas de esta naturaleza. Hoy día, a cinco meses del término del período, plantean un texto que tenemos que analizar en su mérito para ver si verdaderamente responde en forma adecuada a los intereses, los anhelos y las realidades de miles de personas que cumplen una función fundamental y vital en cada uno de los establecimientos de educación municipal.



Un tercer elemento, frente a la institucionalidad que se crea, es que tampoco hemos escuchado una respuesta en cuanto al financiamiento. Porque en la nueva educación pública no hay una modificación en la materia.



Se han manifestado muchas críticas. Los municipios aportan cifras realmente significativas. Escuché que alguien hacía referencia a alrededor de 800 millones de dólares. Ni el Ministerio de Educación ni quienes han hecho uso de la palabra para respaldar la reforma han precisado cuál será la fórmula para que en la educación pública, que continuará con el mismo sistema de financiamiento, se dote con esos recursos a la nueva institucionalidad.



Por lo tanto, es fundamental, sin duda, andar lento y pasar por un proceso de transición, que algunos podrán considerar excesivo, para ver los efectos en las personas, en el financiamiento de la educación y en la administración general, puesto que lo planteado como una nueva institucionalidad, en definitiva -otros mencionan un “nuevo sistema de educación pública”, una “nueva educación pública”-, es bastante engorroso y conflictivo, por decir lo menos, y no ha sido probado en ninguna parte.



Pero es preciso expresar sin ambages que se requiere una respuesta con relación a los asuntos a nuestro juicio fundamentales, prioritarios: la situación de los funcionarios de los departamentos de Educación Municipal y del financiamiento de la educación, ya que no vamos a encontrar ningún municipio dispuesto a pasar los recursos que entrega a esas dependencias o a las corporaciones. Ello, además de ver cómo llegó el proyecto sobre los asistentes de la educación, noticia que hemos conocido hoy día. Mientras eso no se aclare, y en tanto no estemos de acuerdo y no se haya avanzado, resulta muy difícil apoyar entusiastamente la reforma, que estimo que traerá más dificultades que beneficios.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, para el Senador que habla, el tema es tremendamente importante. Creo que es de aquellos que dan más sentido a encontrarse en esta Corporación.



Hace 37 años se nos impuso un mal sistema educacional, que ha perjudicado y afectado a muchos jóvenes. Ha sido cruel con los niños. La base de la desigualdad en Chile tiene que ver con la insuficiencia de la educación pública, que ha ido disminuyendo sus condiciones.



Durante 19 años, en la centroizquierda fuimos pusilánimes y no nos pusimos de acuerdo. Y ahora coincidimos, por primera vez en 37 años, respecto de un modelo alternativo al actual. Lo valoro mucho. Me parece lo más importante en la decisión que estamos tomando. Es realmente muy significativo.



Quiero pedirle a mi Honorable colega Allamand que no distorsione las cosas. Estoy por acuerdos de fondo, y lo sabe muy bien. Lamento que su sector no se abriera a discutir un nuevo sistema global de organización. Muchas veces lo señalamos.



Lo anterior, incluso sobre la base del proyecto de Sebastián Piñera, que no era bueno, pero contemplaba una idea distinta de la que ustedes han defendido acá, porque se reconocían las limitaciones y problemas de los municipios.



En verdad, no es cuestión de que uno esté o no con los acuerdos, sino de cuál se trata. A mí no me gustó el del Gobierno, porque lo encontré muy puntual y limitado, y daba para discutir algo más sustantivo.



Estimo que no se ha considerado con justicia -incluyo al Senador señor Pizarro- la gradualidad. Siempre hemos sido partidarios de ella, pero no de cualquiera.



El Gobierno propuso un proyecto con un solo servicio. Nosotros dijimos: “¡No! Tienen que ser más. Si no, no vamos a apoyarlo”.



Gracias a la Presidenta de la República, hoy día tenemos cuatro.



Por nuestra parte, queríamos siete, o sea, comenzar con alrededor del diez por ciento. La reforma procesal penal partió con ocho o nueve por ciento en su gradualidad.



Nosotros hemos contado con cuatro años. Reconozco que no estuvimos preparados para llegar en las mejores condiciones a un cambio tan sustantivo y fundamental.



Por eso, manifestamos dolor y cierta bronca, porque los que han sido responsables tienen que asumir la situación frente al país.



Discutimos la cuestión desde 2014 en adelante. Si queríamos llevar a cabo la reforma, tendríamos que haber partido por ella. Y si no lo hicimos, debiéramos haber ido creando las condiciones, en la política, en los colegios, en el Ministerio, para poder realizar un cambio de esta envergadura.



Creo que la gradualidad es muy importante en esta materia, pero no cualquier gradualidad. Depende de cómo la entendamos. Sin embargo, es verdad que no insistimos más en ello, porque no estábamos en condiciones de hacerlo.



Por otro lado, le hago presente al colega Allamand, particularmente -porque la Senadora Von Baer siempre ha sostenido otra visión-, que aquí estamos jugándonos por una idea distinta de educación. Y su sector lo sabe bien. Por lo mismo, ¡no tiene sentido lo que han planteado!



Las bancas de enfrente votaron a favor parte de nuestras indicaciones: las que ponían al establecimiento educacional en el centro del sistema; las que fijaban un límite de 35 alumnos por curso; las que redefinían los fines de la educación; las que obligaban a considerar la especificidad de los niños y sus características concretas, en lugar de continuar rindiendo pruebas estandarizadas. 



¡La idea es salirnos de una camisa de fuerza!



¡Eso es lo que planteamos: otro concepto de educación!



Postulamos que los profesores sean formadores y no simples preparadores para pruebas como el SIMCE u otras.



Ahora estamos terminando con esto.



Pienso que tienen que reconocer, al menos, que hicimos un gran esfuerzo. La concreción de esto va a depender del próximo Gobierno, sin duda.



Si quieren seguir con el mismo concepto de educación, que se basaba en la aplicación de 17 pruebas, que contaba con un sistema de semáforos -¡era lo más absurdo que podía haber!-, que obedecía a otra forma de entender la educación, bueno, ¡podrán hacerlo! Ello dependerá de quién administre este país.



¡Por eso es muy malo para Chile que gobierne la Derecha: por su visión de la educación!



Termino diciéndole una cosa a la Ministra de Educación y a su Ministerio: es fundamental dejar parados en marzo al menos los cuatro Servicios Locales referidos. Resulta muy importante, en los meses que quedan, crear con mucha energía una fuerza por los cambios. A partir de este proyecto, ¡urge potenciar todo eso!



Constituye una responsabilidad histórica del actual Ministerio dejar sentadas las bases del nuevo modelo, el cual superará al mal sistema que rige actualmente, que nos impuso una dictadura y que hoy una parte de la Derecha defiende con pasión.



Gracias a Harald Beyer, el Gobierno anterior presentó otra alternativa para reorganizar la educación. Pero se les olvidó.



El proyecto en estudio, señor Presidente, es tremendamente importante para el tipo de sociedad que estamos construyendo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quiero recordarle a la Sala que está programado un homenaje a las 6 de la tarde.



Hay dos Senadores inscritos y quedan dos votaciones pendientes.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Aprovecho de saludar a dos alcaldes que nos acompañan hoy día: al de Cerro Navia, don Mauro Tamayo, y al de Lo Prado, don Maximiliano Ríos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en verdad, las expresiones del Senador Montes, quien me ha aludido, son particularmente importantes para este debate.



Yo reconozco en el colega una verdadera pasión y vocación por la educación. Por tanto, me parece muy relevante lo que recién ha sostenido.



Por ejemplo, manifestó que en treinta y siete años no hubo de parte de las bancadas de enfrente -entiendo que él se refiere a ellas- un pensamiento único respecto del tema educacional. También señaló que en tal período su sector fue verdaderamente pusilánime en esa materia.



Señor Presidente, quiero hacer un aporte constructivo a partir de dos elementos.



El primero es que, finalmente, se ha reconocido que el acuerdo alcanzado se va a cumplir y honrar. Todo lo demás sobra. Y si mi intervención anterior sirvió para eso, ¡estupendo!



Al mismo tiempo, creo que hacia delante el Parlamento debe realizar un esfuerzo para generar convergencias sustantivas en el futuro de la educación chilena. No vamos a ser capaces de superar las falencias existentes en los distintos ámbitos de nuestro sistema educativo si no hacemos un verdadero esfuerzo por acercar posiciones.



Contrariamente a lo que piensa el Senador Montes, muchas de las diferencias que existen entre Gobierno y Oposición en este ámbito tienen que ver más con los aspectos de organización del sistema que con la visión de fondo sobre la educación y lo que debe ocurrir en el aula.



Pero, para enfrentar ese debate, señor Presidente, es muy importante no hacer tabla rasa de la propia historia. Porque el Senador Montes insiste una y otra vez en que aquí ¡se les impuso un sistema educacional! ¡Y ahí viene una especie de letanía!



¿No faltará un poco de autocrítica en ese punto?



Fíjense en una cosa: hace veintisiete años que estamos en democracia y, salvo en cuatro, en ese lapso gobernó la Concertación o la Nueva Mayoría.



El Senador Montes se queja del financiamiento compartido en educación: ¡pero si lo impuso el Gobierno de la Concertación el año 1993!



Se queja también del lucro: ¡ningún gobierno hizo más por el lucro en la educación particular subvencionada que los de la Concertación! ¿O ustedes ya se olvidaron de que durante las Administraciones de los Presidentes Frei y Lagos les regalaron a los colegios particulares subvencionados los fondos necesarios para ampliar sus instalaciones, las mismas que hoy día les quieren comprar?



En efecto, han sido tan incoherentes que primero les dieron la plata a los que lucraban con la educación y ahora quieren adquirir aquello que ustedes mismos les regalaron.

El señor NAVARRO.- ¡Muy bien! ¡Así es!

El señor ALLAMAND.- Entonces, la verdad es que uno esperaría un poquitito más de modestia.



A propósito de las pruebas estandarizadas, el Senador Montes exclamó: “¡Diecisiete pruebas estandarizadas!”. ¿Y quién las impuso?

El señor MONTES.- ¡Ustedes!

El señor ALLAMAND.- ¡Por favor! ¡El volumen de las pruebas SIMCE lo impusieron los Gobiernos de la Concertación!

El señor MONTES.- ¡No!

El señor ALLAMAND.- Les hago una pregunta: ¿cuándo descubrieron ustedes que la educación municipal no funcionaba? Se los voy a recordar: la primera vez que hablaron de eso fue al final del primer Gobierno de la Presidenta Bachelet. ¡Y ni siquiera estaba en su programa!



¿Cuándo les cayó la teja? ¿Cuánto tiempo necesitaron para darse cuenta de que ese sistema no andaba bien?



Entonces, les pido…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Diríjase a la Mesa, señor Senador.

El señor ALLAMAND.- Lo único que les pido -por su intermedio, señor Presidente- es que nos cuenten cuándo les cayó la teja.



¿Saben lo que pasa? No se puede ser tan atrabiliario con la propia historia, porque la evidencia es demasiado fuerte.



Los errores que ustedes le imputan a la dictadura ¡son sus errores, señores! ¡Son los errores que ustedes mantuvieron y ampliaron en muchos casos!



Pero los invito a algo más constructivo: pensemos hacia delante -le quedan pocos meses a este Gobierno- en cómo converger para darles a los jóvenes de Chile la educación que se merecen.



Y tengan un poquito más de humildad, porque los resultados que ustedes han obtenido y las políticas que ustedes han aprobado son las que ustedes mismos critican.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, me parece interesante este debate.



Siempre hay que tener autocrítica y no hay que avergonzarse de los errores, si estos se corrigen.



Creo que hoy día estamos efectuando una interesantísima discusión. Hemos devuelto a la educación el carácter de ser un derecho de todos los ciudadanos. Y será un deber del Estado asegurar el acceso a la educación a todas las niñas, los niños y jóvenes de Chile, en la medida que demuestren, por cierto, un mínimo talento, esfuerzo, esmero y dedicación.



En tal sentido, quizá hay razón en la crítica que se ha planteado: la educación pública debió ser el primer debate en nuestra agenda de reformas. Pero el asunto está instalado ahora y tenemos que sacarlo adelante a partir del principio del derecho a la educación.



En este momento estamos analizando una materia particular, la relativa a los Servicios Locales de Educación, entendiendo que se ha vuelto a articular un sistema que se había desintegrado.



Además, se propone trabajar con más fuerza en los proyectos educativos, para lo cual se dispone combinar criterios nacionales de desarrollo para entrar al siglo XXI con la realidad de los alumnos en el aquí y el ahora a través de los distintos territorios de nuestro país.



También se plantea una especial preocupación por las regiones extremas y de rezago. Se busca apoyarlas y darles más asistencia para enfrentar el desafío de impulsar procesos de educación de mayor calidad y universalidad para todos los alumnos en Chile.



Asimismo, es interesante redefinir los fines de la educación.



En tal sentido, es verdad que habíamos segmentado la educación, concentrándola demasiado en objetivos muy particulares, como el aprendizaje de contenidos en las áreas de matemática y lenguaje. Hoy hemos vuelto claramente al concepto de la formación integral y, al mismo tiempo, a la necesidad de que la educación se comprometa con la promoción de los valores democráticos en los alumnos, del pensamiento crítico y, además, del sentido de comunidad, pluralismo y diversidad.



Por consiguiente, más allá de las responsabilidades que nos corresponden y de los errores que hayamos cometido en el camino, lo cierto es que hemos logrado hoy día centrar el debate en la educación pública.



Insisto: este debió ser el primer proyecto. Ello nos habría simplificado quizá varias discusiones.



A mi juicio, vamos en un buen camino.



Me parece que un acuerdo en estas materias va a consolidar con más fuerza este proceso que, por supuesto -todos coincidimos-, debe tener una gradualidad. Esperemos que no se desvirtúe en el camino la coherencia de la iniciativa y que tampoco se eternice el proceso de gradualidad.



Pero, evidentemente, este Gobierno debe dar señales y partir, dentro de su mandato, con algunos traspasos de servicios locales para comenzar esta transición, en la que espero que todos contribuyamos, basados en el principio de la buena fe y de querer llegar realmente a un servicio de educación pública gratuito, de calidad y, sobre todo, integrador de la sociedad chilena, y que se haga cargo de los errores cometidos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.



Les pido, por favor, que acoten las intervenciones.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, independiente de la tabla que tenemos, creo que no se pueden coartar las intervenciones, porque hemos escuchado acá algunas opiniones que son bastante surrealistas o bastante oportunistas, si pudiéramos calificarlas con mayor precisión.



Me alegro enormemente de que en el Senado exista hoy día la oportunidad de discutir sobre un nuevo sistema de educación pública.



Me he dado la tarea de revisar las intervenciones de algunos colegas que llevan en el Senado más tiempo que yo, y puedo decirles con claridad que la discusión que dimos al oponernos a la LGE es coherente con lo que hoy día sostenemos.



Y aquellos que se resistían y simplemente querían fortalecer el sistema de lucro, un sistema absolutamente individualista y respecto del cual ellos se sentían muy contentos -no falto a la verdad al señalar que el candidato del sector de las bancadas de enfrente señalaba que la educación era un bien de consumo; hay una concepción ideológica para mirar en esa perspectiva-, obviamente, no estaban de acuerdo con un cambio profundo en materia de educación.



Comparto y valoro lo que ha señalado el Senador Montes: este proyecto debió haber inaugurado la agenda de transformación de educación de nuestro Gobierno. ¡No ocurrió así! Pero estamos acá.



Y tengan la certeza -y es bueno que lo sepan también quienes nos escuchan y quienes siguen esta discusión-: va a quedar aprobada la iniciativa. Y no obstante toda esa línea neoliberal, en que muchos pretenden retrotraer las transformaciones que se están llevando a cabo, no van a poder reemplazarlas, pues se viene un cambio profundo al terminar con el lucro y al avanzar en la gratuidad en la educación.



¡En eso no habrá retroceso!



Dicho cambio será el orgullo de este Gobierno y de la Presidenta Bachelet. Muchos han tratado de ignorarlas, pero las transformaciones que ella ha impulsado, principalmente aquella que hoy se va a aprobar, no les quepa duda, serán imperecederas, al establecer un modelo de nueva educación pública.



Y no faltemos a la verdad respecto a la ausencia de voluntad. Que en su momento se necesitó más impulso, ¡claro! Pero no nos olvidemos -por su intermedio, señor Presidente, le aclaro al Senador Allamand- que nunca tuvimos la mayoría suficiente, principalmente en el Senado, para hacer estas trasformaciones. ¡Nunca la tuvimos!

El señor ALLAMAND.- ¡No es verdad!

El señor DE URRESTI.- ¡Nunca la tuvimos! Porque ustedes avalaban, y con muchas ganas, y con muchos aplausos, a los Senadores designados.



¡Tuvimos aquí una bancada militar! Y ustedes avalaron, apoyaron -y se sentaban en su sector- a los excomandantes en jefe.



¡Hagamos historia respecto de lo que aquí ha sucedido!



Entonces, cuando hoy día queremos vestirnos con este ropaje de cambio es precisamente porque ha habido un Gobierno con una convicción para hacerlo; ha habido una Presidenta que lo ha impulsado.



Y no les quepa duda de que quedará en la historia lo realizado por la Presidenta: las transformaciones en materia de gratuidad, de nueva educación pública, de fin del lucro.



Me siento orgulloso de lo que ha podido impulsar este Gobierno. ¿Con defectos? ¡Sí, con defectos! ¿Con gradualidad? Hay que hacerla como corresponde.



Hemos avanzado. Y hoy día, gracias a una decisión de la Presidenta, vamos a tener los cuatro servicios locales, con todo el respeto a los funcionarios.



En tal sentido, me parece muy bien la preocupación de los Senadores Harboe y Pérez Varela, quienes se refirieron a la importancia de aquellos trabajadores que pueden quedar desvinculados. Es necesario un procedimiento para resguardarlos, particularmente en aquellas zonas de rezago, donde es difícil la situación laboral.



¡Ahí estaremos!



¡Y lo mismo señalo respecto de los asistentes de la educación!



Sería interesante que la prensa investigara y revisara las intervenciones en cuanto a cuál era la posición ideológica acerca de ese importante sector de trabajadores, que contarán con un estatuto. Les recuerdo que la Presidenta ha remitido el proyecto pertinente.



Pero, ¡por favor!, en las indicaciones, en las intervenciones de muchos de los que hoy día están presentes acá y que apoyan esta iniciativa estaba el absoluto desconocimiento a ellos en su condición de trabajadores con derecho a un estatuto especial.



Por lo expuesto, apoyamos las normas en votación.



El recuerdo de la Presidenta será imperecedero en materia de transformación hacia el establecimiento de la nueva educación pública.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, cuando discutimos un proyecto de esta envergadura, recuerdo la Ley de Educación Primaria Obligatoria, de 1920.



La Derecha, republicana de ese tiempo, agraria, decía: “¡Los campos van a quedar vacíos! ¡Nadie va a trabajar la tierra! ¡Va a haber un desastre económico!”. Y se opuso la Derecha histórica en ese entonces a la educación primaria obligatoria, a los cuatro años básicos para que el pueblo se educara.



Hoy día lo que buscamos es terminar con una fracasada municipalización, que se extendió en el tiempo con el consentimiento no solo de la Derecha, sino también de la Concertación.



¡Digámoslo francamente: la histórica foto de las manitos alzadas en La Moneda! ¡La más cínica foto en toda la historia política de Chile!



¡Al día siguiente no había acuerdo sobre el tema de la educación!



Porque, como he mencionado, la educación no es un problema de pedagogía, ¡es un problema de ideología! ¡Ideología! Y la Derecha le teme a la ideología, al debate de ideas, a que nazcan nuevos pensamientos.



Por lo tanto, no era posible ese acuerdo en educación.



Lo dijimos en su oportunidad: “Esta foto va a ser un fracaso”. Y sostuvimos que aquellos que alzaron las manos en ese momento hasta el día de hoy se iban a arrepentir. Y ahí estuvieron los partidos de Derecha (la UDI, Renovación Nacional) y todos los de la Concertación. Porque sobre el tema educacional no iba a existir un acuerdo, pues ahí está la base, ¡la base!, de la formación política y social de todos los chilenos.



Solo quiero decir en esta ocasión, cuando intentamos terminar con la municipalización, que yo al menos -y lo digo con orgullo, porque jamás he renegado de mis 26 años de militancia en el Partido Socialista- perdí este debate en el Partido Socialista. Nos ganaron los municipales: Escalona y el alcalde de El Bosque. Perdimos. Dijimos en su momento: “¡Fracasó la municipalización! ¡Hay que devolver la educación al Estado!”. ¿Y qué pasó en el Comité Central? Ganó la idea de mantener la municipalización.



¡Eso fue lo que ocurrió!

El señor MOREIRA.- ¡Ah…!

El señor CHAHUÁN.-  ¡Ah…!

El señor NAVARRO.- ¡Eso fue lo que sucedió! Porque dimos un debate muy duro en torno a la fracasada municipalización…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le pido al señor Senador que se dirija a la Mesa.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente -por su intermedio-, dimos ese debate político.



La educación municipal fracasó desde su inicio. Los alcaldes abandonaron la educación. Y el Estado perdió un rol fundamental, que es generar las condiciones para terminar con la desigualdad, como aquí se ha dicho. En la educación está la base de ello.



En los liceos con número los alcaldes han implantado un régimen de terror. Además, existe un sistema de pago por asistencia, falseada la mayoría de las veces. A contrario sensu, en el caso de los colegios particulares subvencionados hasta el día de hoy -la Ministra me dirá si me equivoco- les efectúan adelantos a las corporaciones, como a la Corporación de Estudio de la Cámara de la Producción y del Comercio de Concepción, que hoy día tiene a todos los colegios en huelga. Así, en marzo les pasan el 70 por ciento, cinco mil millones, y los ponen en acciones en el mercado financiero. Eso es lo que hace la Cámara de la Producción y del Comercio de Concepción, con sus profesores en huelga hoy, ¡hoy!, martes 12 de septiembre.



La Derecha también propició aquello, porque son los que administran la mayoría de estas corporaciones.



Aquí tratamos de salvar un error colectivo, claramente un error colectivo. 



Me preocupa que el debate sea sobre la recriminación de quién tiene más la culpa por el funcionamiento del modelo que estamos aprobando. Y la verdad es que cuatro de setenta, señora Ministra, es un número completamente insuficiente para que el cambio se visualice.



En tal sentido, espero que el próximo Gobierno -por cierto, queremos ser parte de él, desde La Moneda, porque para eso estamos compitiendo por la Presidencia de Chile- logre consolidar una educación pública que otorgue igualdad y garantías para que cualquier hijo de obrero pueda llegar a ocupar la Primera Magistratura, para que cualquier chileno, independientemente de su condición social, pueda tener ascenso social en la vida.



Eso es lo que queremos garantizar con esta reforma, fortaleciendo la educación pública.



 La mayoría de nuestros hijos están en la educación particular privada. Digámoslo francamente. No creo que ningún Senador o Diputado tenga a alguno de sus hijos en la educación pública. Eso no ocurre, y es el reconocimiento más profundo del fracaso en materia de educación pública. Por tanto, tenemos que fortalecerla. No lo hicimos antes -partimos con la gratuidad: bien-, pero lo estamos haciendo ahora.



¿Me da un minuto más para terminar, señor Presidente?



Gracias.



Bueno, la recriminación va a ir por lado y lado. 



Los directores fueron apernados por la Derecha. No querían cambio de directores, de los líderes de los establecimientos educacionales, porque señalaban que iba a haber persecución política. 



Se han cometido errores por lado y lado. Lo que yo no quiero es que cometamos el error de hacer una reforma que no funcione, que nos deje tranquilos parcial y momentáneamente en nuestras conciencias, y que al final llegue alguien y la cambie. 



¡Eso lo vamos a impedir!



Estamos aprobando un proyecto de ley para cambiar la educación pública en Chile, para quitársela a los municipios, el cual vamos a defender y a mejorar.



Ese es el objetivo de hoy, el que, por tanto, es un día histórico. 



No son 38 años. Desde hacía mucho tiempo que los estudiantes de Chile, los padres y apoderados, la gente humilde, los trabajadores, esperaban una educación pública de calidad, como es la que espero que la reforma que estamos aprobando logre de manera definitiva.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve.



Lo que pasa es que me ha motivado mucho oír con tanto entusiasmo a mis queridos amigos de la Nueva Mayoría, que han hablado con el entusiasmo de quienes fueron elegidos con una inmensa mayoría, con mayoría absoluta en ambas Cámaras, con una Presidenta que obtuvo más del 62 por ciento de los votos.



¿Qué han impulsado con esas mayorías? Todas las reformas que han querido: la reforma tributaria, la reforma laboral, y han cambiado la educación en todo lo que han deseado.



Yo me pregunto qué ocurre que, al final de este proceso maravilloso, histórico, transformador, tienen una Nueva Mayoría dividida, con sus integrantes peleados como el perro y el gato. 



No han sido capaces de ponerse de acuerdo en un candidato. Las reformas que han impulsado son objeto del rechazo más absoluto de la ciudadanía. Y, para más remate, llegan sin posibilidad alguna de ganar la próxima elección.



Por eso, yo me pregunto qué pasa con esta histórica transformación de la Nueva Mayoría.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el grupo de normas orgánicas constitucionales (23 votos a favor y 12 en contra), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les recuerdo a los señores Ministros y a todos los presentes que en el Senado está prohibido realizar manifestaciones.



A continuación, se pondrá en votación el artículo 25, que la Mesa declara como de quorum simple. Así lo consideraron también la Cámara de Diputados y la Comisión de Educación del Senado. Solo nuestra Comisión de Hacienda determinó que era de quorum especial.


Sin embargo, revisados los antecedentes, he resuelto que es, como acabo de señalar, de quorum simple.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, para fundar el voto, el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, ciertamente, votaré a favor de esta disposición, pero acá ha habido intervenciones que generan un estímulo. Otros habrían dicho que son una provocación. Son provocaciones. Está bien. Yo las entiendo. No voy a mencionar a nadie, para no darle el derecho a réplica, pero veo que algunos Senadores del Maule y otros que han deambulado por Valdivia y que ahora representan a Santiago tienen una capacidad de provocar bien notable.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡No me mencione a mí, pues…!

El señor LAGOS.- ¡No me refiero a usted, señor Presidente, aunque en más de alguna oportunidad también ha tenido que ser objeto de alguna réplica…!



Escuché atentamente la intervención del Senador Carlos Montes, quien habló con bastante sinceridad, diría yo. Fue autocrítico cuando expresó: “Miren, hay un sector de la centroizquierda que tal vez empujó con más fuerza algunas cosas”. 



Sin embargo, otros señores Senadores han tratado de indicar irónicamente todas nuestras contradicciones. Y creo que eso hay que responderlo, porque todo lo que expresan se dio en un contexto de veinte años -los mejores de la historia republicana de Chile, debo decir; el 10 por ciento de la historia de nuestro país: veinte de doscientos años-, en los cuales se mejoró todo en Chile dentro de lo que se podía hacer, dentro de nuestras incoherencias, dentro de nuestras falencias de gestión, dentro de nuestras diferencias, y dentro de los amarres que ustedes celebraron y aplaudieron permanentemente. Porque si no fue un amarre tener a un 44 por ciento de los chilenos bajo la línea de pobreza el año 90, no sé lo que es.



¿Qué es un amarre? ¡Un ejercicio de enlace y un “boinazo”!



¿Qué no es un amarre? Que a “Daniel López” lo detuvieran en Londres y todos hayan corrido a hacer turismo electoral, a diez años del inicio de la transición. 



¡Eso era lo que teníamos, con Senadores designados!



Entonces, sí, admito que tal vez hemos tenido falencias y falta de dirección a ratos, pero también he visto que otros -como ya se señaló acá- se alegraron de que los directores de escuelas públicas hubieran sido nombrados antes del cambio de gobierno, cuando, a pesar de muchos, recuperamos la democracia. Diez años estuvieron ahí. ¡Diez años! Se daban los resultados de la educación pública y algunos Diputados se vanagloriaban de que fuera mala; lo festejaban. En vez de ver a servidores públicos compungidos por arreglar la educación pública, uno escuchaba decir: “Miren lo mal que les fue. ¿Ven que están equivocados?”, en un análisis simple.



Y lo más notable es que ustedes igualmente caen en la incoherencia, porque también tuvieron la posibilidad de modificar el sistema municipal. Presentaron proyectos sobre el particular. Tal vez no se asemejaban al que estamos analizando, pero compartían el diagnóstico. Y ahora, el desdibuje.



Ahora, a quienes manifiestan que todo está mal y se preguntan qué nos pasa que las reformas no prenden y la ciudadanía no nos aplaude, les quiero decir que eso es realidad de acuerdo a las cifras que hoy día existen, pero que en nada oscurece la necesidad de efectuar reformas estructurales en nuestro país para terminar con la desigualdad, reformas que tienen costos. 



No conozco ningún país, en ninguna parte del mundo, menos en una democracia, donde una reforma estructural no genere ruido, porque se afectan intereses, se desencaja lo que estaba encajado. Así ha ocurrido con el Acuerdo de Paz en Colombia, con el Brexit en Inglaterra, con la Unión Europea y la Comunidad del Carbón, con lo que ustedes recuerden. Una reforma estructural genera ruido.



El drama no es generar ruido y no ser popular hoy día, sino andar tres pasos detrás de Chile. ¡Siempre tres pasos detrás! Ahí está la Derecha: detrás del divorcio, detrás de todo. ¡Siempre detrás de Chile! ¡Hasta para la reforma tributaria, en que hubo que esperar veinte minutos al Presidente de la UDI para firmarla porque estaban atrasados…! 



¡Siempre detrás! ¡Siempre detrás!



Entonces, yo siento que la provocación tiene un límite, porque estamos a dos meses de una elección.



Se dicen cosas y se hacen pullas, pero yo miro la historia larga de mi país y estoy orgulloso de lo que hemos logrado.



¡Hagan campaña señalando que quieren terminar con la gratuidad, que quieren reponer el lucro, que quieren desarmar la reforma laboral, que van a rebajarles los impuestos a los que ganan más en Chile! 



¡Hagan campaña con eso! 



Ellos sacaron la coyuntura, señor Presidente. No fue idea mía.



 ¡Que en los próximos sesenta días hagan campaña con eso!  ¡Digan que a la mujer chilena que se la violen y quede embarazada la van a meter presa! 

El señor MOREIRA.- ¡Qué tiene que ver eso!

El señor LAGOS.- Su candidato estuvo aquí un día martes, mientras debatíamos el proyecto de ley sobre despenalización del aborto, y se quedó callado. Y estaba acá, ¡en el edificio!



¡Así que hagan campaña con eso!



Yo tal vez voy a pagar los costos de reformas que no han terminado, que han sido difíciles de gestionar, que han sido difíciles de explicar, ¡todo lo que ustedes quieran!, pero tengo el convencimiento de que lo que estamos haciendo es correcto, y no un abuso como el que vi el día domingo…

El señor MOREIRA.- ¡Qué tiene que ver eso con su voto…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Dispone de un minuto adicional, señor Senador, pero tranquilo.

El señor LAGOS.- Muy tranquilo, muy tranquilo. 



Me quedan 30 segundos.



¿Sabe qué pasa, señor Presidente? Que la provocación no termina. El día domingo vimos algo que a nadie enorgullece -se lo digo al Senador Moreira- y voy a explicar por qué.



Creo que no hay dos opiniones… 

El señor MOREIRA.- ¡Me mencionó, señor Presidente!

El señor LAGOS.- ¡Es que eso es Chile!



A veces me preguntan por qué las cosas están como están. ¿Y saben por qué? Porque la gente trata de sacar provecho de todo. 



Lo que ocurrió el domingo creo que no fue lo mejor para la república de Chile. ¡No fue lo mejor! Sin embargo, un candidato que aspira a gobernar el país y al cual dan por ganador, como acabo de escuchar, encuentra que eso estuvo perfecto. Y yo encuentro que fue feo, que no estuvo bien.



Entonces, que alguien que quiere liderar Chile por segunda vez avale tal situación habla de que tenemos un problema como país.



Gracias.



-(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les pido por favor no hacer manifestaciones.



Tiene la palabra el Senador señor Moreira, con tranquilidad.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, usted afirma que vela por el Reglamento.



Pues bien, el Senador Lagos ha hecho un discurso que no dice relación con la fundamentación del voto. 



Usted, señor Senador -por su intermedio, señor Presidente-, aludió a lo que sucedió el domingo e hizo un repaso de la historia.



Yo lo único que puedo decir, con respecto a este proyecto de ley, es que aquí el Gobierno, tal como se ha señalado -de distintas formas: irónicamente, con pullas, como sea- tiene una gran responsabilidad. Este Gobierno ha dispuesto de todas las mayorías para hacer lo que quiera con el país. Y lo ha hecho no solamente en la reforma tributaria, en la reforma laboral, etcétera, sino también como una verdadera retroexcavadora valórica. 



En cuanto a lo sucedido el día domingo, aquello fue la expresión  de personas de un credo religioso haciendo uso de la libertad existente en ese ámbito. Ahora, lo que ocurrió en la calle es una cuestión totalmente ajena a la realidad. Lo que molesta es que una persona de centroderecha, como Sebastián Piñera, vaya a ganar las próximas elecciones presidenciales.



¡Esa es la preocupación!



Si ustedes no tienen un buen candidato que los represente producto de sus divisiones, no es problema nuestro, es problema de ustedes. Y ustedes son los que van a entregar el país en estas condiciones: un país destruido, ¡absolutamente destruido!



Es todo lo que tengo que decir, señor Presidente. Y claro está que Sebastián Piñera va a ser el próximo Presidente de Chile.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Esa no es intervención electoral…! ¡Le agradezco el cumplimiento del Reglamento…!

El señor MOREIRA.- ¡Empate…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Y lo convido a que al próximo encuentro ecuménico vayamos juntos…!

El señor MOREIRA.- ¡Encantado, Presidente…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 25 (22 votos a favor, 10 en contra y un pareo).

 

Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Hernán Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.


No votó, por estar pareado, el señor García.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente que aún queda una votación más, correspondiente a una indicación renovada de la Senadora señora Von Baer que no requiere quorum. 

La señora VON BAER.- ¿Me permite, señor Presidente, antes de que se abra la votación?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, señora Senadora.

La señora VON BAER.- Lo que la indicación busca es eliminar el artículo transitorio quincuagésimo primero (página 552 del comparado), que establece el cierre de colegios por mala calificación, es decir, por tener la calificación más baja según la Agencia de Calidad, medida que se aplicaría solamente a los colegios que dependen de las municipalidades.



Y nosotros creemos, señor Presidente -lo discutimos en la Comisión de Hacienda-, que no es una buena política pública que aquello únicamente rija para las escuelas municipales, porque los colegios que dependan de los nuevos Servicios Locales de Educación sí tendrían que cerrar, a diferencia de los anteriores, como también los establecimientos particulares subvencionados.



Señor Presidente, podemos discutir el fondo de una política pública que implique el cierre de colegios con la calificación más baja de la Agencia de Calidad, pero no creo que esté bien -y lo discutimos en la Comisión de Hacienda- que tal normativa solo corra para algunos y no para todos. Si la dejamos de aplicar, tenemos que dejar de aplicarla para todos. Y si la mantenemos, esta mantención debe regir para todos. Lo que no puede suceder es que sea para unos sí y para otros no.



De hecho, incluso se hace una diferenciación entre colegios que dependerían del Estado: no correría para los colegios municipales, pero sí para los que dependan de los Servicios Locales.



Por eso, señor Presidente, estamos sugiriendo eliminar del proyecto la disposición respectiva. Entiendo que hay una preocupación de la Agencia de Calidad en torno a este tema. Nosotros lo planteamos en la Comisión de Hacienda; probablemente lo vamos a tener que discutir, pero creo que aquí está mal resuelto.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Señor Presidente, para no generar confusión, debo decir que este fue un asunto que, tal como indicó la Senadora Von Baer, debatimos. Y hemos llegado a la conclusión de que, dado el Administrador Provisional, por una parte, y atendido el hecho de que el cierre de colegios tiene un altísimo impacto, especialmente para los propios niños y sus familias -y esto corre para cualquier colegio-, por la otra, se hace necesario establecer un mecanismo para ambos sistemas, tanto para el particular subvencionado cuanto para el municipal -o público, pues algunos establecimientos ya habrán pasado a los Servicios Locales-, como es la fórmula de, o nombrar un interventor -para eso ya tenemos la ley del Administrador Provisional-, o generar un cambio de directiva para que la situación mejore. No queremos partir con el cierre de colegios, que debe ser la última y no la primera instancia. 



En eso la Senadora Von Baer tiene razón. Sin embargo, el compromiso no es establecerlo aquí, sino, en un proyecto misceláneo que estamos preparando para ambos sistemas, disponer que no habrá cierre de colegios, aunque sí intervención, incluso cambio de directiva, pero no otra cosa.



Tal es el compromiso que deseamos tomar como Gobierno en esta materia. 



Quisiera terminar expresando, señor Presidente, si usted me lo permite -para no volver a intervenir, ya que los señores Senadores van a comenzar a votar-, que a mi juicio este es un día para sentirnos orgullosos y no deprimidos. Creo que el cambio que se inicia a partir de ahora es muy importante. El Ministerio y el Gobierno lo han tomado muy en serio, trabajando a lo largo de meses y años en distintas Comisiones.



Y quiero hacer presente que hemos tomado la decisión -es una información para todos- de que la Subsecretaria Quiroga tome directamente en sus manos la tarea de hacer realidad, con la mayor celeridad posible, el nombramiento de los cuatro directores, de modo de dejar instalados los cuatro servicios y que dos de ellos puedan funcionar ya a partir de marzo. Ello supone un trabajo intenso, no porque estemos improvisando -no teníamos la ley-, sino porque estábamos efectuando un trabajo voluntario. 



Termino, ahora sí, agradeciendo a los Alcaldes de Barrancas que hoy nos acompañan, así como a los de Coquimbo y Andacollo, su disposición a trabajar en forma conjunta para instalar, no “contra los municipios” sino “con los municipios”, un nuevo sistema que permita levantar la educación pública hasta los estándares que alguna vez tuvo y conoció este país.



Ese es nuestro compromiso y a eso vamos a dedicar nuestras mejores horas.



Ojalá no nos sintamos abatidos por las dificultades, sino contentos de haber marcado un hito, un antes y un después, en la educación pública de Chile.



Eso nos tiene profundamente orgullosos.



Agradezco a todos los parlamentarios que participaron de este debate y que han colaborado para que esto sea una realidad.



Asimismo, quiero darles la seguridad de que trabajaremos incansablemente en este tema.



Gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les pido a las personas que se encuentran en las tribunas que, por favor, guarden el orden.

El señor PIZARRO.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor WALKER (don Patricio).- Sí, señor Presidente. Ábrala.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muy bien.



Antes de eso, voy a explicar lo siguiente.



Los que no estén de acuerdo con la indicación de la Senadora señora Von Baer deben votar “no”; quienes quieran aprobarla deben marcar “sí”.



En votación la indicación renovada.



Tiene la palabra el Senador señor Montes.


--(Durante la votación).

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero explicar esta norma, pues efectivamente en esta materia teníamos bastante coincidencia con la Senadora Von Baer. 



¡Nosotros somos capaces de reconocer cuando tenemos acuerdos, Senadora...!



Es efectivo que 600 colegios tendrían que cerrar con la legislación vigente. ¿Por qué? Porque se trata de establecimientos que fueron evaluados con el SIMCE sin considerar otros factores.



Eso llevó, tal como dice la Agencia de Calidad de la Educación, a una calificación que no se corresponde con la real situación de esos colegios, porque algunos hacen enormes esfuerzos y muestran grandes potencialidades.



Lo que plantea la indicación es que el artículo se aplique para los colegios municipales, no para los dependientes de los servicios locales, como se dijo. O sea, se posterga la aplicación a todos los establecimientos municipales.



Sin embargo, yo creo que lo que debería hacerse es cambiar los equipos directivos de todos esos colegios -por lo menos los de los municipales-, pues los que andan mal no pueden seguir funcionando.



La Senadora Von Baer plantea que esta disposición también debiera aplicarse al resto de los colegios. La Ministra ha dicho que eso viene en otro proyecto. Y yo estoy de acuerdo en que tiene que resolverse de esa manera.



Tal como la Senadora nos propone en su indicación -no conozco exactamente cuál será su contenido- suprimir este artículo transitorio, en vez de ayudarnos, nos perjudicará.



Prefiero esperar la modificación que nos presentará el Ejecutivo en otro proyecto.



Además, quiero decirle una cosa al Gobierno, especialmente.



Yo también me siento muy orgulloso de que estemos creando un nuevo sistema de educación pública en Chile. ¡Es un nuevo sistema! Costó mucho, incluso entre nosotros -el Senador Allamand lo sabe perfectamente, aunque le gusta tergiversar-, pero está claro...

El señor NAVARRO.- ¡Con respeto...!

El señor MONTES.- Así es. Lo digo con mucho respeto y con la gran valoración que tengo de Su Señoría.



Como decía, yo siento mucho orgullo de lo que estamos haciendo, porque esto va a ser un avance para Chile.



¡Este es un nuevo sistema de educación escolar pública! Y esto lo debe reconocer todo el país como algo valioso.



Estoy preocupado por la transición -lo quiero decir una y otra vez- y no podemos ser autocomplacientes. La transición habrá que evaluarla día a día, pues se presentarán muchos problemas que ojalá se resuelvan bien. No obstante, lo importante es decirle a Chile que hemos terminado con un sistema desde el punto de vista de un nuevo marco conceptual, pero aún nos falta ver cómo transitamos.



Quiero decirle a quien gobierne en el futuro, sea Sebastián Piñera o Alejandro Guillier, que la próxima Administración debe llevar adelante esta reforma a fondo.



Andrés Allamand y Ena von Baer se comprometieron a que si gobernaba Sebastián Piñera la seguiría con seriedad hasta el final. Ojalá que lo cumplan y no pongan obstáculos que impidan terminar con la municipalización, porque es imperativo poner fin al actual sistema.



Yo siento mucho orgullo de lo que estamos logrando, porque esto no involucra cuatro años, sino que partió cuando se creó el financiamiento compartido y dijimos que ese modelo era un gran error. 



Y teníamos que fortalecer la educación pública.



Quedamos fuera del informe Brunner; no podíamos hablar de educación pública. Estuvimos en contra de la LEGE, pues no hablaba de ella, especialmente de la escolar.



Hoy día se ha logrado, después de muchos años de habernos jugado por esto, porque estamos convencidos de que es lo justo. 



La república requiere una buena educación pública no solo para los niños más pobres, sino también para la clase media y para todos.



Chile necesita una nueva educación pública, y con esta reforma estamos dando un paso muy significativo, que valoramos mucho.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, solo quiero puntualizar que hubo un acuerdo en la Comisión de Hacienda con el Ejecutivo respecto a esta indicación.



No se pudo llegar a solucionar el problema completo, tal como lo planteó el Senador Montes. Estoy de acuerdo con eso. Y acá tenemos un problema de fondo del cual tenemos que hacernos cargo.



Como tampoco se llegó a una solución del tema entre la discusión en la Comisión de Hacienda y el debate de hoy día en la Sala, nosotros proponemos votar a favor de esta indicación con cuya aprobación, según lo que dijo la Ministra -así lo entiendo, pero no quiero interpretarla-, el Ejecutivo está de acuerdo.



Para que Sus Señorías entiendan -y quizás lo que estoy diciendo tiene poca emoción pero me parece igualmente importante-...

El señor LETELIER.- ¡Es emocionante...!

La señora VON BAER.- Así es.



Lo que pasa es que, si se aprueba el texto tal como está en el proyecto, los servicios locales tendrán que cerrar los colegios que hayan sido mal evaluados, en circunstancias de que los municipios no estarán obligados a hacerlo.



Nosotros estamos renovando esta indicación para que se elimine el texto que figura actualmente en el proyecto con el objeto de que luego se solucione el problema de fondo para los servicios locales, para los colegios particulares subvencionados y para los municipales.



Esa es la razón por la cual hemos presentado esta indicación renovada. Y, según entiendo, el Ejecutivo considera que va en la línea correcta.

El señor LETELIER.- ¡La Senadora puede hacer lo que quiera!

El señor LAGOS.- La Ministra quiere que la indicación se vote a favor.

El señor MONTES.- ¡No! ¡Se tiene que corregir!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, esta discusión no solo se llevó a cabo en la Comisión de Hacienda, sino también en la de Educación, y fue bastante de fondo.



La Senadora que me antecedió en el uso de la palabra termina por clarificar el panorama, especialmente al poner el énfasis en los establecimientos particulares subvencionados que, en mi opinión, no tienen nada que ver con este debate.



Si esto solo significara remitirnos a los efectos del artículo 31 de la Ley de Calidad de la Educación -la Nº 20.529-, que impacta sobre todos los planteles educacionales, los colegios municipales no tendrían que cerrar, pero los dependientes de los servicios locales sí.



El tema de fondo, señor Presidente, es que tenemos que hacernos cargo de una buena vez -lo dije también en la discusión particular que sostuvimos la semana anterior- de lo que dispone la Constitución en su artículo 19, número 10º, porque todos estamos obligados, no solo porque queramos una provisión mixta donde lo estatal o lo público está bastante rezagado, a organizar un sistema gratuito que realmente garantice una educación obligatoria desde el segundo nivel de transición hasta la enseñanza básica y media.



¡Ese es el tema de fondo!



Tengo la impresión de que aquí hay algunos que, aprovechándose de esta norma, quieren seguir haciendo competir al establecimiento público de la nueva era, del servicio local de educación, con el particular subvencionado. Y en el fondo lo que pretenden es no darle ninguna ventaja a los colegios públicos.



Yo quiero decir que cuando se cierra, por calidad o por lo que sea, un establecimiento municipal público o del servicio local de educación no solo fracasan su director, sus profesores, su área técnico-pedagógica, sus asistentes de la educación, sus alumnos, sino también nosotros como Estado.



El problema aquí es que algunos se desentienden de su rol de defensa de lo público, que debiera ser transversal en esta discusión.



Entonces, aquí hay miradas, hay intervenciones, que apenas pueden buscan cómo proteger al particular subvencionado, el cual está completamente resguardado en otras leyes que hemos aprobado como consecuencia de esta reforma.



En definitiva, si el Ejecutivo está por apoyar esta indicación, yo no lo comparto.



En el mejor de los casos, nosotros deberíamos esperar una indicación...

El señor MONTES.- ¡Una indicación seria, no improvisada, pues Ministra!

El señor QUINTANA.-... o bien una nueva norma, como lo esbozó la Ministra, que podría ser una alternativa, incluso de carácter misceláneo.



Esta es una discusión bien de fondo. Y hemos de entender que cuando fracasa un establecimiento público debemos reforzar el sistema, pues, nos guste o no nos guste, la Constitución dice que tenemos que fomentar la educación en todo el territorio.



Con este nuevo sistema le estamos dando educación pública gratuita, con solo cuatro servicios locales de educación, a un puñado de comunas en todo Chile.



¿No será mucho, digo yo?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pensar que la educación pública y la particular subvencionada parten de un mismo nivel para enfrentar los desafíos de la educación de calidad es ignorar profundamente que a la primera la tuvieron atada de manos y pies, que la hacían correr con limitantes extraordinarias.



Ahora se pretende hacerlas competir en el mismo ámbito, con la misma evaluación y, peor aún, se quiere terminar con planteles que han enfrentado severos problemas no porque sean malos en sí, sino porque tuvieron que hacerse cargo de los alumnos más vulnerables del sistema.



Lo que provocó la selección no es que hubiera buenos establecimientos particulares subvencionados, sino que a esos colegios llegaran buenos estudiantes.



Y la pregunta que siempre intentamos contestar fue: ¿Es bueno el establecimiento o son buenos los estudiantes, cuando uno descrema del 6 al 6,9, al 7, quedándose con los mejores alumnos del sistema y entregando a los municipios a los “cuatreros”, a los de nota 4, alumnos vulnerables a quienes se debe ayudar?



Cuando hicimos crecer la cobertura de la matrícula pública de la enseñanza media, de 80 a 96 por ciento, se sacó a los jóvenes vulnerables de la esquina y fueron llevados al interior del aula, dejando a los profesores haciendo clases, y cumpliendo funciones de sicólogos, de sociólogos, porque no hubo una respuesta del Estado para cuantificar el impacto social que implicaba sacar de la calle a miles y miles de jóvenes y meterlos en una sala de clases. Por eso no puede haber una vara que mida a todos en igualdad de condiciones. Se requiere un proceso de transición, pues a esos alumnos les costará mucho más superarse.



Por cierto, se puede discriminar positivamente. El Estado debe discriminar positivamente. No puede considerarlos a todos iguales, porque no lo son.



En ese sentido, señor Presidente, si se pretende eliminar al establecimiento que no cumpla con la entrega de enseñanza de calidad o se le aplica todo el rigor de la ley, vamos a tener un problema de origen al ponderar la educación pública actual, que desde ya es mala. Digámoslo con franqueza, aunque sea doloroso. Cuando se traspasa a un joven de un liceo municipalizado a uno particular subvencionado, no rinde, pasando de tener una nota promedio 6 a 4,5. De modo que apenas subsiste en este, pues viene con un déficit educacional pedagógico profundo.



En el debate habido en la Sala respecto a la indicación renovada, entiendo que firmada por diez parlamentarios, la Senadora Von Baer fue explícita en el sentido de que quiere igualdad de condiciones. Sin embargo, debo decirle a Su Señoría -por su intermedio, señor Presidente- que no hay igualdad de condiciones y que se debe perseverar en darles una oportunidad para desarrollarse a los planteles municipalizados que pasan al Estado y presentan problemas. De modo que se los tiene que apoyar con todo. ¡Y eso es tarea del Estado, ya que no se los puede considerar a todos iguales!



Desde esa perspectiva, señor Presidente, al parecer hay un debate al interior de la coalición de Gobierno, lo cual no es extraño. Yo desconozco cómo va a votar el Senador Montes, a quien generalmente sigo en estos temas.



¿Vota en contra, Su Señoría?

El señor MONTES.- Sí. Porque esto de que no haya norma no me gusta. Más vale tener lo que propone el articulado por ahora.

El señor NAVARRO.- Carlos Montes dice: “Más vale tener esta disposición a que no haya norma”, lo cual parece ser coherente.



Por lo tanto, voto en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, solamente quiero señalar que, desde el punto de vista práctico, las dos disposiciones dan una salida, pues el Gobierno se ha comprometido a presentar un texto que despeje las inquietudes planteadas.



Pienso que si la señora Ministra y todos estamos de acuerdo en que debemos avanzar en confianza, con consenso, obviamente habremos de honrar la palabra que comprometamos. Porque ¡cómo vamos a exigirles a los demás que respeten los acuerdos si nosotros no lo hacemos!



Por eso voto que sí, y además por dar un especial respaldo a la señora Ministra.

El señor NAVARRO.- Yo también la respaldo, pero voy a votar en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, después de haber asistido a este largo debate, solo deseo hacer una aclaración, porque aquí parece que por el hecho de cambiar el sistema se arregla el problema de la educación pública.



La verdad es que a mí no me importa tanto lo de educación municipalizada o no municipalizada. Solo quiero dejar en claro que el proceso de municipalización nunca se terminó y que la mayoría de los municipios tenían que poner mucho dinero para poder “parar la olla”, como se dice vulgarmente. Igual después eran criticados, a pesar de que competían sin herramientas en el sistema educacional...



Pido silencio, señor Presidente, para poder continuar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ruego a Sus Señorías guardar silencio, por favor.

El señor OSSANDÓN.- Deseo salvar el honor de los municipios, pues aquí se ha manoseado bastante el tema de la municipalización de los establecimientos educacionales.



Insisto en esto como exalcalde. Yo fui alcalde por 20 años; administré 27 colegios al mismo tiempo, algunos con éxito, otros sin éxito, pero claramente un sistema que recibe ingresos variables y tiene gastos fijos resulta imposible de administrar.



Entonces, si el sistema que el Gobierno impulsa va a estar financiado, podría ser exitoso y no tener problemas. Sin embargo, si aquel siguiera con la misma base de subvención y con los mismos procesos, este sistema va a morir igual. Y puedo asegurar que los propios funcionarios empezarán a reclamar, porque numerosos municipios de Chile entregan grandes beneficios a su personal; en cambio, otros no, por supuesto.



Desgraciadamente, aquí se habla de la educación municipalizada como un sistema reventado, pero ocurre que el sistema nunca se terminó.



A nadie le he escuchado decir que las subvenciones, a lo largo y ancho de este sistema, han financiado el 100 por ciento de las operaciones. Y para qué hablar de investigación, ya que todo se maneja con proyectos externos.



Así que, señor Presidente, solo quiero dejar esto en claro, por el honor de los municipios, pues muchos de ellos hicieron bien la pega, aunque podría haber sido mejor. Como dijo el Senador Navarro, la educación pública hoy día no está en buen pie, pero gran parte de la culpa recae en quien administraba el sistema, que la tenía absolutamente desfinanciada.



Espero en Dios que este nuevo sistema tenga un buen financiamiento y buenos estatutos, para el desarrollo de todas las personas que trabajan en el sector educacional.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, uno puede decir que esta votación es irrelevante, porque el Ejecutivo va a presentar una indicación, como me han señalado algunos Senadores con quienes he conversado.



Con todo respeto, discrepo del actuar del Ministerio de Educación en este punto. Y me gustaría poder explicarlo sin ninguna duda.



Tengo una discrepancia con el Ministerio de Educación respecto a cómo ha manejado este asunto. Porque es evidente que tener una norma, versus no tenerla, sí importa.



Después de tantos años de debate, el hecho de que el mismo Ministerio esté avalando quedar sin norma, a mi juicio significa su autoderrota en este tema. Y lo planteo con toda tranquilidad. Se podrá debatir después. Pero hay que reconocer aquí -y esa es mi convicción- que hay colegios malos.



A un Senador que me antecedió en el uso de la palabra siempre le gusta recordarnos que fue alcalde. Comprendo que algunos sientan que fue un espectacular alcalde. Yo no lo sé, no vivo en Puente Alto. No obstante, sí puedo señalar que la matrícula pública bajó de 80 y tantos por ciento a apenas 18 por ciento durante su administración, en que el énfasis no estuvo en fortalecer la educación pública.



Con la disposición que propone el proyecto se busca que para los malos establecimientos, en este nuevo paradigma, tengamos como señal a lo menos una norma -pues el Ministerio no ha propuesto algo distinto, hasta ahora- que disponga que esos malos establecimientos se cierren.



Uno podrá decir: “Eso es muy duro”, y también: “Este es un piso de partida hasta recibir el texto alternativo o complementario que propondrá el Ministerio”. Sin embargo, hasta el día de hoy no lo ha hecho. Y no me parece correcto que el Senado de la República deje vacíos en esta materia.



¿Qué propone la colega que habló a favor de esta indicación?



Es una opinión distinta, la respeto, pero no la comparto.



Me parece que es precisamente en estos puntos donde se entra al debate respecto a si vamos a consagrar una norma que diga que en los establecimientos malos alguien tiene responsabilidad, así como los alcaldes que han hecho una mala administración deben asumir la suya, independiente del color político.



Lamento que se genere una confusión en torno a este asunto. Lamento que sea el mismo Ministerio el que plantee eliminar el texto, lo cual me parece un error político más en este debate y en cómo se tramita un proyecto que reviste gran importancia.



Estamos avanzando hacia un nuevo modelo de educación pública, lo cual es tremendamente relevante, tremendamente positivo. Así lo ha planteado el Senador Montes una y otra vez. Pero en esos pequeños detalles es donde se ve la falta de convicción en algunas cosas donde debería haber norma, en vez de quedar sin nada.



Si hubiesen querido otra norma, la deberían haber propuesto a tiempo. Eso es lo que a algunos de nosotros nos molesta -con todo respeto, señor Presidente-, y ¡nos molesta mucho! Porque han dispuesto de harto tiempo para asegurar un texto y evitar así debatirlo en un tercer trámite.



No me parece correcto como se ha procedido en esta materia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor OSSANDÓN.- Pido la palabra, señor Presidente, porque he sido aludido.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ya intervino, Su Señoría. Además, durante la votación no puede formular descargos. Puede hacerlo después. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación renovada (19 votos a favor, 10 en contra y 2 pareos).


Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa la señora Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Quintana y Tuma.


No votaron, por estar pareados, los señores García y Quinteros.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente a Sus Señorías que el Senador señor García ha pedido reabrir la votación respecto del artículo trigésimo cuarto transitorio, pero no hay unanimidad para ello.


Por lo tanto, si le parece a la Sala, vamos a dejar constancia en el Acta de que, no obstante que los Senadores de Chile Vamos aparecen votando a favor de esa disposición, son contrarios a su inciso quinto. 



Acordado.



Queda, por tanto, despachado el proyecto en este trámite.

El señor OSSANDÓN.- ¿Me permite, señor Presidente? Fui aludido.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme, señor Senador, pero le ruego que sea lo más breve posible.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, es superfácil mentir. A mí me gustaría que el Senador Letelier presentara la cifra a la que hizo referencia, porque le puedo demostrar claramente que es falsa y que jamás tuvimos tales índices. Las bajas que hubo estuvieron por debajo del promedio nacional y cada vez que había paros la cifra descendía aún más, porque los niños se iban. 



Les quiero contar que el único liceo que existe en la comuna de Puente Alto es el San Pedro, que compitió y estuvo entre los tres mejores colegios de Chile durante tres años seguidos.



Entonces, espero que el señor Senador aclare esto y que, por favor, le demuestre a la Mesa la verdad. 



¡Por algo saqué el 70 por ciento de los votos en mi última elección municipal, señor Senador!

HOMENAJE A DIARIO EL MERCURIO DE VALPARAÍSO EN SU CENTÉSIMO NONAGÉSIMO ANIVERSARIO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Senado ha sido convocado para rendir un homenaje al diario El Mercurio de Valparaíso, con motivo de celebrarse sus ciento noventa años de existencia.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala; señor Director de El Mercurio de Valparaíso, don Carlos Vergara Ehrenberg; señor Gerente del mismo medio, don Rodrigo Prado Lira; señor Director Regional de CORFO, don Gianni Rivera; profesionales de la prensa y trabajadores de los distintos estamentos de la empresa; señoras y señores:



Fue un día miércoles 12 de septiembre de 1827 -o sea, a escasos 15 años de la inauguración de La Aurora de Chile, el primer periódico que surgió como instrumento necesario para difundir los ideales patrióticos- cuando nace en esta ciudad el diario El Mercurio de Valparaíso.


En un comienzo, y por no contar con un número adecuado de redactores, este medio solo aparecía los días miércoles y sábado, y se imprimía en un taller gráfico ubicado en el barrio aledaño a la Iglesia de La Matriz.



Poco a poco, y de la mano de sus sucesivos propietarios, comenzó a editarse diariamente, hasta que fue adquirido por la familia de Agustín Edwards Ross, para saldar deudas de quien fuera uno de sus dueños, José Santos Tornero. Y a fines del siglo XIX, el sucesor de quien lo comprara, don Agustín Edwards Mac-Clure, decide darle un gran impulso, para lo cual viajó a Estados Unidos a conocer las últimas técnicas periodísticas, lo que a su regreso le permitió fundar, en 1900, el diario El Mercurio de Santiago y una serie de otros medios que formaron parte de una gran empresa periodística.



El diario El Mercurio de Valparaíso es, por tanto, el más antiguo de Chile y del mundo en lengua castellana, y el alma mater de otros importantes medios periodísticos.



Por esta razón, nuestra ciudad tiene el privilegio de contar con un diario que durante su trayectoria ha publicado noticias tan trascendentes como las referidas al Bombardeo de Valparaíso, por parte de España, en el año 1866; la Guerra del Pacífico, entre 1879 y 1884; la Guerra Civil de 1891; las grandes conflagraciones mundiales ocurridas durante el siglo XX. Asimismo, ha descrito con mucha crudeza las consecuencias de los diversos desastres naturales que de tanto en tanto azotan al país, como los catastróficos incendios que han afectado a diversas zonas geográficas de nuestro extenso territorio, y tuvo un rol muy importante en la cobertura del terremoto de 1906, que sacudió a nuestro puerto.


De igual modo, dada la calidad eminentemente marítima del país, a los periodistas de El Mercurio de Valparaíso les ha correspondido cubrir en distintas épocas los naufragios de diferentes naves mercantes y de guerra, con sus trágicas consecuencias, que en muchos casos afectaron a numerosas familias porteñas.



Pero también su tinta nos trajo desde Estocolmo la entrega del Premio Nobel de Literatura a nuestros máximos exponentes, Gabriela Mistral y Pablo Neruda.


Obviamente, los grandes acontecimientos políticos de nuestra nación, de diversa índole, con sus múltiples avatares, han formado parte importante de sus páginas y constituyen una fuente invaluable de la historia nacional.



Por otro lado, este medio, que se ha hecho internacionalmente conocido y que pertenece al Grupo de Diarios América, ha recogido en sus páginas los aportes de diversos columnistas y exponentes de nuestra literatura, como de críticos de arte, en sus diversas facetas, que han enriquecido el acervo cultural de nuestra ciudadanía.


Asimismo, sus páginas han dejado constancia de los triunfos y derrotas de los equipos de fútbol de la Región, con las alegrías y sinsabores correspondientes de sus seguidores. También ha consignado las trayectorias y logros de los múltiples representantes de otras disciplinas deportivas en sus distintos ámbitos.



Este medio ha contado con destacados directores, cuya lista sería larga de enumerar, provenientes de diversas profesiones. Ha habido periodistas, abogados, escritores, historiadores y hasta un músico, quien además de ser periodista, fue un eximio ejecutante de flauta traversa en la Orquesta Sinfónica de la Región, con la que participó en importantes conciertos.


A modo de ejemplo, ¡cómo no recordar a característicos personajes porteños que también prestaron valiosos servicios en el diario! Entre ellos, se cuentan el recordado caricaturista Renzo Pecchenino, más conocido como “Lukas”, y el periodista de la bohemia, Hernán Carmona, también conocido como “Don Jolgorio”, con sus chispeantes comentarios, junto a tantos destacados colaboradores del medio.



Desde hace algunos años, después de cambiar su tamaño grande por uno del tipo tabloide alemán, el diario ha incorporado la tecnología digital, pudiendo leerse sus ediciones diarias a través de internet, lo que ha permitido no solo mantener sino que aumentar sus lectores, ya que recoge los diversos puntos de vista ciudadanos en los más variados tópicos que, tanto en las columnas de opinión como en las cartas al director, han dado origen a interesantes debates, lo que enriquece la comunicación con la comunidad.



Pero, sin lugar a dudas, lo que constituye el signo característico de su línea editorial es su impronta como medio regional, lo cual se traduce en los otros diarios que ha ido creando: La Estrella de Valparaíso, La Estrella de Quillota y El Líder de San Antonio, donde se publican los diversos hechos noticiosos que ocurren en las provincias de Valparaíso, San Antonio, Quillota y Petorca.



A lo anterior, debe agregarse la creación de las radios Digital FM y Positiva FM, que también comparten esta característica de ser difusoras de la realidad regional.



No puedo dejar de mencionar en este contexto que el diario El Mercurio de Valparaíso ha llevado a cabo una verdadera cruzada por la regionalización y la descentralización; que con sus diversos editoriales y columnas de opinión ha servido de verdadero estandarte para quienes, desde nuestros cargos de representación popular, hemos dado la misma lucha.



Sin lugar a dudas que este aniversario, del cual deben enorgullecerse quienes prestan servicios en este medio, lo encuentra en muy buen pie, con auspiciosas proyecciones para su futuro. Por ello, no me cabe sino felicitar a sus trabajadores, instándolos a que continúen en la senda trazada por sus fundadores, que lanzaron su primera edición hace ciento noventa años, cuando nuestro puerto de Valparaíso se empinaba incipientemente hacia su esplendor, que se materializó en la mitad del siglo XIX con un gran auge del comercio marítimo y la llegada de muchos inmigrantes de diferentes países, quienes después pasaron a formar parte activa de su comunidad, llevando a cabo diversos emprendimientos comerciales que prestigiaron a la ciudad y formando familias. Sus descendientes actuales se sienten orgullosos de esos antecesores y guardan con celo sus tradiciones, como se consigna en el suplemento especial que se publicó en la edición del domingo pasado.



Por ello, a través de vuestro digno intermedio, el señor Director del diario El Mercurio de Valparaíso, don Carlos Vergara Ehrenberg, un profesional que también ha sido formado en la sala de crónica, les deseo que cumplan muchos años más en su noble misión de informar a la ciudadanía de nuestra Región con objetividad, veracidad e imparcialidad, lo que por cierto constituye un invaluable servicio a la comunidad, que está orgullosa de esta extensa trayectoria periodística, conocida por muchas generaciones que han sabido aquilatarla en su real dimensión.


Destaco que el Centro de Extensión del Senado, presidido por el Honorable señor Horvath, hará, en nombre de la Corporación, una exposición conmemorativa de los ciento noventa años de existencia del diario y de su influencia en la Región.



Quiero señalar que con los cuatro Senadores de la Región, el señor Ricardo Largos, la señora Lily Pérez y especialmente el señor Ignacio Walker, hemos pedido realizar este homenaje muy merecido para El Mercurio de Valparaíso.


He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, estimados colegas Senadores, distinguidos invitados:



Cuando me permití solicitar esta sesión especial en junio, hace tres meses, lo hice tomando en consideración que es un hecho absolutamente inédito el celebrar y conmemorar los ciento noventa años de un periódico, el más antiguo de habla hispana. Por lo tanto, merece el reconocimiento por parte de los Senadores de nuestra Región, pero también del Senado en su conjunto.





 “¿Fue o no, ultrajante al honor y la dignidad nacional, la escandalosa y horrible escena que presenciamos la noche del 9 del corriente? Es la importante cuestión, que, en nuestro concepto, va a quedar definitivamente resuelta, con solo la sencilla e imparcial relación de los hechos que presentamos a la consideración de nuestros compatriotas”.



Con este texto de crónica policial, el diario Mercurio de Valparaíso (así se llamaba) se presentaba por primera vez a la comunidad porteña, el 12 de septiembre de 1827.



A continuación narraba una lista de tres hechos impactantes y estremecedores, que calarían hondo en la sociedad de la época: “El comandante de la guardia del teatro es asesinado, en su mismo puesto, por un oficial de la marina británica”; “Una partida de tropa inglesa  desembarca y ‘principia’ a avanzar sobre la población”; “Segundo desembarque de la misma, en ‘aptitud’ más hostil”.



Un brutal asesinato presenciado por gran parte de la ciudad, que bien podría haber sido una historia olvidada con el tiempo, quedaba plasmado para siempre en las páginas de un periódico.



Ciento noventa años han pasado desde el momento en que este informativo apareció en las calles, y actualmente el diario más antiguo de habla hispana en circulación en el mundo exhibe un camino de logros y reconocimientos, pero también de desafíos.



Por ello, para mí es un verdadero honor participar en el Senado de la República en este homenaje a El Mercurio de Valparaíso.



Para entender más de lo que estamos hablando, tal vez sea necesario escudriñar un poco en la historia reciente.



Entre 1812, año en que aparece La Aurora de Chile, y 1827, se crean cerca de 80 periódicos en el país, la mayoría de los cuales solo alcanza a sacar unas pocas ediciones a la calle. 



El primer periódico de Valparaíso es El Telégrafo Mercantil y Político, que nace el 3 de octubre de 1826 y es editado por don Pedro Félix Vicuña, que llega a producir 89 ediciones. Un verdadero logro para la época.



Un año después, en las cercanías de la Iglesia La Matriz, centro de la ciudad en ese entonces, en una curiosa pieza de forma redonda, nace el Mercurio de Valparaíso.


En su origen, además de Pedro Félix Vicuña, participaron Ignacio Silva, empleado de aduana y tipógrafo por afición, y Thomas Wells, tipógrafo norteamericano, que aportó con algunos equipos.



Reunido este trío de entusiastas personajes y tras echar a andar la imprenta, quedaba solamente una misión: nada menos que definir qué ideología o línea política seguirían.



Pese a nacer en un convulsionado periodo político, durante el gobierno de don Francisco Antonio Pinto (1827-1829), lo que permitía pensar que podía erigirse con alguna tendencia, el periódico evita la lucha partidista. La idea era no caer en lo que habían hecho otras publicaciones de breve duración, tal vez por eso mismo.



Así, el rumbo que siguió fue, junto con entregar una posición equilibrada en lo político, dar servicios de información, publicidad y opiniones de la comunidad.



En cuanto a la metodología usada para imprimir el primer ejemplar, fue casi la misma que desarrolló Gutenberg, a quien conocemos por la imprenta: matrices metálicas y letras en relieve e invertidas, las cuales, entintadas, iban formando palabras.



Pero, ¿por qué un periódico de tan solo cuatro páginas de 20 centímetros de ancho por 30 centímetros de alto -tamaño carta-, que costaba tan solo un real de la época, surge precisamente aquí, en el puerto de Valparaíso?



La razón está en que la ciudad, con más de 5 mil habitantes en 1810, ya había aumentado a 20 mil en 1827, lo que abría un espacio atractivo para difundir las informaciones de interés de la ciudadanía, tanto en el puerto como en sus alrededores.



Este mismo crecimiento fue consecuencia de la apertura de Chile al comercio con otras naciones. La ciudad puerto se transformó en la urbe más  importante, por ser el primer centro de intercambio comercial nacional y un punto estratégico para el abastecimiento de barcos y buques.



En este auspicioso escenario, y con una economía dinámica, no resultó extraño que este diario introdujera en Chile un particular concepto: los “avisos económicos”, ¡ya en ese entonces! Y si bien en su primera edición de 1827 figuran algunos que por su estructura, extensión y lo ofertado tienen las características de “económicos”, solo desde 1880 se publican como tales.



Ejemplos de algunos de los primeros avisos económicos de ese año son: “Lana de trasquila lavada de la mejor clase, para colchones. Vende Luis A. Herrera: Delicias 313”; “A los santiaguinos.- Se arrienda con muebles calle Blanco 102, a una cuadra de la explanada y con preciosa vista al mar”.



Este fue el nacimiento de los avisos económicos.



Para hacer justicia, en toda esta historia de la que ha sido protagonista este diario, también han tomado parte otras destacadas instituciones y han sucedido hechos de enorme relevancia para el desarrollo de la ciudad y el país. 



Fue en esta misma urbe donde se fundó el primer Cuerpo de Bomberos de Chile. Ello ocurrió el 30 de junio de 1851, tras una petición del director y dueño de El Mercurio de Valparaíso, Recaredo Santos Tornero, después de un incendio que en diciembre de 1850 arrasó con 37 viviendas y locales comerciales en la zona de las actuales calles Prat y Lord Cochrane.



También fue Valparaíso la que tuvo las primeras vacunas del país contra la viruela, el primer buque a vapor del Pacífico -el famoso Estrella Naciente (1822)-, el primer observatorio astronómico (1843), la primera librería de Sudamérica -según el querido ilustrador de este periódico, Renzo Pechennino “Lukas”-, y la primera ciudad que tuvo agua potable (1852), fundamental para acabar con enfermedades endémicas como la disentería o la fiebre tifoidea.



Sin embargo, no todo ha sido, como se diría en buen chileno, “miel sobre hojuelas”.



Han pasado los años y, como en cualquier historia de una institución que es capaz de traspasar los siglos, el diario ha debido sobreponerse a momentos difíciles y complejos. 



Ejemplos de lo anterior son cuando ha visto partir a algunos de sus antiguos colaboradores o cuando no ha podido circular por motivos de fuerza mayor.



Pero, gracias a la mística que existe en esta empresa que comenzó siendo casi familiar, a ese deseo de continuar adelante, al esfuerzo y especial dedicación de sus trabajadores, estas complejidades no han sido más que obstáculos superados.



Tras haber realizado este rápido recorrido por algunos de los hechos más relevantes en torno al nacimiento de este periódico, en manos de la familia Edwards desde 1880, solo me resta desearle a El Mercurio de Valparaíso y a cada uno de sus trabajadores y trabajadoras, mis más sinceros saludos, cariño y reconocimiento.



Quiero mencionar especialmente a don Carlos Vergara, su Director, que está con nosotros. También a Rodrigo Prado, Gerente General; Marcela Kupfer, Directora de La Estrella; Manuel Mejías, Director de El Líder de San Antonio; Alejandro Ruiz Tagle, Gerente Comercial; Karla San Martín, Subgerenta Comercial; Miguel Peña, Jefe de Producción; Juan Véliz, Jefe de Circulación; Cristián Tello, Subjefe Comercial. Y, a través de ellos, deseo extender mi reconocimiento a todos los trabajadores de este periódico. 



En su ubicación actual de Esmeralda 1002, que nos remite a 1900, cuando ese imponente edificio se transformó en la sede de las oficinas e imprenta de la empresa, el diario seguirá guiando los destinos y el quehacer de nuestra sociedad. 



El desafío está planteado. Este periódico, que hace 15 años cambió su histórico tamaño “Mercurio” por el tabloide alargado estilo europeo, se acerca raudo al ansiado Bicentenario -¡ojo que Quillota está celebrando su tricentenario!- y debe caminar de la mano con la ciudad, la región y el país.



El Mercurio de Valparaíso no solo es un diario: es una institución de hombres y mujeres, con arraigo y cariño por su empresa, que constituye un pilar informativo básico -como parte de un conglomerado de medios- y que bien se ha ganado un merecido lugar en la historia de Chile.



Muchas gracias. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Quiero comenzar saludando, señor Presidente, a las autoridades y representantes del diario El Mercurio de Valparaíso que nos acompañan hoy en la celebración de los 190 años de su primera edición, aparecida el miércoles 12 de septiembre de 1827: a su Director, Carlos Vergara; a su Gerente General, Rodrigo Prado, y a los demás trabajadores que se encuentran con nosotros.



Al no ser yo el primer orador, más que hablar de la historia de casi dos siglos, considero mejor observar cómo está actualmente una institución que cumple 190 años y de qué manera se dispone a enfrentar este momento social en los tiempos de la posverdad y de las redes sociales.



Quiero destacar ante todo el carácter pluralista e integrador que ha demostrado El Mercurio de Valparaíso durante estos años. 



Hemos visto cómo hay un espacio para otras voces y para nuevos actores de la política regional. Es un hecho de enorme importancia, ya que han sabido identificar las necesidades de esta nueva opinión pública, que, además de exigir información precisa y solicitar respuestas claras, pide que se integren otras miradas, ya que es muy exigente con los contenidos que se le entregan y con el actuar de quienes estamos en la discusión pública. 



Ese ajuste a los nuevos tiempos ha permitido revitalizar el diálogo ciudadano en nuestra Región, el cual ahora no solo se da a través de sus páginas, sino que también se extiende mediante las plataformas tecnológicas, que posibilitan continuar el debate. 



Una de las fortalezas que presenta hoy El Mercurio de Valparaíso es que se atreve a tocar todos los temas de las agendas regional y nacional, sin exclusión, permitiendo que se expresen sus diferencias, pero no únicamente como un simple ejercicio de la labor periodística, sino asimismo dando la oportunidad de profundizar en el argumento y de esa forma establecer la conversación que se requiere. 



Así se ha visto, por ejemplo, en la forma como se han abordado el debate puerto y patrimonio; el desarrollo inmobiliario; el uso del puerto; lo relativo a la Ley de Pesca, y las distintas otras materias que generan discusión en nuestra comunidad regional.



A propósito del proyecto que debatimos hace pocos momentos, el cual atrasó el inicio de este festejo con ustedes, se dice -me lo  recordó el Senador Carlos Montes- que en el siglo XIX, a raíz del debate sobre el rol del Estado en la educación pública de Chile, El Mercurio de Valparaíso -en ese tiempo, El Mercurio- jugó un rol importante, a tal punto que sectores del Parlamento -en esa época se hallaba en Santiago- señalaban a dicho periódico como a un ente no proclive a los sectores conservadores de nuestro país, por cuanto le daba espacio y cabida a una visión que defendía la idea de que el Estado tuviera algo que decir acerca de aquella.



Lo que manifestaba antes de mi digresión es importante para quienes abogamos para que nuestra Región siga creciendo, ya que sabemos que contamos con un espacio que promueve la libertad de expresión y que está dispuesto a colaborar en ese debate a través de la libertad de información.



Quiero destacar la preocupación editorial por los nuevos temas que siempre van surgiendo en nuestra agenda. 



Es así como hace pocos días se publicó un especial de prensa acerca de la migración, materia que está en nuestra discusión diaria: La fuerza de los inmigrantes: 190 (1827-2017). 



Eso es lo que le da frescura a un diario que cumple 190 años: la capacidad para que casi dos siglos de historia no sean una mochila que impide poner en la agenda un asunto que hoy día remece a la comunidad nacional y que está lejos de ser superado y de haber sido discutido en plenitud.



Por ello, asumir que hay nuevos temas en el debate nacional y poder aterrizarlos en nuestro nivel local es importante.



¿Cómo lo hace El Mercurio de Valparaíso? Buscando en sus páginas y en su historia de 190 años y mirando lo que han aportado los constructores de nuestra ciudad y de nuestra región.



Esta visión integradora, que muestra a los inmigrantes como un aporte al desarrollo de nuestra urbe desde los diversos ámbitos -social, económico o cultural-, es lo que se destaca y que hoy quiero reconocer. 



El papel que en una región diversa como la de Valparaíso cumple ese periódico en la defensa del valor del respeto a las demás personas lo transforma en algo mucho más que una publicación diaria; o sea, lo convierte en un actor importante a la hora de definir el tipo de sociedad que queremos construir: una sociedad más tolerante y que busque superar las desigualdades que nos afectan.



Esa es una buena mirada sobre la inmigración. Y la colocan como una gran oportunidad para enfrentar a aquellos que ven este fenómeno casi exclusivamente como una amenaza y no como una forma de enriquecer nuestra vida regional tal cual lo hicieron los inmigrantes que dieron vida a ese periódico, que ya cumple 190 años, y que han aportado en cada uno de los rincones de nuestra Región.



Los 190 años de dicho diario encuentran a Valparaíso en medio de una discusión fundamental sobre su desarrollo y su derrotero. Tenemos un debate regional de gran relevancia, en el cual El Mercurio de Valparaíso es un actor gravitante.



Así, por ejemplo, hemos leído sobre su enorme preocupación por resguardar nuestra condición de ciudad patrimonial. Y a partir de eso ha buscado espacios de conversación -en algunas ocasiones, ante miradas críticas- para poder encontrar los puntos de equilibrio entre nuestros desafíos de desarrollo portuario y nuestra condición patrimonial. 



Tal discusión no es fácil. Y así lo asumió El Mercurio de Valparaíso, que ha dado muchas páginas para que quienes estamos en esa conversación podamos expresar con toda franqueza nuestras opiniones y diferencias.



Dicho espacio ha permitido que se den a conocer con absoluta libertad las diversas miradas sobre el desarrollo que debemos tener como ciudad.



Un diario no está llamado a decir lo que se debe hacer (ciertamente, tiene opinión; y El Mercurio de Valparaíso la tiene en sus páginas editoriales), pero sí está obligado, como su misión, a otorgar un espacio para que todos puedan debatir en pos de la mejor región que merecen tener nuestros ciudadanos.



Hoy El Mercurio de Valparaíso está cumpliendo aquel rol.



Valoramos ese papel que juega, no como mero transmisor de ideas, sino como un actor comprometido con las decisiones que debemos tomar.



No es poco decir que existe un espacio donde una opinión es recogida y al día siguiente respondida, ya sea para apoyarla o para rechazarla. 



Sin embargo, durante estos años El Mercurio de Valparaíso ha cumplido asimismo un rol muy integrador en materia cultural. Tan así es que por sus páginas, históricamente, han pasado grandes plumas.



En sus primeros años comenzó a circular un folletín en el que se publicaron obras importantes de Alberto Blest Gana y de otros autores americanos, entre los años 1854 y 1859. Y también escribieron allí Benjamín Vicuña Mackenna, Augusto Orrego Luco, Miguel Luis Amunátegui y José Victorino Lastarria, entre otros.



Hoy, el suplemento KU es un aporte serio y amplio para nuestra cultura regional.



El Mercurio de Valparaíso se ha destacado asimismo por cumplir el rol de resaltar la identidad regional a través del deporte. Así, en su vida ha estado ligado -lo digo con absoluto respeto a otros clubes- al desarrollo de Santiago Wanderers. Pero no solo ha apoyado al fútbol, sino además a otras disciplinas. En este sentido, ha destacado la labor de muchos deportistas aficionados y de élite que llevan con gran orgullo la representación de nuestra Región a los diversos escenarios donde se compite.



Como decía, desde el punto de vista cultural, El Mercurio de Valparaíso ha sido un gran difusor de las actividades locales. Los artistas de la Región han recibido su respaldo a la hora de integrar la comunidad con la labor cultural. 



El patrocinio de esa institución, que hoy cumple 190 años, ha hecho su aporte en tal materia. 



Por último, quiero destacar la forma como se han adaptado a las redes sociales y en que han transformado al diario en un indispensable de todos los días. 



Es por eso que la responsabilidad que tiene un medio de comunicación en estos tiempos es de enorme relevancia.



Desde esta tribuna, los instamos a seguir en esa senda y continuar contribuyendo a la discusión regional y nacional. 



Saludamos en este aniversario no solo a los directivos sino también a todo el personal que cumple funciones profesionales o administrativas -diagramadores, periodistas, en fin-, quienes día a día trabajan comprometidamente para lograr una publicación de alto nivel.



Asimismo, reconocemos la labor que realizan, además del periódico festejado, sus publicaciones hermanas: El Mercurio de Santiago, La Estrella, El Líder de San Antonio, que cumplen con la Región en la labor de informar.



Sin duda, en 190 años de historia no solo hay luces, sino también sombras. Ello no es sino el reflejo mismo de la vida de cualquiera de nosotros.



De hecho, a veces uno observa sombras cuando, a partir de las cosas muy inteligentes que cree decir, siente que no se ven reflejadas a cabalidad en el diario. Pero seguramente ese es un problema del emisor y no del receptor y reproductor de ellas, aunque a ratos cueste digerirlo. 



El Mercurio de Valparaíso cumple hoy 190 años y comienza el tránsito hacia el bicentenario. Esperamos que en diez años más podamos hacer una celebración en grande, teniendo algunos problemas regionales ya resueltos y mirando hacia el futuro, con los nuevos desafíos y dificultades que afectarán a nuestra Región. 



Ciertamente, El Mercurio de Valparaíso, con su empeño, estará ahí para brindarnos la tribuna que requeriremos.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, no quiero hacer alusión a la interminable lista de fechas que dieron a conocer los Senadores de nuestra Región que me antecedieron en el uso de la palabra.



Yo deseo abocarme a algo que a las mujeres nos gusta hacer con gran fuerza: mirar a los ojos de las personas.



Entonces, voy a mirar a los ojos de la gente de El Mercurio de Valparaíso que nos acompaña esta tarde para decirle: como Senadora y vecina de la Región, ¡me he convertido en una fanática de ustedes!



Cuando en 2009 llegué a trabajar a la Quinta Región, El Mercurio de Valparaíso no era uno de mis diarios habituales.



El transitar con ustedes ha sido increíble.



Hoy día ese es de los pocos diarios que reflejan la realidad nacional. 



Como que ustedes vienen de vuelta. Y, probablemente porque cumplieron 190 años, ya no deben rendirle pleitesía a nadie; no tienen que tratar de quedar bien con nadie: ni con ningún grupo, ni con algún sector, ni con nadie en especial.



Ustedes buscan la verdad, la veracidad de las noticias.



Eso a mí -se lo tengo que decir- ¡me encanta! Y me encanta porque con ello le han dado un giro increíble al periodismo.



Para mí, leer los editoriales de El Mercurio de Valparaíso todos los días es sagrado.



Ustedes ponen temas; colocan agenda; hacen que los otros medios de la Región reaccionen; provocan que las radios respondan a lo que dice El Mercurio de Valparaíso; ponen portadas entretenidas; les dan espacio a asuntos que en otros medios no tienen lugar: por ejemplo, a la opinión de las mujeres.



Hace poco tiempo Las Portadas de tu Vida hizo un estudio acerca de las portadas sobre opinión política dedicadas a las mujeres.



Afortunadamente, yo tengo portadas en algunos medios. Pero a muy pocas mujeres los medios de prensa escrita nos dan posibilidad para hablar de aquello en lo que estamos acá: de política.



Ustedes son, pues, un medio que aborda las cuestiones que están en la agenda, no de los políticos, sino de los ciudadanos.



Hablan de despenalización de la interrupción del embarazo en tres causales; de identidad de género; de un montón de cosas, las cuales pueden ser polémicas, discutibles, pero  se hallan en la agenda de la opinión pública.



No les hacen el quite a los diversos temas. Y eso -insisto- ¡me encanta!



Me encantan también sus ganas para meterse en las redes sociales.



Creo que la nueva dirección del diario, de la mano de Carlos Vergara y de quienes lo acompañan en esa tarea, ha generado un encuentro muy fuerte con las redes sociales.



Ustedes hacen consultas diarias masivas y las publican en el diario. Y a nosotros nos importa lo que preguntan.



Ahí veo a Juan Riquelme, a quien más de alguna vez le he expresado: “Pero, Juan, ¡a qué hora cerraron esta encuesta! ¡Encuentro muy raro el resultado!”.



Eso quiere decir que El Mercurio de Valparaíso es un diario que aporta, que interesa y que está generando opinión pública acá, en la Región.



Eso me impresiona.



Porque en nuestro país la prensa escrita ya no está forjando opinión. Son otros medios los que lo hacen: la televisión, la radio. Son muy pocos los medios de comunicación escritos que logran instalar temas como los señalados.



El Senador Lagos Weber dijo -me encantó, y lo voy a repetir- que el reportaje que realizaron el fin de semana sobre los inmigrantes fue maravilloso.



O sea, en vez de hacerle el quite a un asunto cuyo tratamiento a muchos les resulta incómodo -incluso, algunos usan la inmigración para exacerbar la xenofobia que pueda existir en Chile-, ustedes lo convirtieron en una oportunidad espléndida para destacar (con fotografías, con historias, con nombre y apellido) la inmigración que ha constituido el Gran Valparaíso y ponerle rostro.



Además, en la actualidad ustedes publican la revista Domingo, que es buenísima, muy entretenida. 



El Mercurio de Valparaíso es realmente un diario que tiene entretención, información, opinión. Y eso se agradece en el periodismo actual, en el que muchas veces hay tantas dificultades para difundir lo que se quiere decir.



Quiero agradecer a aquellos que dirigen el diario; a sus periodistas; a los conserjes, quienes cuidan el edificio como un tesoro, como si estuvieran resguardando una caja fuerte; al lechero, mi amigo, quien se instala al frente y les vende cosas ricas por la mañana.



Ahora, debo decirles que yo vivo en carne propia su profesionalismo. 



En efecto, la Jefa de Comunicaciones de mi equipo parlamentario, Karen Unda, trabajaba en El Mercurio de Valparaíso, ¡y se la levanté...!



Por supuesto, estoy muy contenta con su labor. Se nota demasiado la gente que ha tenido la escuela de ese diario. No solo Karen: todas las plumas que han pasado por allí y las que siguen hasta el día de hoy son gente muy talentosa, que respeta la profesión, que ama la veracidad y que tiene gran conciencia sobre lo que es el periodismo.



Por tanto, ¡son un orgullo para nuestra Región!



Les pido que sigan poniendo los diversos temas: el del puerto, el del rescate patrimonial, el de la basura. O sea, todo lo que nos importa y nos impacta: cómo San Antonio le ganó a Valparaíso el gallito de la recalada de los cruceros; cómo San Antonio se ha convertido en la niña bonita de nuestro borde costero; cómo ha ido creciendo el borde costero.



Tengo muchas palabras de elogio para ustedes. Pero voy a terminar mi intervención diciéndoles: ¡Muchas gracias por hacer una buena pega en el periodismo! ¡Constituyen un orgullo! ¡Y, pese a ser el diario más antiguo de habla hispana, parecieran ser los más nuevos en pensamiento y estilo!



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente; señoras y señores Senadores; señor Director de El Mercurio de Valparaíso, don Carlos Vergara, y señores directivos, periodistas y demás trabajadores:



En nombre de los Senadores de la Unión Demócrata Independiente, rindo homenaje al 190° aniversario del diario El Mercurio de Valparaíso.



Son numerosos los hitos, los hechos históricos y los logros que Valparaíso ha legado a Chile desde su fundación. 


¡Y qué duda cabe de que uno de los hechos más importantes, por referirse a la libertad de expresión, derecho tan fundamental para todo Estado democrático, es precisamente la creación del primer periódico en todo el mundo de habla hispana!


Se trata, como digo, de un hecho de la mayor significación, considerando el rol que hoy se reconoce a la prensa y al periodismo en general en el sentido de garantizar el correcto funcionamiento del Estado de Derecho, al punto de llegar a ser llamado “el cuarto Poder”.


Fue precisamente en Valparaíso donde ese “cuarto Poder” tuvo su origen para quienes nos expresamos en habla hispana. Y ello ocurrió gracias a la fundación de El Mercurio de Valparaíso. 



El 12 de septiembre de 1827 apenas se iniciaba la República en Chile. Y, en el orbe entero, don Thomas G. Wells, don Pedro Félix Vicuña y don Ignacio Silva Medina dieron forma a la primera publicación independiente -independiente respecto del Estado-, a la que llamaron desde su nacimiento “El Mercurio de Valparaíso”, más de setenta años antes de la creación de su homónimo, que comenzó a ser publicado en Santiago por los mismos dueños.


Aunque en sus primeros años El Mercurio de Valparaíso era algo más que un semanario, pues aparecía los miércoles y los sábados, fue don José Santos Tornero, inmigrante en una ciudad como Valparaíso, que ya se caracterizaba por ser cosmopolita, quien lo transformó en la influyente publicación de circulación diaria que es hasta el presente.



No por nada el reconocido historiador Francisco Antonio Encina sostuvo que el desarrollo de las editoriales y de la industria gráfica en Chile deben su progreso a dos españoles que dirigieron El Mercurio de Valparaíso: el mencionado José Santos Tornero y don Manuel Rivadeneyra.



Quizá, de todos los aportes que ese periódico ha  hecho a la libertad de expresión en Chile, uno poco reconocido sea la visionaria decisión de don José Santos Tornero de poner la dirección y redacción del diario en manos de reconocidos escritores e intelectuales nacionales, como José Victorino Lastarria, Benjamín Vicuña Mackenna y Miguel Luis Amunátegui, y argentinos como Juan Bautista Alberdi y el reputado educador Domingo Faustino Sarmiento, después Presidente del país vecino.


En tiempos de la llamada “posverdad”, caracterizada por una multiplicación de fuentes informativas en que se rompe la tradicional distinción entre emisor y receptor, y cada persona se transforma en informadora y procesadora, a la vez, de la información, el valor de los medios tradicionales, el rigor de sus investigaciones y la responsabilidad en el ejercicio de su función de control del poder adquieren más importancia que nunca.


Por eso, homenajear a El Mercurio de Valparaíso no es otra cosa que reconocer su ya histórico profesionalismo, el rigor en la constatación de la información en sus fuentes y su ya centenario compromiso con el desarrollo de Valparaíso y de Chile, y, por qué no decirlo, de todas las regiones del país.



Vayan nuestros parabienes a todos quienes, desde los inicios hasta nuestros días, han trabajado por el desarrollo de la opinión pública nacional a través de este casi bicentenario medio de comunicación.


He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Concluido el homenaje a El Mercurio de Valparaíso, acto al cual se adhiere la Presidencia, se levanta la sesión, sin perjuicio de darse curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.
PETICIONES DE OFICIOS


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura, a fin de consultar por DECRETO O RESOLUCIÓN MODIFICATORIOS DE NORMATIVA PARA EXTRACCIÓN DE RECURSO REINETA.



A la Superintendencia de Servicios Sanitarios, al señor Comandante en Jefe de la Quinta División del Ejército y a la Gerencia de Aguas Magallanes, para que se informe acerca de CAUSA DE CORTE DE SUMINISTRO DE AGUA POTABLE EN COMUNA DE PUERTO NATALES EL 30 DE AGOSTO ÚLTIMO.


Del señor DE URRESTI:



A los señores Ministros de Desarrollo Social y de Energía, y al señor Director Ejecutivo (s) del Servicio de Evaluación Ambiental, con el objeto de que se informe acerca de DENUNCIA DE ALIANZA TERRITORIAL PUELWILLIMAPU POR CONSTRUCCIÓN DE MINICENTRALES, ASÍ COMO DE CARRETERA ELÉCTRICA CON EFECTOS EN COMUNAS DE PAILLACO, LA UNIÓN, FUTRONO Y LAGO RANCO.



A la señora Ministra de Salud, consultando respecto de CERTIFICACIÓN DE CONDICIÓN DE ELECTRODEPENDIENTE Y PROCEDIMIENTO PARA INCORPORACIÓN DE ANTECEDENTE POR EMPRESAS ELÉCTRICAS EN REGISTRO DE HOGARES.



A la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndole estudiar FACTIBILIDAD DE SUBSIDIO DE TRANSPORTE PÚBLICO PARA ISLA HUAPI, COMUNA DE FUTRONO.



Al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, solicitándole remitir COPIAS DE OFICIOS A EMPRESAS ELÉCTRICAS CON PROCEDIMIENTO PARA REGISTRO DE ELECTRODEPENDIENTES.


Del señor GARCÍA:



A la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, a fin de pedir INCLUSIÓN DE VEHÍCULOS 2014 Y 2015 EN BONO DE RENOVACIÓN DE TAXIS COLECTIVOS, ANTE SOLICITUD DE COLECTIVEROS INDEPENDIENTES DE TEMUCO.



A la señora Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, con el objeto de preguntar por ESTADO DE PETICIÓN DE RENOVACIÓN DE CONCESIÓN MARÍTIMA DE AGRUPACIÓN KOM NEWEN KUZAM LAFKENDOMO, PUERTO SAAVEDRA.



Al señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, para consultar por ACTUACIÓN DE BANCO CONTRA SEÑOR HÉCTOR SILVA NAVARRETE.



Del señor PROKURICA:



A la señora Intendenta de Atacama, a fin de que se informe en cuanto a ASPECTOS DE CARGO DE COORDINADOR REGIONAL DE RECURSO HÍDRICO.



Al señor Director General de Aeronáutica Civil, solicitándole información relativa a ATERRIZAJE DE AERONAVES EN DESIERTO FLORIDO EN CERCANÍAS DE TOTORAL.


Al señor Director de la Biblioteca del Congreso Nacional, requiriendo RESPUESTA A OFICIO SOBRE PRESUPUESTO INSTITUCIONAL; ESTRUCTURA, CANTIDAD Y CONDICIÓN DE PERSONAL; CONCURSOS PÚBLICOS; COMISIONES DE SERVICIO Y VIÁTICOS, Y PAGO DE HORAS EXTRAORDINARIAS.

)---------------(


--Se levantó la sesión a las 19:41.







Manuel Ocaña Vergara,







Jefe de la Redacción
A N E X O S

DOCUMENTOS

1
PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE MODERNIZACIÓN Y FORTALECIMIENTO DE LA DIRECCIÓN DEL TRABAJO (11.430-13)
MENSAJE N° 135-365/

Honorable Senado:

En uso de mis
facultades constitucionales, tengo el honor de someter a consideración del H. Congreso Nacional el presente proyecto de ley, que fortalece y moderniza la Dirección del Trabajo.

I. ANTECEDENTES

En los últimos años la Dirección del Trabajo ha experimentado, a través de sucesivas reformas laborales, un constante aumento de sus competencias tanto de fiscalización como de acompañamiento y promoción de la libertad sindical en nuestro país, lo que constituye un reconocimiento al importante rol público que cumple en las relaciones laborales y el valor social que genera, al promover una cultura de respeto y protección a los derechos laborales y de desarrollo de relaciones laborales modernas, justas y equilibradas.

El proceso de fortalecimiento y modernización institucional de la Dirección del Trabajo tiene una larga data. Durante los años 2010 a 2012, se desarrollaron consultorías y asesorías especializadas orientadas a mejorar los procesos de fiscalización de la institución. En el resumen ejecutivo del informe final de la consultoría denominada "Asesoría Especializada al Proceso de Fiscalización en la Dirección del Trabajo", se señala que "para lograr un salto cuántico en la efectividad de la acción fiscalizadora de la Dirección del Trabajo se requieren cambios radicales en el proceso de fiscalización, que involucren: (1) el cambio de eje desde una fiscalización reactiva a otra proactiva, basada en la gestión de riesgos y en el uso de información masiva; (2) romper el paradigma de que la fiscalización sólo se hace en terreno, posibilitando también otras formas de actuación, con fiscalizadores suficientemente preparados y con apoyo técnico y jurídico; y (3) un sistema de sanciones que promueva el cumplimiento voluntario, penalice la reiteración y diferencie positivamente a quien cumple respecto del que no lo hace."

Por su parte en el Programa de Gobierno comprometimos impulsar "el rediseño institucional y modernización de la Dirección del Trabajo, dotándola de mayores atribuciones, mejorando sus capacidades técnicas e identificando funciones claves en su organización interna, potenciando la especialización en temas de género".

En este contexto, la Dirección del Trabajo fue incorporada al Programa de Mejora de Gestión Pública y de los Servicios al Ciudadano del Ministerio de Hacienda, con financiamiento del Banco Interamericano de Desarrollo, aprobándose su proyecto de "Modernización de los Procesos de Fiscalización y Gestión de los Servicios a los Usuarios de la Dirección del Trabajo", en ejecución durante los años 2016 a 2020 todo lo cual significa un importante desafío de rediseño de procesos y nuevas formas de relación con las y los ciudadanos que requieren de sus servicios, con un importante componente de nuevas tecnologías, con un enfoque centrado en la satisfacción de sus usuarias y usuarios: las y los trabajadores, las y los empleadores y las y los dirigentes sindicales.

La aprobación de este proyecto requirió el levantamiento de un diagnóstico, lo que sumado a los insumos técnicos ya desarrollados, puso en evidencia la necesidad de que el proceso de rediseño institucional, se acompañara de cambios legislativos referidos al uso de nuevas tecnologías en la interacción con las y los usuarios y el acceso a bases de datos para el adecuado cumplimiento de un modelo de fiscalización estratégica, con un enfoque proactivo, basado en inteligencia de negocios, junto con la promoción y desarrollo de sistemas de apoyo al cumplimiento normativo y un proceso racional de ejercicio de la potestad sancionadora.

Con todo, para que una modernización institucional sea exitosa, se requiere el aporte de sus trabajadoras y trabajadores. En este contexto, el 13 de julio de 2017, el Gobierno y las Asociaciones de Funcionarios de la Dirección del Trabajo suscribieron un protocolo de acuerdo sobre fortalecimiento y modernización de la Dirección del Trabajo con el objeto de abordar los desafíos propios de la implementación de la Reforma Laboral y de aquellos derivados del proyecto de "Modernización de los Procesos de Fiscalización y Gestión de los Servicios a los Usuarios de la Dirección del Trabajo".

II. OBJETIVOS DEL PROYECTO

Los principales objetivos del proyecto son modernizar y fortalecer la gestión institucional y de personas al interior de la Dirección del Trabajo, así como dotarla de nuevas facultades para cumplir exitosamente los compromisos contraídos con el país en el mareo del proceso de implementación de la Reforma Laboral y los cambios derivados del proyecto de "Modernización de los Procesos de Fiscalización y Gestión de los Servicios a los Usuarios de la Dirección del Trabajo".

Para estos efectos, se considera un fortalecimiento de la carrera funcionaria de todas las plantas del Servicio; la actualización y modernización de las condiciones de ingreso a la Institución; el fortalecimiento de la gestión institucional, a través del tercer nivel directivo de carrera; y la reestructuración de algunas de sus remuneraciones.

Por otra parte, se establecen normas en el ámbito de la fiscalización que perfeccionan las facultades en materia de seguridad y salud en el trabajo, se definen criterios para homogeneizar la aplicación de sanciones y se perfeccionan disposiciones de la regulación sancionatoria para dar certeza a las y los actores laborales.

Como una forma de incentivar y promover el cumplimiento de la ley, y siguiendo las recomendaciones de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), se regula la adopción por parte de las empresas de modelos de prevención de infracciones y de autocumplimiento. Se busca avanzar hacia una cultura que promueva e incentive el cumplimiento normativo, generando dispositivos institucionales que premien la adecuación normativa y desincentiven su incumplimiento.

Se considera, además, un uso intensivo de las nuevas tecnologías de la información y las comunicaciones, promoviendo la relación por canales no presenciales con las y los usuarios, bajando los costos de las transacciones, se incorpora un registro de inicio y término de la relación laboral, se facilita para la Dirección del Trabajo el acceso a bases de datos de organismos públicos y privados que administren información atingente a sus facultades, así como la incorporación de la notificación electrónica.

La Dirección del Trabajo debe adaptarse a las nuevas realidades del mundo laboral, no sólo en los aspectos tecnológicos, sino que disponiendo de sus capacidades las veinticuatro horas de los siete días de la semana, por ello se considera la regulación de un sistema de turnos.

Como todo lo anterior requiere un fuerte compromiso de gestión, se establece la obligación de informar al H. Congreso Nacional sobre el Plan Institucional Anual así como de un informe de gestión en marzo y julio de cada año, rindiendo cuenta del Plan comprometido.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO

1. Modernización Institucional de la Dirección del Trabajo

a. Fiscalización en materias seguridad y salud en el trabajo

i. Se desarrolla desde el punto de vista normativo el principio de coordinación que rige a los órganos de la Administración del Estado, estableciendo expresamente que los servicios fiscalizadores en este ámbito deberán establecer tal coordinación en cuanto a sus planes, acciones y estrategias de fiscalización.

ii. Se establece una nueva atribución para la Dirección del Trabajo, facultándola explícitamente para prescribir medidas preventivas y correctivas a las y los empleadores en materias de seguridad y salud en el trabajo, en el marco de sus facultades.

iii. Se regula una nueva obligación para los organismos administradores del seguro de accidentes del trabajo, señalando que cuando éstos detecten infracciones o incumplimientos graves a las normas de seguridad y salud que impliquen un riesgo grave e inminente para la vida o salud de las y los trabajadores, deberán comunicarlo a la o al empleador, a la Inspección del Trabajo y a la Secretaría Regional Ministerial de Salud.

b. Consulta pública facultativa de instrucciones y pronunciamientos jurídicos de carácter general.

Se desarrolla el mecanismo general de los órganos de la Administración del Estado que faculta a la autoridad de la institución, en este caso, la o el Director del trabajo, para efectuar consultas Públicas a través de los sitios web institucionales, respecto de instrucciones y normas generales que se dicten para la aplicación de leyes laborales y de seguridad y salud en el trabajo y de los pronunciamientos jurídicos de carácter general, con el propósito de recoger opiniones y propuestas de los interesados. Establece que las opiniones serán de carácter público y se enviarán por oficina virtual,. Las propuestas no serán vinculantes.

c. Modificaciones en materia de sanciones administrativas

i. Se especifican los siguientes criterios para determinar el monto de la sanción:

• La naturaleza y gravedad de la infracción.

• El perjuicio causado y el número de trabajadoras o trabajadores afectados por la infracción.

• La capacidad económica de la o del infractor.

• La circunstancia de tratarse de una reincidencia en la infracción.

• La existencia de circunstancias atenuantes
de responsabilidad.

ii. Se establece que el monto de sanciones se triplicará cuando se trate de infracciones que deriven en un accidente del trabajo grave o fatal.

iii. Se
regula
la reincidencia indicando que en tal caso se podrá aplicar una multa de hasta tres veces el monto establecido, según corresponda de acuerdo al tamaño de empresa.

iv. Se regula también la concurrencia de infracciones de la misma naturaleza, indicando que se aplicará la sanción correspondiente a la infracción más grave. Si atendida la naturaleza y gravedad de las infracciones, éstas no pueden estimarse como una sola, se acumularán.

v. Se establece que cuando existan circunstancias atenuantes de la responsabilidad, la Dirección del Trabajo podrá rebajar las sanciones, hasta el límite inferior del rango asignado. Asimismo, se considera la posibilidad de autodenuncia, la que será considerada circunstancia atenuante. También constituye una atenuante de responsabilidad, cuando la o el infractor acredite haber cumplido diligentemente sus deberes de dirección y supervisión para el cumplimiento de las obligaciones laborales y la prevención de infracciones de acuerdo a un nuevo procedimiento que se establece.

vi. Se consigna, como norma especial para la micro o pequeña empresa, que tratándose de infracciones que no pongan en riesgo inminente la seguridad o la salud de las y los trabajadores, se otorgará siempre, dejando de ser facultativo para la autoridad, un plazo de, a lo menos, cinco días hábiles para corregir o reparar debidamente la infracción constatada, ampliando de esta manera los supuestos en los cuales no se sanciona de inmediato pues se aplicará incluso en los casos de sanciones que no admiten corrección posterior y que se acredite por la o el infractor la reparación de la infracción cometida.

d. Modelo de gestión del cumplimiento de obligaciones laborales y de prevención de infracciones

Se incorpora una nueva norma que incentiva a las y los empleadores a adoptar un modelo voluntario de gestión del cumplimiento de obligaciones laborales y de prevención de infracciones que podrá contar con una o un encargado o delegado que deberá tener autonomía respecto de la empresa, no obstante en las micra, pequeñas y medianas empresas, la o el dueño, la o el socio o la o el accionista controlador podrán asumir personalmente tales tareas. Este modelo será regulado por un reglamento que establecerá los requisitos, modalidades y procedimientos para la implementación, acreditación, registro y supervisión de los modelos.

e. Notificaciones y cómputo de plazos

Se introducen cambios respecto a las notificaciones que practique la Dirección del Trabajo, incluyendo las citaciones de comparecencia, señalando que éstas se podrán efectuar en forma personal, por carta certificada o a la dirección de correo electrónico que haya designado la o el empleador. De tal manera, se regula expresamente la notificación electrónica asignándole el mismo valor y efectos que la personal o por carta certificada.

En cuanto al cómputo de los plazos para solicitar la sustitución de multas y la reconsideración administrativa, se establece expresamente que estos se regirán conforme al artículo 25 de la ley N°19.880. Esto es: días hábiles de lunes a viernes, entendiéndose inhábiles los sábados, domingos y festivos.

f. Modificaciones reconsideración administrativa de multas

En cuanto a facultad para dejar sin efecto la multa ante la verificación de un error en la aplicación de la sanción, se elimina la exigencia relativa a que deba tratarse de un error "de hecho".

Si la o el empleador paga la multa directamente, sin hacer uso de recurso administrativo o judicial, el monto de ésta se rebajará en un veinte por ciento.

g. Registro de contrataciones y terminaciones de contrato de trabajo

Se crea un nuevo registro de contrataciones y terminaciones de contrato de trabajo, administrado por la Dirección del Trabajo. Las o los empleadores que celebren uno o más contratos de trabajo estarán obligados a registrar mensualmente las contrataciones y el término de los servicios que se produzca por mutuo acuerdo, renuncia o muerte de la o del trabajador, sin perjuicio de las obligaciones de comunicación de término de contrato establecidas en el artículo 162 del Código del Trabajo.

Este registro se regulará por resolución exenta de la o del Director del Trabajo. Y se realizará a través de un formulario electrónico donde la o el empleador deberá registrar una única dirección de correo electrónico para recibir válidamente las notificaciones de las actuaciones y resoluciones de la Dirección del Trabajo.

Además, a fin
de evitar contradicciones en la información almacenada, así como duplicidades en la obligación de registro de las y los empleadores, se establece la celebración de convenios entre la Dirección del Trabajo y entidades públicas y privadas, para tal efecto.

h. Obligación
para organismos públicos y privados de entregar información

Se incorpora como obligación para los organismos públicos y privados que administren prestaciones de la seguridad social, y de la seguridad y salud en el trabajo, incluyendo empresas que presten el servicio de declaración y pago de cotizaciones previsionales por Internet, Notarios, y la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía, de proporcionar a la Dirección del Trabajo la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones fiscalizadoras y realizar el tratamiento de los mencionados datos, cuando sean requeridos por dicho Servicio.

Se establece que la Dirección del Trabajo tendrá la responsabilidad de efectuar el tratamiento de los datos personales de las y los trabajadores y las y los empleadores sólo para el cumplimiento de sus funciones legales y con sujeción a las normas de la ley N° 19.628. El traspaso de la información se materializará a través de convenios de colaboración que deberán celebrarse con las entidades que proporcionen la información y los datos personales.

La Dirección del Trabajo y su personal deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información y de los datos personales que tomen conocimiento, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deban proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, deberán abstenerse de usar los datos recopilados en beneficio propio o de terceros. Por otra parte, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

i. Trámites y actuación electrónica

Se dispone de modo general que la Dirección del Trabajo podrá relacionarse directamente con las y los empleadores, las y los trabajadores y las organizaciones sindicales, y éstos, a su vez, con la Dirección, a través de los medios físicos como electrónicos. Los trámites y actuaciones que se realicen mediante tales medios producirán los mismos efectos que los trámites y actuaciones efectuados en las dependencias de la Dirección del Trabajo o en el domicilio de la o del respectivo usuario.

También, la Dirección del Trabajo podrá poner a disposición documentos laborales electrónicos tipo que gozarán de validez para efectos de acreditar el cumplimiento normativo correspondiente. Las formalidades para la elaboración y suscripción de los referidos documentos serán establecidas mediante resolución exenta emitida por la o el Director del Trabajo.

j. Uso de vehículos fiscales

En consonancia con la asignación de turnos de trabajo en horario no habitual, nocturno o inhábil, se establece que la Dirección del Trabajo podrá disponer el uso de vehículos fiscales en días inhábiles y en horario nocturno.

k. Informe al H. Congreso Nacional de Plan Institucional Anual

Se establece que la Dirección del Trabajo en conjunto con el Ministerio del Trabajo y Previsión social, deberá definir un Plan Institucional Anual, con definición de objetivos, indicadores y metas institucionales que deberán ser cumplidas el año calendario siguiente, referido a lo menos a calidad de entregas de los servicios a las y los usuarios y optimización progresiva de la acción fiscalizadora. Dicho plan deberá incluir el programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a las y los usuarios.

Este Plan Anual, deberá ser enviado al H. Congreso en el mes de marzo de cada año. Asimismo, se deberá dar cuenta del desarrollo del mismo en los meses de marzo y julio de cada año.

l. Facultad de querellarse

Se reconoce a la Dirección del Trabajo la facultad de querellarse por delitos que se cometan en relación a trámites o actuaciones desarrollados en dicha institución, como asimismo cuando se cometan delitos en contra de sus funcionarias y funcionarios en el ejercicio de sus deberes.

2. Del Sistema de Ingreso y Promoción del personal de la Dirección del Trabajo

a. Del ingreso a la planta

El artículo 5 regula el ingreso a los cargos de las plantas de profesionales, de fiscalizadores, de técnicos, de administrativos y de auxiliares de la Dirección del Trabajo, mediante concursos internos en los cuales sólo podrán participar:

i. Las y los funcionarios a contrata que hubieren ingresado al Servicio mediante concurso público y que se encuentren asimilados a la planta respectiva. Siempre que: tengan una antigüedad no inferior a 3 años continuos en la contrata, anteriores a la convocatoria del concurso; se encuentren calificados en lista N° 1, de Distinción, o lista N° 2, Buena, durante, a lo menos los dos años previos al concurso; que no estén afectos a las inhabilidades establecidas en las letras c) y d) del artículo 55 del Estatuto Administrativo; y, que se encuentren designados en un cargo asimilado al mismo grado o superior de la planta al de la vacante convocada.

ii. Las y los funcionarios titulares de planta pertenecientes a un estamento distinto al de la vacante convocada. Siempre que: cumplan los requisitos del cargo; se encuentren calificados en lista N° 1, de Distinción, o lista N° 2, Buena, durante, a lo menos, los cuatro años previos al concurso; y, que no estén afectos a las inhabilidades establecidas en las letras c) y d) del artículo 55 del Estatuto Administrativo.

El ingreso a los cargos de las plantas de fiscalizadores, de técnicos, de administrativos y de auxiliares se efectuará en el último grado de la planta respectiva, salvo que existan vacantes de grados superiores a éste que no hubieren podido proveerse mediante promociones o ascensos. Por otro lado, el ingreso a la planta de profesionales se efectuará en cualquiera de los tres últimos grados de la planta respectiva, salvo que existan vacantes en grados superiores.

Por último el artículo
quinto transitorio, establece que estas normas de ingreso entrarán en vigencia en la fecha que indiquen el o los decretos con fuerza de ley señalados en el artículo primero transitorio.

b. Del ingreso a la contrata

El artículo 6 se refiere a la convocatoria de los procesos de selección, para proveer cargos a contrata de la Dirección del Trabajo, para los casos en que se provean mediante concurso público.

Conforme al protocolo de acuerdo, el ingreso a la Dirección del Trabajo se realizará en calidad de contrata, a través de concurso público de ingreso, en el último grado asimilado a la planta respectiva. No obstante, el ingreso en calidad de contrata asimilada al estamento profesional podrá realizarse en cualquier grado de dicha planta.

Sin perjuicio de lo anterior, la o el jefe superior del servicio mantendrá su facultad para contratar en forma directa, con todo, sólo las y los funcionarios que hubieren ingresado a la institución mediante concurso público podrán participar en los concursos internos de ingreso a la planta.

c. De la promoción

El artículo 14 establece que a contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, las promociones del personal de la Dirección del Trabajo se regirán por las normas generales contempladas por el Estatuto Administrativo. De manera que, a partir de la fecha antes indicada, dejarán de aplicarse las actuales normas especiales de promoción contempladas en el artículo 7 de la ley N° 19.994.

3. Aspectos Remuneracionales

a. Creación de Sistema de Turnos

En el marco del plan de modernización de la Dirección del Trabajo, el artículo 7 de este proyecto de ley, introduce la potestad de la o del Director del Trabajo para disponer, mediante resolución, un sistema de turnos entre el personal, consistente en el desempeño del trabajo en horarios total o parcialmente diferentes del habitual de su funcionamiento en el Servicio, incluso en horario nocturno y en días sábados, domingos y festivos. Para la dictación de esa resolución, se deberá considerar mecanismos de consulta e información de las y los funcionarios y sus asociaciones.

El sistema de turno deberá respetar el máximo de la jornada ordinaria de trabajo de 44 horas semanales.

Las y los funcionarios que efectivamente cumplan el turno al cual se encuentren afectos, tendrán derecho a percibir una asignación de turno que se pagará mensualmente, de carácter imponible, tributable, compatible con horas extraordinarias y no constitutiva de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

La asignación de turno será equivalente a la suma del 25% del valor de las horas diurnas trabajadas en un horario distinto al de funcionamiento habitual del Servicio, más el 50% del valor de las horas desempeñadas en horario nocturno y en días sábados, domingos y festivos.

Con el objeto de asegurar una debida implementación del sistema de turnos, ésta será gradual, conforme lo indica el artículo noveno transitorio de esta iniciativa legal, y a contar del tercer año de publicada la ley.

b. De la asignación de responsabilidad

El artículo 8 crea una asignación de responsabilidad en beneficio de las y los funcionarios que ejercen los cargos siguientes:

i. Jefatura del
tercer nivel jerárquico de la Dirección del Trabajo.

ii. Jefatura de unidad dependientes de oficinas de niveles operativos, ejercidas por funcionarias o funcionarios pertenecientes a las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, Técnicos y Administrativos, o que se encuentren asimiladas a ellas, y que cumplan los demás requisitos que señala esta iniciativa legal.

En este caso el número máximo de funcionarias y funcionarios que accederá a esta asignación ascenderá a 117.

Esta asignación se pagará mensualmente, tendrá vigencia anual, será imponible y tributable.

Para efectos de los cargos afectos a esta asignación y la determinación del monto que corresponderá a cada funcionaria o funcionario beneficiario de ella, la o el Director del Trabajo los determinará anualmente, previa visación de la Dirección de Presupuestos, según los criterios objetivos establecidos en un reglamento que se dictará al efecto, considerando, entre otros, los niveles de complejidad de las unidades. En todo caso, el monto de la asignación no podrá exceder de un 22,4% de la suma del sueldo base del grado respectivo, más la asignación de fiscalización del artículo 6° del decreto ley N° 3.551, de 1980, del Ministerio de Hacienda, que le corresponda, y la asignación señalada en el artículo 4° de la ley N° 18.717.

Esta asignación será incompatible con la asignación de funciones críticas y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

Conforme lo dispone el artículo noveno transitorio, esta asignación comenzará a regir a contar del tercer año de publicada la presente iniciativa legal.

c. De la creación de la asignación especial de calidad de servicio y derogación de la asignación de estímulo y desempeño do la ley N° 19.994

Se remplaza la asignación de estímulo y desempeño de la ley N° 19.994, por una asignación especial de calidad de servicio, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 9 al 14 de este proyecto de ley.

De acuerdo al artículo 9, la asignación especial de calidad de servicio contendrá los siguientes componentes:

1. Un componente base, y

2. Un
componente
asociado a la evaluación de la calidad de servicio.

Serán beneficiarios de esta asignación, el personal de plata y a contrata de la Dirección del Trabajo, que hayan prestado servicios sin solución de continuidad en la institución durante, a lo menos, seis meses del año objeto de la evaluación y que se encuentren en servicio en la Dirección del Trabajo a la fecha del pago de la respectiva cuota de la asignación.

Las o los Directivos del segundo nivel jerárquico, sólo tendrán derecho al componente base de esta asignación.

La o el Director del Trabajo no tendrá derecho a percibir esta asignación.

El monto mensual que corresponderá a cada funcionaria o funcionario por concepto del componente base de la asignación especial de calidad de servicio, será de un 12% de la suma de las remuneraciones del sueldo base del grado respectivo, más la asignación de fiscalización del artículo 6° del decreto ley N° 3.551, de 1980, del Ministerio de Hacienda, que le corresponda, y la asignación señalada en el artículo 4° de la ley N° 18.717.

Por otra parte, el monto del componente de la asignación asociado a la evaluación de calidad de servicio, será variable según el tramo de cumplimiento del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a las y los usuarios. El monto de este componente ascenderá desde 1% y hasta un máximo de 4,5% de las remuneraciones señaladas en el párrafo anterior. En todo caso, si el grado de cumplimiento es inferior al 71%, no se tendrá derecho a este componente.

El artículo 13 regula el procedimiento mediante el cual las o los Ministros del Trabajo y Previsión Social, y de Hacienda aprobarán el programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a las y los usuarios. Además, establece los mecanismos para la evaluación del mismo y determinación de su grado de cumplimiento.

La asignación especial de calidad de servicio se pagará en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año y será tributable e imponible para pensiones y salud.

La asignación especial de calidad de servicio comenzará a regir a partir del mes de enero del año siguiente a la publicación de esta iniciativa legal, con la gradualidad indicada en el artículo séptimo transitorio.

Finalmente, el artículo 14 deroga la asignación de estímulo y desempeño a contar del 1 de enero del año siguiente de la publicación de esta iniciativa. Sin perjuicio de lo anterior, se mantendrán vigente transitoriamente las normas que se indican en el artículo séptimo transitorio, relativas a la fijación de las metas del programa de mejoramiento regulado en el artículo 3 de la ley N° 19.994.

4. Incompatibilidad del desempeño de los cargos de planta con los cargos a contrata

La presente iniciativa legal en su artículo 15 propone que a contar del 1 de enero del año siguiente a su publicación, los cargos de planta serán incompatibles con los a contrata. Lo anterior, no regirá respecto de las renovaciones de los contratos que gozaron de dicha compatibilidad al 30 de junio de 2017. Tratándose de cargos de jefaturas no regirá respecto de la renovación de las contratas que gozaron de compatibilidad al 31 de diciembre de 2017. En todo caso, para quienes no cumplan labores de jefatura, su renovación solo podrá continuarse hasta la fecha en que sean encasillados conforme al numeral 3 del artículo segundo transitorio de la presente ley.

5. Delegación de facultad en la Presidenta o Presidente de la República para fijar las plantas del personal de la Dirección del Trabajo

El artículo primero transitorio de esta iniciativa faculta a la Presidenta o Presidente de la República para que, en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta iniciativa legal, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije las plantas de personal de la Dirección del Trabajo.

Para ello, se indican las diversas materias que deberán contener el o los decretos con fuerza de ley. Entre otras materias, el o los decretos con fuerza de ley fijarán el primer y segundo nivel jerárquico que estará afecto a las normas del Sistema de Alta Dirección Pública. Como asimismo, los cargos de carrera regidos por el artículo 8 del Estatuto Administrativo, cuya provisión se realizará mediante concurso, según las reglas señaladas en dicho artículo. La permanencia en estos últimos cargos será por un período de tres años conforme a lo establecido en el citado artículo 8.

Además, se establecen los números de cargos por planta y grados iniciales y superiores de las mismas, que deberán considerar el o los referidos decretos con fuerza de ley.

Finalmente, se establece las condiciones a las cuales deberán ajustarse el o los decretos con fuerza de ley relativas a que el encasillamiento del personal, no podrá ser considerado como causal de término de servicios, cese de funciones o término de la relación laboral, entre otras garantías según lo consigna el artículo primero transitorio.

6. Normas de encasillamiento del personal de la Dirección del Trabajo

Los artículos segundo
 a cuarto transitorios regulan las normas de encasillamiento en las plantas de personal de la Dirección del Trabajo. Específicamente, el artículo segundo transitorio se refiere al encasillamiento de las y los funcionarios titulares de planta. A su vez, el artículo tercero transitorio regula el encasillamiento de las y los funcionarios a contrata mediante concursos internos. Finalmente, el artículo cuarto transitorio, regula concursos internos de encasillamiento para las contratas que hayan pasado a la planta conforme al artículo tercero transitorio, siempre que hayan ingresados al mismo grado al que se encontraban asimilados a la contrata.

7. Normas transitorias de multiconcursabilidad

Se establecen
normas
transitorias especiales de multiconcursabilidad en la Dirección del Trabajo, para los casos que la o el Director del Trabajo resuelva aplicar este procedimiento, permitiendo en un mismo proceso de promoción proveer cargos indirectos que se generen de un concurso, según lo especifica el artículo sexto transitorio. Además, dicho mecanismo deberá ser evaluado por la Subsecretaría del Trabajo y la Dirección de Presupuestos.

8. Imputación del gasto

El mayor gasto fiscal que represente este proyecto de ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

"TÍTULO I

DE LA MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL DE LA DIRECCIÓN DEL TRABAJO

Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo:

1. Reemplázase en el inciso séptimo del artículo 38, la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

2. Reemplázase en el artículo 145-F,
la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud". 

3. Reemplázase en el epígrafe del Párrafo 6°, del Capítulo VI, del Título II, del Libro I, la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

4. Reemplázase en el inciso primero del artículo 152 bis K, la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

5. Reemplázase en el artículo 152 bis L, el guarismo "478", por "506".

6. Reemplázase en el número 9 del inciso primero del artículo 154, la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

7. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 183 A, el guarismo "478", por "506".

8. Reemplázase en el inciso primero del artículo 183 X, la expresión "e higiene" por "y salud".

9. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 183 AB, la expresión "'higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

10. Modificase el artículo 184 de la siguiente forma:

a. Reemplázase en sus incisos primero, cuarto y quinto, la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

b. Agrégase en el inciso cuarto, a continuación del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración final:

"Para estos efectos, los distintos servicios deberán coordinar sus planes, acciones y estrategias de fiscalización, asegurando coherencia, eficacia y efectividad en su gestión.".

c. Agrégase el siguiente inciso quinto nuevo, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser incisos sexto y séptimo, respectivamente:

"'La Dirección
 del Trabajo podrá prescribir a los empleadores dentro del ámbito de sus facultades, medidas preventivas y correctivas para el adecuado cumplimiento de la normativa de seguridad y salud en el trabajo. La prescripción de medidas podrá contemplar plazos específicos para su cumplimiento.".

d. Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

"Cuando en el ejercicio de sus funciones, los organismos administradores del seguro detecten en las obras o faenas infracciones o incumplimientos graves a las normas de seguridad y salud en el trabajo que impliquen un riesgo grave e inminente para la vida o salud de los trabajadores, deberán comunicarlo al empleador, a la Inspección del Trabajo y a la Secretaría Regional Ministerial de Salud. El empleador, con la asistencia técnica del organismo administrador del seguro, deberá adoptar las medidas necesarias para subsanar las deficiencias y eliminar los riesgos detectados.".

11. Reemplázase en el inciso primero del artículo 190 la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

12. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 191 la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

13. Reemplázase en el artículo 210, la expresión "higiene y seguridad" por "salud y seguridad".

14. Reemplázase en el inciso quinto del artículo 377 la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

15. Agréganse los siguientes incisos finales al artículo 505;

"El Director del Trabajo podrá disponer consulta pública sobre las instrucciones y demás normas de carácter general que se dicten para la aplicación de las leyes laborales y de seguridad y salud en el trabajo, a fin de que los interesados opinen sobre su contenido o formulen propuestas sobre los mismos. Asimismo, los pronunciamientos jurídicos que interpreten con carácter general la legislación laboral también podrán ser emitidos previa consulta pública sobre los aspectos jurídicos que sean objeto de la referida interpretación.

Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas a que se refiere el inciso anterior, serán de carácter público y deberán ser enviadas al Servicio a través de los medios que se dispongan en la página web institucional. Las propuestas y opiniones formuladas por los interesados no serán vinculantes.

Los plazos, modalidades y procedimientos para efectuar estas consultas se sujetarán a los criterios fijados por la Dirección del Trabajo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

La Dirección del Trabajo no intervendrá respecto de los asuntos determinados que estén sometidos al conocimiento de los Tribunales de Justicia y esta circunstancia obre en su conocimiento.".

16. Modificase el artículo 506 de la siguiente forma:

a. Eliminase en el inciso primero la frase ", según la gravedad de la infracción".

b. Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

"El monto de las sanciones precedentes se triplicará cuando se trate de infracciones que deriven en un accidente del trabajo grave o fatal.".

17. Agrégase el siguiente artículo 506 bis, nuevo, pasando los artículos 506 bis y 506 ter a ser artículos 506 ter y 506 quáter, respectivamente:

"Artículo 506 bis.- Para la determinación del monto de la sanción, dentro de los rangos a que se refiere  el artículo precedente, se considerarán las siguientes circunstancias:

1. La naturaleza y gravedad de la infracción.

2. El perjuicio causado y el número de trabajadores afectados por la infracción.

3. La capacidad económica del infractor.

4. La circunstancia de tratarse de una reincidencia en la infracción.

5. La existencia de circunstancias atenuantes de responsabilidad.

En caso de que exista reincidencia en la infracción, se podrá aplicar una multa de hasta tres veces el monto señalado en el artículo anterior, según corresponda.

Se entenderá que hay reincidencia cuando el infractor corneta una nueva infracción y se le hayan aplicado dos o más sanciones ejecutoriadas por infracciones a la misma disposición legal durante los últimos dos años.

En caso que se verifique la concurrencia de dos o más infracciones de la misma naturaleza, se aplicará la sanción correspondiente a la infracción más grave, estimándose los hechos constitutivos de una sola infracción. Si atendida la naturaleza y gravedad de las infracciones, éstas no pueden estimarse como una sola, se acumularán las sanciones correspondientes a cada una de las infracciones concurrentes.

Cuando concurran circunstancias atenuantes de responsabilidad, se podrá rebajar el monto de la sanción hasta el límite inferior del rango asignado según el tamaño de la empresa de que se trate.

Se consideran circunstancias atenuantes de responsabilidad: las acciones de reparación que realice el infractor; la ausencia de sanciones previas por infracciones laborales y la colaboración que preste el infractor.

El infractor que ha cometido o está cometiendo una infracción a la legislación laboral, podrá autodenunciarse ante la Dirección del Trabajo. En esa misma oportunidad, el infractor deberá comunicar las medidas adoptadas para el cese de los hechos que originaron la infracción o las medidas de mitigación o reparación adoptadas, según corresponda. La autodenuncia será considerada como una atenuante de responsabilidad.

También constituye una atenuante de responsabilidad, acreditar por parte del infractor haber cumplido diligentemente sus deberes de dirección y supervisión para el cumplimiento de las obligaciones laborales y la prevención de infracciones de acuerdo al artículo 506 quinquies.".

18. Sustitúyese el actual artículo 506 bis, que ha pasado a ser artículo 506 ter, por el siguiente:

"Artículo 506 ter.- El inspector del trabajo que constate en una micro o pequeña empresa una infracción legal o reglamentaria que no ponga en riesgo inminente la seguridad o la salud de los trabajadores, deberá otorgar un plazo de, a lo menos, cinco días hábiles para corregir o reparar debidamente la infracción constatada, en este último caso, cuando se trate de infracciones que no admitan corrección posterior. Con todo, si dentro de los dos años siguientes se comete nuevamente la misma infracción, se aplicará inmediatamente la sanción respectiva sin plazo de corrección o reparación y no tendrá aplicación lo dispuesto en el artículo 506 quáter.".

19. Modifícase el actual artículo 506 ter, que ha pasado a ser artículo 506 quáter, de la siguiente forma:

a. Reemplázase en el numeral 1, la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

b. Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la expresión "treinta días", la frase "hábiles, conforme lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.880,".

20. Agrégase el  siguiente artículo 506 quinquies, nuevo:

"Artículo 506 quinquies.- Los empleadores podrán adoptar voluntariamente un modelo de cumplimiento de obligaciones laborales y de prevención de infracciones. Podrán también, designar un encargado o delegado de cumplimiento y prevención de infracciones laborales.

El encargado o delegado de cumplimiento deberá ser designado por la máxima autoridad directiva o administrativa de la empresa que represente al empleador. Se considerará como la máxima autoridad directiva o administrativa al directorio, un socio administrador, un gerente, un ejecutivo principal, un administrador, un liquidador, los representantes, los dueños o socios, según corresponda.

El encargado o delegado de cumplimiento deberá contar con autonomía respecto de la administración de la empresa. No obstante, podrá ejercer labores de contraloría o auditoría interna en la empresa. En ningún caso el encargado o delegado de cumplimiento podrá ejercer las funciones de la jefatura de recursos humanos o de personal de la empresa. En las micro, pequeñas y medianas empresas, el dueño, el socio o el accionista controlador podrán asumir personalmente las tareas de encargado o delegado de cumplimiento.

Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro o Ministra de Hacienda y por el Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo establecerá los requisitos, modalidades y procedimientos para la implementación, acreditación, registro y supervisión de los modelos de cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales y de prevención de infracciones y para la designación de los encargados o delegados de cumplimiento.".

21. Reemplázase el artículo 508 por el siguiente:

"Artículo 508.- Las notificaciones que practique la Dirección del Trabajo, incluyendo las citaciones a que se refiere el artículo 29 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que dispone la reestructuración y fija funciones de la Dirección del Trabajo, se podrán efectuar en forma personal, por carta certificada o a la dirección de correo electrónico que haya designado el empleador de conformidad con lo dispuesto en el artículo 514.

Las notificaciones electrónicas tendrán el mismo valor y producirán los mismos efectos que una notificación personal o por carta certificada.

La resolución que se notifica en forma electrónica deberá suscribirse con firma electrónica avanzada y los plazos empezarán a correr al día siguiente hábil de la fecha de despacho del correo electrónico. La notificación electrónica contendrá una descripción de la actuación, incluyendo los datos necesarios para su acertada inteligencia y el archivo electrónico correspondiente del acto administrativo, además será remitida a la dirección electrónica que haya indicado el empleador, quien deberá mantenerla actualizada.

Las notificaciones por carta certificada se dirigirán al domicilio que las partes hayan fijado en el contrato de trabajo, en el instrumento colectivo o proyecto de instrumento cuando se trate de actuaciones relativas a la negociación colectiva, al que aparezca de los antecedentes propios de la actuación de que se trate o que conste en los registros propios de la Dirección del Trabajo. La notificación se entenderá practicada al sexto día hábil contado desde la fecha de su recepción por la oficina de Correos respectiva, de lo que deberá dejarse constancia por escrito.

La no comparecencia sin causa justificada a cualquier citación de la Dirección del Trabajo notificada de conformidad a los incisos precedentes, constituirá una infracción que será sancionada de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 30 del referido decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social.".

22. Modificase el artículo 511 en el siguiente sentido:

a. Reemplázase en su inciso primero el vocablo "ter" por "quáter".

b. Suprímase en el numeral 1 del inciso primero, la expresión "de hecho".

c. Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones "dias" y "siguientes", la frase "hábiles, conforme lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.880,".

23. Modificase el artículo 512 de la siguiente forma:

a. Intercálase en el inciso primero, entre las expresiones "treinta días" y "de", la frase "hábiles, conforme lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.880,".

b. Reemplázase en el inciso segundo el guarismo "474" por "503".

c. Agrégase un inciso final nuevo, del siguiente tenor:

"Con todo, si dentro de los cinco días hábiles, conforme lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.880, y siempre que no haya hecho uso de recurso administrativo o judicial, el empleador paga la multa, el monto de ésta se rebajará en un veinte por ciento.".

24. Agréganse los siguientes artículos 514, 515 y 516 nuevos:

"Artículo 514.- La Dirección del Trabajo administrará un registro de contrataciones y terminaciones de contratos de trabajo.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, los empleadores que celebren uno o más contratos de trabajo deberán registrar mensualmente las contrataciones.

Asimismo, y sin perjuicio de las obligaciones de comunicación de
terminaciones de contratos establecidas en el artículo 162, el empleador, además, deberá registrar mensualmente el término de los servicios que se produzca por aplicación de las causales contenidas  en los números 1, 2 y 3 del artículo 159.

El registro se hará a través de un formulario electrónico proporcionado por la Dirección del Trabajo.

De igual manera, el empleador deberá registrar una única dirección de correo electrónico para recibir válidamente las notificaciones de las actuaciones y resoluciones de la Dirección del Trabajo.

El Director del Trabajo, mediante resolución exenta establecerá las modalidades y procedimientos necesarios para la implementación del registro establecido en el presente artículo.

En virtud de los principios de coordinación y eficiencia, la Dirección del Trabajo celebrará convenios con las entidades públicas y privadas que administren registros de datos referidos a contratos de trabajo y terminación de los mismos, para el tratamiento de estos datos a fin de evitar contradicciones en la información almacenada, así como duplicidades en la obligación de registro de los empleadores.

Artículo 515- Para el cumplimiento de sus funciones fiscalizadoras, la Dirección del Trabajo estará facultada para requerir a los organismos públicos y privados que administran prestaciones de la seguridad social y de la seguridad y salud en el trabajo, incluyendo las empresas que presten el servicio de declaración y pago de cotizaciones previsionales por Internet, los Notarios y la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía, los datos personales y la información necesaria respecto de las contrataciones y terminaciones de los contratos de trabajo y del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales.

La Dirección
del Trabajo tendrá la responsabilidad de efectuar el tratamiento de los datos personales de los trabajadores y empleadores sólo para el cumplimiento de sus funciones legales y con sujeción a las normas de la ley N° 19.628. El traspaso de la información se materializará a través de convenios de colaboración que deberán celebrarse con las entidades que proporcionen la información y los datos personales.

La Dirección del Trabajo y su personal deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información y de los datos personales que tomen conocimiento, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deban proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, deberán abstenerse de usar los datos recopilados en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Artículo 516.- La Dirección del Trabajo podrá relacionarse directamente con los empleadores, trabajadores y organizaciones sindicales, y éstos con la Dirección, a través de los medios dispuestos para tales efectos por la institución, tanto físicos como electrónicos. Los trámites y actuaciones que se realicen a través de tales medios producirán los mismos efectos que los trámites y actuaciones efectuados en las dependencias de la Dirección del Trabajo o en el domicilio del respectivo usuario.

Asimismo, la Dirección del Trabajo podrá definir y poner a disposición de empleadores, trabajadores y organizaciones sindicales, a través de su sitio web, documentos laborales electrónicos tipo, que gozarán de validez ante la Dirección del Trabajo para efectos de acreditar el cumplimiento de la normativa correspondiente. Las formalidades para la elaboración y suscripción de los referidos documentos será establecida mediante resolución exenta por el propio Servicio.".

Artículo 2.- Para el ejercicio de la labor fiscalizadora la Dirección del Trabajo podrá disponer el uso de vehículos fiscales en días inhábiles y en horario nocturno.

Artículo 3.- La Dirección del Trabajo en conjunto con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberán definir un Plan Institucional Anual, que contenga las principales líneas de acción, objetivos, indicadores, metas institucionales y el programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a las y los usuarios a que se refiere el artículo 13, el cual deberá ser cumplido durante el año calendario siguiente para, a lo menos, las siguientes materias;

1. Perfeccionamiento
del desempeño institucional en la calidad de la entrega de los servicios a las y los usuarios, en especial aquellos brindados de modo no presencial, a fin de incrementar los niveles de satisfacción percibida por la ciudadanía.

2. Optimización progresiva de la acción fiscalizadora, de acuerdo a los niveles de detección del incumplimiento de la legislación laboral.

El Plan Institucional Anual deberá ser enviado por la Dirección del Trabajo en conjunto con el Ministerio del ramo al Senado como a la Cámara de Diputados, en el mes de marzo del año de su ejecución.

Asimismo, durante el mes de marzo de cada año, la Dirección del Trabajo en conjunto con el Ministerio del ramo deberá enviar al Senado como a la Cámara de Diputados un informe de gestión que contenga el porcentaje de las metas cumplidas, los resultados obtenidos, y las medidas correctivas y preventivas tomadas para el cumplimiento de los objetivos establecidos en el Plan Institucional Anual del año anterior.

Además dicha entidad, deberá enviar un informe de avance en el raes de julio de cada año.

Artículo 4.- La Dirección del Trabajo podrá hacerse parte o querellarse en los procesos a que diere lugar un hecho que revista caracteres de delito, en relación a los trámites que se desarrollen ante ella, o que se hubiere cometido en contra de alguno de sus funcionarias o funcionarios en el ejercicio de sus deberes.

TÍTULO II

DEL INGRESO A LA DIRECCIÓN DEL TRABAJO Y OTRAS NORMAS

PÁRRAFO 1°

Del ingreso a la Dirección del Trabajo

Artículo 5.- El ingreso a los cargos de las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares de la Dirección del Trabajo se efectuará mediante concursos internos en los cuales solo podrán participar las y los funcionarios a contrata de dicho Servicio asimilados a la planta respectiva que, cumpliendo los requisitos correspondientes al cargo, además:

1. Hayan sido designados, previo concurso público, a contrata asimilada a la planta respectiva.

2. Posean una antigüedad en la contrata de, a lo menos, 3 años continuos e inmediatamente anteriores a la fecha de convocatoria del concurso.

3. Se encuentren designados en un cargo asimilado al mismo grado de la planta al cargo de la vacante convocada o superior en la misma planta al cargo de la vacante convocada.

4. Se encuentren calificados en lista N°1, de Distinción, o lista N°2, Buena, durante, a lo menos, los dos años previos al concurso.

5. No estén afectos a las inhabilidades establecidas en las letras o) y d) del artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

También podrán participar de los concursos a que se refiere el inciso anterior, las y los funcionarios titulares de un cargo de una planta distinta a la vacante convocada, siempre que cumplan los requisitos del cargo, y además:

1. Se encuentren calificados en lista N°1, de Distinción, o lista N°2, Buena, durante, a lo menos, los cuatro años previos al concurso, y

2. No estén afectos a las inhabilidades establecidas en las letras c) y d) del artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El ingreso a los cargos de las plantas de Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares se efectuará en el último grado de la planta respectiva, salvo que existan vacantes de grados superiores a éste que no hubieren podido proveerse mediante promociones o ascensos.

El ingreso a los cargos de la planta de profesionales se efectuará en cualquiera de sus tres últimos grados, salvo que existan vacantes de grados superiores a éstos que no hubieren podido proveerse mediante promociones.

La o el Director del Trabajo publicará las bases del concurso en el sitio web institucional dentro de los dos días siguientes a la resolución que llame a concurso. Entre el vencimiento del plazo antes señalado y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días. Lo anterior, sin perjuicio de las demás medidas de difusión que estime conveniente adoptar.

En lo no previsto en el presente artículo, éstos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 6.- En aquellos casos en que los procesos de selección para proveer cargos a contrata de la Dirección del Trabajo se realicen mediante concurso público, se convocarán a través de los sitios web institucionales u otros que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, requisitos para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para la postulación. Adicionalmente, se publicarán avisos de la convocatoria del proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.

El llamado a concurso público se dispondrá mediante una resolución de la o del Director del Trabajo y deberá contener, a lo menos, lo señalado en el inciso anterior. Dicha resolución deberá difundirse, dentro de los dos días siguientes a su dictación. Entre el vencimiento del plazo fijado anteriormente y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días.

En aquellos casos en que los procesos de selección para proveer cargos a contrata asimilados a las plantas de Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares de la Dirección del Trabajo se realicen mediante concurso público, éstos deberán convocarse para el último grado asimilado a la planta respectiva. En el caso de los concursos para contratas asimilados a la planta de profesionales podrán realizarse en cualquier grado de dicha planta.

La o el Director del Trabajo, mediante resolución, establecerá las normas complementarias orientadas a asegurar la objetividad, transparencia, no discriminación, calidad técnica de los mecanismos de ingreso a la contrata y de la operación de los concursos de promoción. Asimismo, establecerá las instancias de carácter consultivo e informativo para las y los funcionarios y sus asociaciones sobre estas materias y sus modificaciones.

Párrafo 2°

Del Sistema de Turnos

Artículo 7.- La o el Director del Trabajo dispondrá, mediante resolución, un sistema de turnos entre el personal, consistente en el desempeño del trabajo en horarios total o parcialmente diferentes del habitual de funcionamiento de la Dirección del Trabajo, incluso en horario nocturno y en días sábados, domingos y festivos, cuando la atención de las y los usuarios y la fiscalización lo haga necesario, de manera estable y previsible, respetando la continuidad y el máximo de la jornada ordinaria de trabajo de 44 horas semanales.

Se entenderá por horario habitual de funcionamiento del Servicio, el que va desde las 08:00 a las 18:00 horas, de lunes a viernes, excluidos los sábados, domingos y festivos.

El personal que desempeñe estos turnos tendrá derecho a percibir una asignación de turno, que equivaldrá a la suma del 25% del valor de las horas diurnas trabajadas en un horario distinto al de funcionamiento habitual del Servicio, más el 50% del valor de las horas desempeñadas en horario nocturno y en días sábados, domingos y festivos.

Para estos efectos, el valor de la hora diaria ordinaria de trabajo se calculará dividiendo por 190 el sueldo base y las demás asignaciones que la ley considera para determinar el valor de las horas extraordinarias.

La asignación de turno se pagará mensualmente, será imponible, tributable y no constituirá base de cálculo de ninguna otra remuneración. Esta asignación se pagará a las y los funcionarios que efectivamente cumplan el turno. La asignación de turno será compatible con el pago de horas extraordinarias.

La dictación y modificación de la resolución a que se refiere el inciso primero deberá considerar mecanismos de consulta e información a las y los funcionarios y sus asociaciones.

Párrafo 3°

De la Asignación de Responsabilidad

Artículo 8.- Establécese una asignación de responsabilidad para los cargos de jefatura de la Dirección del Trabajo pertenecientes a la planta de Directivos afectos al artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

También tendrán derecho a la asignación regulada en este artículo, las y los funcionarios pertenecientes a las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, Técnicos y Administrativos, o que se encuentren asimiladas a ellas, que ejerzan funciones de Jefatura de unidad dependientes de oficinas de niveles operativos, asignadas expresamente por resolución de la o del Director del Trabajo, en tanto cumplan dicha función, y como máximo hasta 117 funcionarios del Servicio. Tratándose de técnicos y administrativos sólo podrán acceder a dicha asignación aquellas o aquellos que tengan asignado un cargo de hasta el grado 17° de la escala de remuneraciones.

La asignación de responsabilidad será pagada mensualmente, tendrá vigencia anual, será imponible y tributable, y se calculará sobre la cantidad que resulte de la suma del sueldo base del grado respectivo, más la asignación de fiscalización establecida en el artículo 6° del decreto ley N° 3.551, de 1980, que le corresponda, y la asignación señalada en el artículo 4° de la ley 18.717.

Los cargos afectos a esta asignación y los montos correspondientes, los que no podrán exceder de un 22,4% del monto de la base de cálculo que se señala en el inciso anterior, serán determinados anualmente por la o el Director del Trabajo, previa visación de la Dirección de Presupuestos, mediante resolución afecta al trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República. Dicho monto será definido para las y los funcionarios señalados en el inciso primero según funciones, grados de la escala de remuneraciones asociado al cargo y nivel de complejidad de las unidades, y para las y los funcionarios señalados en el inciso segundo según el nivel de complejidad de las unidades.

La asignación de responsabilidad regulada en el presente artículo será incompatible con la asignación de funciones críticas establecida en el artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882 y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

La o el Director del Trabajo, mediante resolución exenta, establecerá el número máximo de funcionarias y funcionarios que podrá percibir la asignación conforme a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo y las demás normas necesarias para su otorgamiento.

Durante el período en que las y los funcionarios perciban la asignación a que se refiere este artículo, tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4°, del Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado 
de la ley N° 18.834, sobre
Estatuto Administrativo.

Mediante un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, se establecerán los criterios para definir los niveles de complejidad de las unidades, clasificándolas entre aquellas que tienen alta, media alta, media y baja complejidad. La o el Director del Trabajo mediante una resolución deberá establecer el nivel de complejidad que corresponda a las unidades afectas a la asignación de este artículo, según los criterios establecidos en el antedicho reglamento, los que deberán ser objetivos, transversales y transparentes en relación a la función desempeñada.

Párrafo 4°

De la Asignación Especial de Calidad de Servicio

Artículo 9.- Establécese una asignación especial de calidad de servicio para el personal de planta y a contrata de la Dirección del Trabajo, siempre que hayan prestado servicios sin solución de continuidad en la institución durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación.

La asignación especial de calidad de servicio contendrá los siguientes componentes:

1. Un componente base, y

2. Un componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio.

La asignación será pagada a las y los funcionarios en servicio a la fecha de pago, en cuatro cuotas en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota, será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo, como resultado de la aplicación mensual de esta asignación. No obstante, el personal que deje de prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo, tendrá derecho a la asignación en proporción a los meses completos efectivamente trabajados. La asignación será tributable e imponible para efectos de salud y pensiones. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentra afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La asignación de este artículo, no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

La o el Director del Trabajo no tendrá derecho  la asignación de este artículo. Los Directivos del segundo nivel jerárquico, sólo tendrán derecho al componente base de la asignación.

Artículo 10.- El monto de la asignación especial de calidad de servicio se determinará aplicando los porcentajes que se señalan en los artículos 11 y 12 de la presente ley sobre la suma de los siguientes estipendios: sueldo base del grado respectivo más la asignación de fiscalización establecida en el artículo 6 del decreto ley N° 3.551, de 1980, que le corresponda, y la asignación señalada en el artículo 4 de la ley N° 18.717.

Artículo 11.- El componente base a que se refiere el numeral 1 del artículo 9 será de un 12%, a contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente ley, sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 10.

Artículo 12.- El componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio a que se refiere el numeral 2 del artículo 9, se concederá en relación a la ejecución del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a las y los usuarios.

El monto del componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio se calculará según el tramo de cumplimiento del programa señalado en el inciso anterior del año precedente, según se establece en la tabla siguiente:

	Tramos de cumplimiento del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios
	El monto del componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio corresponderá a la cantidad que resulte de aplicar el % que se indica, sobre la suma de las remuneraciones  señaladas en el artículo 10.

	
	Desde
	Hasta

	Igual o superior a un 71% e inferior a 81%

	1%
	1,7%

	Igual o superior a un
81% e igual o inferior a 90%

	1,8%
	2,4%

	Superior a 90%
	2,5%
	4,5%


En caso que el tramo de cumplimiento del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios sea inferior al 71%, no se tendrá derecho al componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio a que se refiere el numeral 2, del artículo 9.

En el mes de diciembre del año anterior al cumplimiento del programa a que se refiere el inciso primero, por decreto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", visado por la Dirección de Presupuestos, se fijará el porcentaje máximo correspondiente al componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio, según la tabla señalada en el inciso segundo.

Artículo 13.- Para efectos de otorgar el componente de la asignación asociado a la evaluación de la calidad de servicio, se aplicarán las siguientes reglas:

1. La o el Director del Trabajo, antes del 15 de octubre de cada año, propondrá al Ministro o Ministra del Trabajo y Previsión Social un programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios, indicando las metas que se cumplirán con sus correspondientes indicadores y ponderadores y el instrumento de medición de la percepción de las y los usuarios respecto de la calidad de servicio. Las ponderaciones aplicables serán las siguientes: 50% para los indicadores de calidad de servicio del programa de mejoramiento y 50% para el instrumento de medición de la percepción de las y los usuarios.

2. Las o los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda aprobarán el programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a las y los usuarios, indicando las metas que se cumplirán con sus correspondientes indicadores y ponderadores y el instrumento de medición de la percepción de las y los usuarios respecto de la calidad de servicio, como asimismo sus instrumentos de control y evaluación, todo lo cual deberá ser aprobado anualmente mediante decreto expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República, por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y además suscrito por la o el Ministro de Hacienda. Para tales efectos, previamente, la o el Subsecretario del Trabajo propondrá a la o al Ministro del Trabajo y Previsión Social, el grupo objetivo respecto del cual aplicar el instrumento de medición antes señalado, el tamaño de la muestra que será utilizada, la que deberá tener un carácter aleatorio y representativo, y cualquier otra norma necesaria para la evaluación.

3.

4. La evaluación de percepción de las y los usuarios será efectuada por una empresa externa seleccionada y contratada por la Subsecretaria del Trabajo a través de los procedimientos descritos en la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicio. La aplicación de dichos procedimientos será de responsabilidad de la Subsecretaría del Trabajo.

5. La evaluación del cumplimiento de las metas será efectuada por la Subsecretaría del Trabajo, pudiendo contratar evaluadoras o evaluadores externos  a esa Subsecretaría.

La contratación de dichas o dichos evaluadores se efectuará por la Subsecretaría del Trabajo a través del procedimiento dispuesto en la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, y será de su cargo.

Del mismo modo, se podrán realizar auditorías selectivas a las bases de datos, procesos de trabajos y procedimientos que permitan verificar la información proporcionada por la Dirección del Trabajo, a través de las o los evaluadores externos que serán contratados por la Subsecretaría del Trabajo, del modo antes señalado. Dicha Subsecretaría sólo podrá realizar observaciones técnicas al informe de evaluación de cumplimiento de metas realizado por una o un evaluador externo.

6. Un decreto expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señalará el nivel de cumplimiento para el pago del componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio que se hubiere alcanzado anualmente.

7. Los resultados de la evaluación serán publicados en el sitio electrónico de la Dirección del Trabajo y, asimismo, incluidos en la cuenta pública institucional y en el Balance de Gestión Institucional.

8. Un reglamento expedido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el que además deberá ser suscrito por la o el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos destinados a la definición de los objetivos o metas con sus correspondientes indicadores y ponderadores; los mecanismos necesarios para la implementación de la modalidad que se utilizará para el cumplimiento de las metas, las cuales podrán ser institucionales, colectivas, según áreas territoriales y/o funcionales, u otras que se definan; los mecanismos de consulta e información a las y los funcionarios y a las asociaciones de la Dirección del Trabajo; las normas transitorias para su aplicación y pago; los mecanismos de control, evaluación y verificación del cumplimiento de las metas que se hayan fijado con sus correspondientes indicadores y ponderadores; la forma de determinar los porcentajes a pagar anualmente; el calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas anuales; los procedimientos de reclamación; las causas, procedimientos de revisión y redefinición de metas; y toda otra norma necesaria para la adecuada aplicación del componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio. Además, podrá fijar los contenidos mínimos para la elaboración del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a las y los usuarios.

Párrafo 5°

Disposiciones Varias

Artículo 14.- Deróganse los artículos 1 al 7 de la ley N° 19.994.

Artículo 15.- A partir del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente ley, lo dispuesto en la letra d) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, respecto de la compatibilidad en el desempeño de cargos de planta regidos por dicha ley con la designación en cargos a contrate en el mismo servicio, no será aplicable en la Dirección del Trabajo. Lo anterior no regirá respecto de la renovación de los contratos que gozaron de compatibilidad al 30 de junio de 2017. Tratándose de cargos de jefaturas no regirá respecto de la renovación de las contratas que gozaron de compatibilidad al 31 de diciembre de 2017. En todo caso, para quienes no cumplan labores de jefatura, su renovación sólo podrá continuarse hasta la fecha en que sean encasillados conforme al numeral 3 del artículo segundo transitorio de la presente ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Facúltase a la Presidenta o al Presidente de la República para que establezca, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda y suscritos además por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar las plantas de personal de la Dirección del Trabajo y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ellas. En especial, podrá determinar los grados de la escala a que se refiere el artículo 5° del decreto ley N° 3.551, de 1981, que se asignen a dichas plantas; los requisitos específicos para el ingreso y promoción a dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI, de la ley N° 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. Además, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones, incluidas las variables.

2. Los grados superiores e iniciales, y el número de cargos totales para cada una de las plantas que se fijen en virtud de este artículo serán los siguientes:

Planta de Directivos:
grados 1° y 11°, 232 cargos.

Planta de Profesionales: grados 5° y 15°, 291 cargos. 

Planta de Fiscalizadores: grados 9° y 16°, 1002 cargos. 

Planta de Técnicos: grados 14° y 18°, 172 cargos. 

Planta de Administrativos: grados 16° y 21°, 233 cargos. 

Planta de Auxiliares: grados 19° y 22°, 27 cargos.

3. Establecer las fechas de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique.

4. Establecer el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento. También señalará los cargos que se proveerán de acuerdo al artículo tercero transitorio de esta ley, estableciendo la gradualidad en que podrán comenzar a proveerse.

5. Además, podrá establecer normas de encasillamiento complementarias.

6. El encasillamiento del personal a que se refiere este artículo quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

b. No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.

c. Respecto del personal que en el momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a las y los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a las y los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d. Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento en el cual participen funcionarias y funcionarios de planta y a contrata no serán considerados promoción, y las y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo. Asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.

e. Los requisitos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se refiere este artículo no serán exigibles respecto de las y los funcionarios titulares y a contrata para efectos del encasillamiento dispuesto en los artículos segundo, tercero y cuarto transitorios de la presente ley. Asimismo, a las y los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, y a aquellas y aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

Artículo segundo.- EL encasillamiento del personal de la Dirección del Trabajo quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley de las nuevas plantas a que se refiere el artículo anterior y en esta ley, debiéndose considerar a lo menos lo siguiente:

1. Las y los funcionarios titulares de cargos de las plantas de Directivos de Carrera, de Profesionales, de Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares serán encasillados en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento y en la misma planta, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían las o los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta.

2. Los
cargos
de directivos correspondientes a jefes de subdepartamentos grados 6° al 9° y jefaturas grado 9°, serán encasillados en cargos de directivos de carrera de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento.
Después de efectuado
el proceso de encasillamiento y cuando queden vacantes por cualquier causa, se transformarán, por el sólo ministerio de la ley, en cargos de profesionales del mismo grado que tenían en la planta de directivos. Dicha transformación se formalizará mediante resolución de la o del Director del Trabajo, visada por la Dirección de Presupuestos.

3. No obstante lo dispuesto de el numeral 1 del presente artículo, aquellas o aquellos funcionarios titulares de las plantas de Directivos, de Profesionales, de Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares que ejercen un cargo compatible en la contrata de grado superior al de planta al 30 de junio de 2017, y que cuenten con una antigüedad entre 7 y 14 años, ambos inclusive, a dicha fecha en ese grado a contrata, se encasillarán en el grado inmediatamente superior a aquel de que son titulares, y de ser esa antigüedad mayor a 14 años, se encasillarán en los dos grados inmediatamente superiores a aquel de que son titulares. Con todo, no podrán encasillarse en un cargo de grado superior al que ejercen en la contrata.

4. Una vez practicado lo dispuesto en los numerales anteriores, los cargos que queden vacantes en las plantas de Profesionales, de Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares, se proveerán gradualmente previo concurso interno de antecedentes, en el que podrán participar las y los funcionarios titulares de la respectiva planta que se encuentren ubicados en el grado inmediatamente inferior al de la vacante convocada, quienes además deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto coordinado, refundido y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. El o los referidos concursos se regirán por las normas que defina el o los decretos con fuerza de ley señalados en el artículo anterior, considerando, a lo menos, lo siguiente:

a. Las bases de estos concursos deberán considerar los siguientes factores: antigüedad en el grado, antigüedad en el estamento, antigüedad en el Servicio y promedio de las dos últimas calificaciones. Cada uno de estos factores tendrá la siguiente ponderación: 50%, 15%, 20% y 15%, respectivamente.

Para los efectos del presente concurso la antigüedad se considerará de modo continuo o discontinuo. Respecto de las o los funcionarios que sean encasillados en uno o más grados superiores de acuerdo al numeral anterior, se considerará la antigüedad en el nuevo grado que se origine por dicho encasillamiento.

b. La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por las o los postulantes. En caso de producirse empate, se aplicará como criterio de desempate la antigüedad en el grado En el evento de mantenerse la igualdad, se considerará la antigüedad en la Dirección del Trabajo, luego en el escalafón respectivo, y finalmente en la Administración Pública. De persistir el empate decidirá la o el Director del Trabajo.

c. En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se aplicarán en lo que corresponda, las reglas establecidas en el párrafo 1°, del Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

5. Una vez practicado lo dispuesto en el numeral 4 anterior, y según lo defina el o los decreto con fuerza de ley señalados en el artículo anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán previo concurso interno de oposición de antecedentes, de acuerdo a las reglas siguientes:

a. Podrán participar, en el concurso para la provisión de los cargos vacantes de la planta de Administrativos, las y los funcionarios titulares de un cargo en la planta de Auxiliares que cumplan los siguientes requisitos copulativos:

i. Poseer una antigüedad de, a lo menos, 3 años en la Dirección del Trabajo anteriores al 31 de diciembre de 2017.

ii. Encontrarse
 desempeñando funciones administrativas al 31 de diciembre de 2017 y que posean una antigüedad en dicha función de, a lo menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii. Haber aprobado una certificación de conocimientos técnicos asociados a la función o cumplir con los requisitos respectivos del cargo al que postulan.

Las o los funcionarios señalados en el inciso anterior podrán postular al mismo grado que detentaban al 31 de diciembre de 2017. Sólo podrá postular a un grado superior del que se es titular si dicho grado es inmediatamente inferior al último grado de la planta de Administrativos.

b. Podrán participar en el concurso para la provisión de los cargos vacantes de la planta de Técnicos, las y los funcionarios titulares de un cargo en la planta de Administrativos entre los grado 16° a 19°, que cumplan los siguientes requisitos copulativos:

i. Poseer una antigüedad de, a lo menos, 3 años en la Dirección del Trabajo anteriores al 31 de diciembre de 2017.

ii. Encontrarse
desempeñando funciones técnicas al 31 de diciembre de 2017 y que posean una antigüedad en dicha función de, a lo menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii. Haber aprobado una certificación de conocimientos técnicos asociados a la función o cumplir con los requisitos respectivos del cargo al que postulan.

Las o los funcionarios señalados en el inciso anterior podrán postular al mismo grado que detentaban al 31 de diciembre de 2017. Sólo podrá postular a un grado superior del que se es titular si dicho grado es inmediatamente inferior al último grado de la planta de Técnicos.

c. Podrán participar en el concurso para la provisión de los cargos vacantes de la planta de Fiscalizadores las y los funcionarios titulares de un cargo en la planta de Técnicos que se encuentren entre los grados 14° y 17° y quienes sean titulares de un cargo en la planta de Administrativos en los grados 16° y 17°, que cumplan los siguientes requisitos copulativos:

i. Poseer una antigüedad de, a lo menos, 3 años en la Dirección del Trabajo al 31 de diciembre de 2017.

ii. Encontrarse desempeñando alguna de las siguientes funciones: de fiscalización, de atención de usuarias o usuarios, de mediación, de conciliación o de relaciones laborales, al 31 de diciembre de 2017 y que posean una antigüedad en dicha función de, a lo menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii. Haber aprobado una certificación de conocimientos técnicos asociados a la función o cumplir con los requisitos respectivos del cargo al que postulan.

Las o los funcionarios señalados en el inciso anterior podrán postular al mismo grado que detentaban al 31 de diciembre 2017. Sólo se podrá postular a un grado superior del que se es titular si dicho grado es inmediatamente inferior al último grado de la planta de Fiscalizadores.

d. Podrán participar en el concurso para la provisión de los cargos vacantes de la planta de Profesionales, los funcionarios titulares de un cargo en la planta de Fiscalizadores, que cumplan los siguientes requisitos copulativos:

i. Poseer una antigüedad de, a lo menos, 3 años en la Dirección del Trabajo al 31 de diciembre de 2017.

ii. Encontrarse
desempeñando funciones profesionales, al 31 de diciembre de 2017 y que posean una antigüedad en dicha función de, a lo menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii. Cumplir los requisitos respectivos del cargo al que postulan.

Las o los funcionarios señalados en el inciso anterior podrán postular al mismo grado que detentaban al 31 de diciembre de 2017. Sólo se podrá postular a un grado superior del que se es titular si dicho grado es inmediatamente inferior al último grado de la planta de Profesionales.

El o los decretos con fuerza de ley del artículo primero transitorio, que regulen los concursos a que se refiere este numeral 5, considerarán, a lo menos, lo siguiente:

a. Las bases de estos concursos deberán considerar los siguientes factores: antigüedad en el servicio, antigüedad en el estamento, antigüedad en el grado y promedio de las dos últimas calificaciones. Cada uno de estos factores tendrá la siguiente ponderación: 50%, 20%, 15% y 15%, respectivamente. Para los efectos del presente concurso la antigüedad se considerará de modo continuo.

b. La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por las o los postulantes. En caso de producirse empate, se aplicará como criterio de desempate la antigüedad en la Dirección del Trabajo. En el evento de mantenerse la igualdad, se considerará la antigüedad en el escalafón respectivo, luego en el grado, y finalmente en la Administración Pública. De persistir el empate decidirá la o el Director del Trabajo.

c. En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se aplicarán, en lo que corresponda, las reglas establecidas en el párrafo 1°, del Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo tercero.- Una vez practicado el mecanismo señalado en el artículo anterior, y según lo defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, los cargos que queden vacantes en las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, Técnicos, Administrativos y Auxiliares, se proveerán previo concurso interno de oposición de antecedentes, en conformidad a las reglas siguientes:

1. Podrán participar en el concurso las y los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta; que se encuentren calificados en lista 1, de Distinción, o lista 2. Buena, durante, a lo menos, los tres años previos al concurso de encasillamiento; que al 31 de diciembre de 2017 tengan al menos una antigüedad de tres años en la Dirección del Trabajo; y, que cumplan con los requisitos respectivos del cargo.

2. Las y los funcionarios señalados en el numeral anterior, podrán postular a un cargo vacante que corresponda a la misma planta y grado al cual se encuentren asimilados a la fecha del respectivo concurso.

3. Respecto de aquellas o aquellos funcionarios a contrata, que a la fecha del concurso se encuentren ejerciendo funciones de jefaturas equivalentes a un segundo o a un tercer nivel jerárquico, sólo podrán postular a un cargo vacante de la planta y grado al que estaban asimilados, antes de ejercer las funciones de jefatura. Sin perjuicio de lo anterior, a las o los funcionarios que ejercen funciones de tercer nivel jerárquico se les aplicará, cuando corresponda, lo dispuesto en el numeral 3 del artículo segundo transitorio de la presente ley.

4. El o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, que regulen los concursos de este artículo, considerarán, a lo menos, lo siguiente:

a. Las bases de estos concursos deberán considerar los siguientes factores: antigüedad en la Dirección del Trabajo, antigüedad en el estamento al cual se encuentren asimilados y promedio de las dos últimas calificaciones. Cada uno de estos factores tendrá la siguiente ponderación: 50%, 30% y 20%, respectivamente.

Para los efectos de estos concursos, la antigüedad se considerará de modo continuo y discontinuo.

b. La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por las o los postulantes. En caso de producirse empate, se aplicará como criterio de desempate el resultado de la última calificación obtenida por la o el funcionario. En el evento de mantenerse la igualdad, se considerará la antigüedad en la Dirección del Trabajo, luego en el escalafón respectivo, posteriormente en el grado, y finalmente en la Administración Pública. De persistir el empate decidirá la o el Director del Trabajo.

c. En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley del artículo primero transitorio, se aplicarán en lo que corresponda, las reglas establecidas en el párrafo 1°, del Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18. 834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo cuarto.- Una vez practicado el mecanismo señalado en el artículo anterior y según lo defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, los cargos que queden vacantes en las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, Técnicos, Administrativos y Auxiliares, se proveerán previo concurso interno de antecedentes, de acuerdo a las reglas siguientes:

1. Podrán participar en el concurso, las y los funcionarios que hayan ingresado a la planta de la Dirección del Trabajo en virtud de lo dispuesto en el artículo anterior, siempre que hayan ingresado en el mismo grado al cual se encontraban asimilados en la contrata. En los respectivos concursos internos podrán participar las y los funcionarios que cumplan con las siguientes condiciones:

a. Encontrarse nombrado en la misma planta y en el grado inmediatamente inferior al de la vacante a proveerse, y

b. Cumplir con lo dispuesto en el artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

2. El o los decretos con fuerza de ley del artículo primero transitorio, que regulen los concursos a que se refiere este artículo, considerarán, a lo menos, lo siguiente:

a. Las bases de estos concursos deberán considerar los siguientes factores: promedio de notas de las dos últimas calificaciones, antigüedad en el grado, antigüedad en el estamento y antigüedad en la Dirección del Trabajo. Cada uno de estos factores tendrá la siguiente ponderación: 15%, 50%, 15% y 20%, respectivamente.

Para efectos de este literal, se considerará la antigüedad que la o el funcionario tenía en el estamento y grado al cual se encontraban asimilados en la contrata, tanto continua como discontinua.

b. La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por las o los postulantes. En caso de producirse empate, se aplicará como criterio de desempate la antigüedad en el grado. En el evento de mantenerse la igualdad, se considerará la antigüedad en la Dirección del Trabajo, luego en el escalafón respectivo y, finalmente, en la Administración Pública. De persistir el empate decidirá la o el Director del Trabajo.

c. En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley del artículo primero transitorio se aplicarán, en lo que corresponda, las reglas establecidas en el párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo quinto.- Lo dispuesto en el artículo 5 de la presente ley entrará en vigencia en la fecha que indique el o los decretos con fuerza de ley señalado en el artículo primero transitorio.

Para efectos de los concursos de ingreso a la planta a que se refiere el artículo 5 de la presente ley, las o los funcionarios a contrata que a la fecha de su publicación se desempeñen en el Servicio podrán participar en los referidos concursos, una vez transcurridos dos años desde la publicación de la misma, debiendo cumplir con los demás requisitos del cargo al que postulan, como asimismo, los establecidos en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 5 de esta ley. A dichas o dichos funcionarios no le será exigible lo dispuesto en el numeral 1 del inciso primero del artículo 5 de esta ley.

Artículo sexto.- Una
vez finalizado
el proceso de encasillamiento dispuesto en el artículo cuarto transitorio y dentro de los tres años siguientes a él, cuando la o el Director del Trabajo resuelva adoptar el procedimiento especial de multiconcursabilidad, éste se regirá por las siguientes reglas:

1. En el llamado deberán especificarse los cargos de las vacantes directas que originan el concurso y los cargos del grado inmediatamente inferior a éstos, cuyas o cuyos titulares se encuentren habilitados para postular.

2. Podrán participar las o los funcionarios de la Dirección del Trabajo de planta, que pertenezcan al mismo estamento de la vacante convocada y que se encuentren nombrados hasta en un grado inferior de la misma.

3. La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por las o los postulantes.

4. En el caso que producto de esta provisión de cargos, se generen vacantes indirectas en las plantas mencionadas, aquellas se proveerán por la o el funcionario del Servicio nombrado en el grado inmediatamente inferior al de la vacante generada, que se encuentre habilitado para postular a él y cumpla con los requisitos para ocupar el empleo de que se trate, de ser posible en acto seguido, como parte del mismo concurso y siguiendo iguales reglas.

La Subsecretaría del Trabajo y la Dirección de Presupuestos realizarán un estudio de evaluación de la aplicación del procedimiento especial de multiconcursabilidad dispuesto en este artículo, antes de haber terminado el tercer año de su aplicación.

Artículo séptimo. - Las derogaciones de los artículo 1 al 6 de la ley N° 19.994, de conformidad a lo señalado en el artículo 14, comenzarán a regir a contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos siguientes.

La derogación del artículo 7 de la ley N° 19.994 comenzará a regir a contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente ley. Los concursos de promoción que se encuentren realizando a tal fecha, se sujetarán a las normas aplicables al tiempo de su convocatoria.

La asignación especial de calidad de servicio establecida en el artículo 9 de la presente ley, comenzará a regir a contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de esta ley, y quedará sujeta a las siguientes reglas especiales para los períodos que se indican:

1. En el primer año de vigencia, el componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio ascenderá a un 0,5% de la suma de las remuneraciones a que se refiere el artículo 10 de esta ley, el cual se pagará siempre que se haya cumplido a lo menos el 75% de las metas fijadas para el año de publicación de la ley según la normativa para la asignación de estímulo y desempeño de la ley N° 19.994. Asimismo, la evaluación del nivel de cumplimiento de las metas fijadas se realizará conforme a la antedicha ley.

2. En el segundo año de vigencia, el componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio ascenderá a un 2% de la suma de las remuneraciones a que se refiere el artículo 10 de esta ley, el cual se pagará siempre que se haya cumplido a lo menos el 75% de las metas fijadas para el año siguiente a la publicación de la presente ley según la normativa para la asignación de estímulo y desempeño de la ley N° 19.994. Asimismo, la evaluación del nivel de cumplimiento de las metas fijadas se realizará conforme a la antedicha ley.

3. A contar del tercer año de vigencia, el componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio se pagará según el tramo de cumplimiento del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a las y los usuarios del año precedente. Para dicho año se aplicará la siguiente tabla:

	Tramos de cumplimiento del
 programa de mejoramiento
de la cantidad de los servicios prestados a los usuarios
	El
monto
del
componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio corresponderá
a la cantidad  que resulte de aplicar
el % que se indica, sobre la suma de las remuneraciones señaladas en el artículo 10.

	Igual o superior a un 71% e inferior a 81%
	1%

	Igual o superior a un 81% e igual o inferior a 90%
	1,8%

	Superior a 90%
	2,5%


En caso que el tramo de cumplimiento del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios, sea inferior al 71%, no se tendrá derecho al componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio a que se refiere el numeral 2 del artículo 9.

4. A contar del cuarto año de vigencia, el componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio se pagará conforme a la tabla del artículo 12 de esta ley.

5. A contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente ley, el componente base de la asignación del artículo 9, ascenderá a un 12% de la suma de las remuneraciones indicadas en el artículo 10 de esta ley.

Artículo octavo.- El reglamento a que se refiere el artículo 13 de la presente ley, deberá dictarse dentro de los 180 días siguientes a la publicación de la misma.

Artículo noveno.- Lo dispuesto en los artículos 7 y 8 de la presente ley, entrarán en vigencia a contar del tercer año de la fecha de publicación de la misma.

Artículo décimo.- Lo dispuesto en el artículo 1 de la presente ley comenzará a regir en el plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de esta ley, sin perjuicio de las reglas siguientes.

Artículo undécimo.- El modelo de cumplimiento de obligaciones laborales y de prevención de infracciones regulado en el artículo 506 quinquies iniciará su vigencia en el plazo de tres meses contado desde la fecha de publicación en el Diario Oficial del reglamento dispuesto en el inciso cuarto del referido artículo, el que deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha de entrada en vigencia contemplada en el artículo anterior.

Artículo duodécimo.- Lo dispuesto en el artículo 514 comenzará a regir en el plazo de 3 meses contados desde la fecha de entrada en vigencia a que se refiere el artículo décimo transitorio de esta ley.

Asimismo, la o el empleador dispondrá de un plazo de tres meses, a partir de la fecha de entrada en vigencia del artículo 514, para practicar el registro de las contrataciones celebradas con anterioridad a dicha fecha y que se encuentren vigentes a la fecha del registro.

Artículo décimo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos. Para los años posteriores el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.".

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Nicolás Eyzaguirre Guzmán, Ministro de Hacienda.- Alejandra Krauss Valle, Ministra del Trabajo y Previsión Social.
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PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE UN ESTATUTO LABORAL PARA LOS ASISTENTES DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA 

(11.431-04)

MENSAJE N° 143-365/

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en proponer un proyecto de ley que tiene por objeto establecer un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública.

I. ANTECEDENTES

Durante este Gobierno hemos presentado una serie de proyectos que forman parte de la Reforma Educacional, que aborda de modo integral el sistema educacional chileno desde el nivel parvulario al superior.

En el sistema escolar se pondrá fin al lucro, a la selección y al copago en la educación financiada a través de la subvención, logrando con ello superar las barreras de segregación y segmentación que operan sobre el sistema, como la capacidad de pago de las familias y la selección arbitraria.

Se creó el Sistema de Desarrollo Profesional Docente que dignifica la docencia, apoya su ejercicio y aumenta su valoración, abordando la labor docente desde el ingreso a la formación inicial docente hasta el desarrollo profesional en servicio, promoviendo la colaboración entre pares, la formación en servicio la innovación pedagógica y el trabajo colaborativo.

Por último, se crea el Sistema de Educación Pública, con una nueva institucionalidad especializada en la gestión educacional y dotada de la estabilidad, coordinación y capacidades para hacerse cargo de la administración, desarrollo y apoyo a los establecimientos educacionales públicos.

La nueva institucionalidad educacional requiere de una adecuada gestión de los recursos para la prestación del servicio educacional que corresponde al Estado. Para ello, los establecimientos educacionales dependientes actualmente de municipalidades y corporaciones municipales pasarán a depender de los Servicios Locales de Educación Pública.

En materias de personal, esta nueva institucionalidad distingue:

i. Personal de la administración central de los servicios locales, que se regirán por el Estatuto Administrativo;

ii. Personal docente que se desempeña en los establecimientos educacionales, quienes se regirán por el Estatuto Docente y a quienes ya les es aplicable el Sistema de Desarrollo Profesional Docente; y

iii. Personal asistente
de establecimientos educacionales, actualmente regulado por la ley N° 19.464 y el Código del Trabajo.

El Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública tiene por objeto establecer las normas laborales necesarias para que estos trabajadores se inserten en la nueva institucionalidad corno funcionarios públicos.

A su vez, busca generar condiciones conocidas por los trabajadores, con el propósito de evitar arbitrariedades a la hora de abordar las condiciones de desempeño de sus labores en el servicio.

Desde el año 2014 este Gobierno ha mantenido un diálogo permanente con los y las asistentes de la educación. Reflejo de ello es el Protocolo de Acuerdo suscrito el 14 de noviembre de 2014 entre el Consejo Nacional de Asistentes de la Educación y el Ministerio de Educación, representado por su Subsecretaria. Este documento dio inicio al trabajo pre legislativo para la elaboración de un proyecto de estatuto propio del sector de asistentes de la Educación.

En marzo de 2017 se constituyó una mesa tripartita en la que participaron los dirigentes del Consejo Nacional de Asistentes de la Educación, y asesores del Ministerio de Educación y de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.

Los acuerdos logrados en dicha instancia han permitido establecer las bases para el Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública.

No obstante, existen materias que no fueron objeto de acuerdo dentro de la mesa de negociación. Aun así el Ejecutivo ha decidido abordarlas en este proyector toda vez que el estatuto permite establecer beneficios y mejoras en las condiciones laborales de los asistentes de la educación, cumpliendo un compromiso de este gobierno anunciado en el Mensaje Presidencial de 1 de junio de 2017.

Finalmente con este proyecto de ley se cumple lo dispuesto en el artículo quincuagésimo primero transitorio de la ley N° 20.903 que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas.

II. FUNDAMENTOS Y OBJETIVOS

El objetivo principal del proyecto es dotar de un estatuto a los asistentes de la educación que pasen a formar parte de los Servicios Locales de Educación Pública como funcionarios públicos, permitiendo el adecuado funcionamiento de estos.

Este Estatuto se aplicará a los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166 de 1980, los que pasarán a formar parte del Sistema de Educación Pública, en lo que le sea pertinente.

El estatuto debe definir el rol de los asistentes de la educación y determinar su propósito en el sistema. En relación a su rol y debido a la diversidad de funciones que cumplen se debe contextualizar el aporte de éstos a la formación integral de los y las estudiantes.

En ese contexto, podemos distinguir labores que se desempeñan en un rol profesional, como psicólogos, asistentes sociales, fonoaudiólogos, psicopedagogos, y otros; en un rol técnico, ya sea de apoyo directo a educadores y docentes en el aula o en procesos informáticos y administrativos; funciones administrativas, claves para la gestión de los establecimientos educacionales; y servicios de apoyo, que permiten mantener las condiciones necesarias para el buen funcionamiento de éstos.

Por tanto, el rol que cumplen los asistentes de la educación es esencial para la prestación del servicio educacional público, de modo tal que este cumpla con los mayores niveles de calidad integral del servicio educativo y que favorezcan el aprendizaje de los y las estudiantes.

Actualmente, en virtud de la ley N° 19.464 en la educación pública coexisten dos regímenes laborales. En el caso de las corporaciones municipales hay un régimen laboral fundamentalmente privado y, en el caso de los establecimientos municipales uno de carácter mixto, lo que se traduce en que en parte son regulados por el Código del Trabajo y en parte por el Estatuto de Funcionarios Municipales.

A consecuencia de lo anterior, es necesario establecer un cuerpo normativo que permita a los servicios locales contar con un régimen y condiciones laborales comunes para los trabajadores de los establecimientos educacionales que les sean traspasados y que pasarán a ser funcionarios públicos.

El Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública establecerá un sistema que les permitirá, en sus distintas categorías, alcanzar un adecuado desarrollo laboral.

Este sistema de desarrollo laboral comprende el ingreso, formación y salida dentro de una dotación pública y permitirá:

i. Establecer
un
marco
común, explícito y conocido con el cual los asistentes de la educación, hoy dependientes del sector municipal, sean traspasados a los Servicios Locales de Educación Pública.

ii. Normalizar el sector, a través de la regulación de la dotación pública de asistentes de la educación, a la que se ingresará mediante  mecanismos de reclutamiento y selección públicos, estableciendo a la vez causales de salida objetivas y fundadas.

iii. Mejorar la calidad del trabajo de los asistentes de la educación, generando condiciones laborales adecuadas para la prestación del servicio educacional por parte del Estado.

III. CONTENIDO

El proyecto de ley consta de cuarenta y dos artículos permanentes divididos en cuatro títulos, y siete artículos transitorios.

1. Título Preliminar

Este título circunscribe el ámbito de aplicación de la ley a los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública. Asimismo, se aplicará este estatuto al personal asistente de la educación que se desempeñé en establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, en las materias que la presente ley señale.

2. Título I "De los Asistentes de la Educación Pública"

Este título establece las normas de aplicación de la ley y define a los asistentes de la educación pública como aquellos que se desempeñan en uno o más establecimientos educacionales públicos, desarrollando funciones de
carácter profesional, distintas a la docencia, técnicas, administrativas y auxiliares.

Se establecen categorías de asistentes de la educación, de acuerdo a la función que desempeñen y las competencias requeridas para su ejercicio, modernizando la actual clasificación de la ley N° 19.464.

Asimismo, se incorporan normas sobre desarrollo laboral, estableciendo que las funciones desempeñadas por los asistentes de la educación estarán asociadas a perfiles de competencias laborales. Para ello se utilizará el Sistema Nacional
de Certificación de Competencias Laborales establecido en la ley N° 20.267, el cual considera que el Ministerio de Educación, en conjunto con Chile Valora, elaborarán un Proyecto de Competencias Laborales para el sector de asistentes de la educación.

Los perfiles de competencias laborales deberán ser considerados por los servicios locales en los procesos de reclutamiento y selección de asistentes de la educación que ingresen a una dotación pública.

Finalmente, se
 establece que
los asistentes de la educación participarán en acciones formativas que podrán ser desarrolladas por el Ministerio de Educación, a través su Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, o por los servicios locales y administradores. Las acciones formativas que realicen deberán ser pertinentes a las funciones que desarrollan los asistentes de la educación y tender al desarrollo de sus competencias laborales.

3. Título II "De los asistentes de la educación que componen una dotación pública"

Para ingresar a una dotación pública se utilizarán mecanismos de reclutamiento y selección públicos, los que deberán considerar criterios objetivos de ingreso para cada uno de los cargos que se provean, de acuerdo a perfiles de competencias previamente definidos. Además, se considera la realización preferente de procesos de selección internos en caso de generarse vacantes, señalándose en la ley los criterios mínimos sobre los cuales han de proveerse dichos cargos.

En cualquier caso, para incorporarse a una dotación de asistentes de la educación, será necesario cumplir con los requisitos e  inhabilidades para desempeñarse como asistente de la educación establecidos en el artículo 3 de la ley N° 19.464, y además con lo dispuesto en el artículo 12 y en los párrafos 5° y 6° del libro III del Estatuto Administrativo.

Con todo, los extranjeros que cumplan con los requisitos de los literales c), d), e) y f) del artículo 12 del Estatuto Administrativo, junto con la demás normativa precitada, podrán incorporarse a una dotación de asistentes de la educación, si cuentan con residencia definitiva en Chile.

Se regula además la potestad de contratar a los asistentes de la educación que ingresen a una dotación pública, a plazo fijo, lo que no podrá exceder de un año escolar. Asimismo, se regula el contrato de reemplazo en los términos indicados en el artículo 19 del presente proyecto.

Atendida la calidad de funcionarios públicos de los asistentes de la educación que formen parte de una dotación pública, les serán aplicables las normas del Estatuto Administrativo sobre requisitos de ingreso, inhabilidades, responsabilidad, derechos y obligaciones funcionarias, y permisos y licencias médicas. Asimismo, podrán afiliarse a los servicios de bienestar que los servicios locales constituyan o de que sean parte.

La relación laboral terminará por causales objetivas y fundadas y en aquellos casos que se origine en un hecho o causa imputable al funcionario, su aplicación requiere de un proceso sancionatorio previo.

4. Título III "Normas generales relativas a las condiciones de desempeño de los asistentes de la educación"

Se establecen normas relativas a las condiciones de desempeño, generando condiciones laborales adecuadas para la prestación del servicio educacional por parte del Estado, estableciendo además normas comunes a los asistentes de la educación pública. Estas normas actualmente son distintas, dependiendo de si el establecimiento en que se desempeñan depende directamente de una municipalidad, una corporación municipal o administradores conforme al decreto ley N°3.166.

Se dispone que los asistentes de la educación tendrán derecho a que se respeten las funciones para las que fueren contratados, limitando prácticas abusivas y reconociendo a cada asistente de la educación un rol particular en el proceso de enseñanza y aprendizaje y en la prestación del servicio educacional.

Se regula la jornada laboral de los asistentes de la educación pública, en 44 horas semanales para todos ellos, con media hora destinada a colación para aquellos con una jornada superior a 43 horas. Esto viene a poner fin a las distintas interpretaciones administrativas sobre la materia. Asimismo, de modo innovador en las normas laborales chilenas, se reconoce media hora de colación para aquellos trabajadores en que la jornada diaria fuere igual o superior a 9 horas, aun cuando la jornada semanal sea inferior a 43 horas.

Dando respuesta a una demanda histórica de los asistentes de la educación, se establece que como regla general gozarán, al igual que los docentes, de feriado por el período de interrupción de las actividades escolares entre los meses de enero y febrero o el que medie entre el término del año escolar y el comienzo del siguiente, pudiendo ser convocados hasta por tres semanas consecutivas a cumplir actividades de capacitación.

Con todo, atendidos los diversos roles de los asistentes de la educación, entre los que se incluyen las labores de servicio destinadas a la reparación, mantención, aseo y seguridad de los establecimientos educacionales -las que no pueden ser interrumpidas- se establece que tendrán derecho al feriado establecido en el artículo 103 del Estatuto Administrativo, aquellos asistentes de la educación que desarrollen labores esenciales para asegurar la correcta prestación del servicio educacional al inicio del año escolar.

En cuanto a las remuneraciones considerando que la gran mayoría de las asignaciones que gozan son negociadas y reguladas anualmente, éstas se incorporan de modo permanente en el Estatuto que este proyecto de ley establece. La Asignación por Desempeño en Condiciones Difíciles es reemplazada por
la Asignación
de Reconocimiento por Desempeño en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios, en forma análoga a lo regulado respecto a los docentes en la ley que Crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente.

Del mismo modo, el bono de desempeño laboral establecido a través de las leyes de reajuste desde el año 2010, es incorporado como norma permanente, reemplazándose, además, el factor asistencia por el de convivencia escolar, más atingente a la labor desempeñada por los asistentes de la educación.

5. Título IV "Modificaciones a otras normas"

Se modifica la ley N° 19.464, atendida la nueva dependencia que pasaran a tener los establecimientos públicos, y se derogan los artículos relativos a las materias comprendidas en el Estatuto.

Asimismo, se modifica la asignación establecida en dicha ley, dándole permanencia, toda vez que anualmente desde el año 1994 ha sido prorrogada y por tanto ha perdido su sentido original.

Por último, se actualiza la ley N° 19.296, sobre Asociaciones de Funcionarios de la Administración del Estado, considerando la nueva composición dé las dotaciones de asistentes de la educación que pasan de ser comunales a territoriales.

6. Transitoriedad

i. El Estatuto de los asistentes de la educación pública, sólo producirá sus efectos una vez que los asistentes de la educación dependientes del sector municipal pasen a depender de los Servicios Locales de Educación Pública.

ii. La Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales dará, dentro de seis meses de publicada la ley, inicio al proceso de identificación de unidades de competencias relativas a los asistentes de la educación. Una vez terminado este proceso serán aplicables las normas sobre perfiles de competencias laborales.

iii. Las normas sobre dotación pública sólo se aplicarán a aquellos asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública y, por tanto, no regirán en las relaciones laborales vigentes entre los asistentes de la educación y los actuales sostenedores del sector municipal.

iv. Las relaciones laborales entre los asistentes de la educación y las municipalidades y corporaciones municipales se seguirán rigiendo por las normas de la ley N°19.464 que resulten aplicables y subsidiariamente por el Código del Trabajo.

v. Las derogaciones a las normas relativas al sector municipal, contenidas en la ley N° 19.464, sólo producirán efecto respecto de trabajadores traspasados a los Servicios Locales de Educación Pública.

En mérito de lo anteriormente expuesto, someto a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:

"TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.- La presente ley regula el estatuto laboral de los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante "el servicio local" o "el servicio").

Lo dispuesto en esta ley, con excepción del Título II, se aplicará también al personal asistente de la educación que se desempeñe en establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, en lo que esta ley señale.

TÍTULO I

De los Asistentes de la Educación Pública

Párrafo 1°

Aplicación

Artículo 2.- Para efectos de esta ley, se entiende por personal asistente de la educación pública (en adelante también "asistentes de la educación" o "asistentes") aquellos trabajadores que se desempeñen en uno o más establecimientos educacionales públicos y que desarrollen funciones de carácter profesional distintas a la docencia, o bien técnicas, administrativas o auxiliares, que tengan por objeto el desarrollo del proceso de enseñanza y aprendizaje de los estudiantes y la correcta prestación del servicio educacional. También se considerará asistente de la educación al personal que cumpla funciones en internados escolares que dependan de los servicios locales.

Artículo 3.- Para efectos de esta ley se entiende por establecimiento educacional público aquel dependiente de un servicio local, incluidos los establecimientos educacionales de nivel parvulario dependientes de dicho servicio y financiados mediante transferencia de fondos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.

Artículo 4.- Las relaciones laborales entre los servicios locales y los asistentes de la educación de su dependencia se regirán por las disposiciones de esta ley.

En lo no regulado expresamente por esta ley, se aplicará supletoriamente el Código del Trabajo.

Párrafo 2°

Categorías de asistentes de la educación

Artículo 5.- Los asistentes de la educación regidos por esta ley, de acuerdo a la función que desempeñen y a las competencias requeridas para su ejercicio, se clasificarán en alguna de las siguientes categorías: profesional, técnica, administrativa o auxiliar.

Artículo 6.- Serán clasificados en la categoría profesional aquellos asistentes de la educación que, en posesión de un título profesional, desempeñan funciones de apoyo al aprendizaje y otras relacionadas con los proyectos de mejoramiento educativo y de integración de cada establecimiento educacional; de carácter psicosocial, desarrolladas por profesionales de la salud y de las ciencias sociales; de administración de un establecimiento educacional; y otras para cuyo ejercicio se requiera contar con un título profesional, exceptuándose los profesionales afectos al decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Para ser clasificado en la categoría profesional se requerirá estar en posesión de un título profesional de, a lo menos, ocho semestres, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

Artículo 7.- Serán clasificados en la categoría técnica aquellos asistentes de la educación que desempeñen funciones, dentro o fuera del aula, de apoyo al proceso educativo o desarrollo de labores de administración y otras para cuyo ejercicio se requiera contar con un título técnico.

Para ser clasificado en la categoría técnica se requerirá estar en posesión de un título técnico de nivel superior otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, de a lo menos cuatro semestres, o estar en posesión de un título técnico de nivel medio.

Artículo 8.- Serán clasificados en la categoría administrativa, aquellos asistentes de la educación que desempeñen funciones de apoyo administrativo, que requieren de competencias prácticas y destrezas que pueden ser adquiridas a través de la enseñanza no formal o la educación informal.

Para acceder a esta categoría se deberá contar con licencia de educación media.

Artículo 9.- Serán clasificados en la categoría auxiliar los asistentes de le educación que realizan labores de reparación, mantención, aseo y seguridad en los establecimientos educacionales, y otras funciones de similar naturaleza, excluidas aquellas que requieran de conocimientos técnicos específicos.

Para acceder a esta categoría se deberá contar con  licencia de educación media.

Párrafo 3°

Del desarrollo laboral de los asistentes de la educación

Artículo 10.- Las funciones correspondientes a cada una de las categorías señaladas en el párrafo 2° de este Título, serán reguladas a través de perfiles de competencias laborales, que establecerán los conocimientos, destrezas y habilidades requeridos por aquellos para el desempeño de dichas funciones.

Cada perfil de competencias laborales, el que se podrá referir a una o más funciones de similar naturaleza, contendrá a lo menos:

1) La descripción de los requisitos de ingreso al cargo o función.

2) Los conocimientos o experiencias requeridos y las competencias necesarias para el desarrollo de la función.

3) El ámbito de desempeño y los objetivos e indicadores de logro correspondientes a cada función.

Artículo 11.- Los perfiles de competencias laborales se elaborarán de conformidad al procedimiento establecido en la ley N° 20.267 y su reglamento. Para efectos de dicha elaboración el Organismo Sectorial de Competencias Laborales establecido en el artículo 14 de la precitada ley estará compuesto por la Dirección de Educación Pública y representantes de los asistentes de la educación, designados de la forma que señale el reglamento.

Artículo 12.- Los perfiles a que refiere este párrafo, deberán ser considerados por los servicios locales en los procesos de reclutamiento y selección de asistentes de la educación regulados en el Título II.

Con todo, previo acuerdo con el Organismo Sectorial señalado en el artículo anterior, los servicios locales podrán efectuar adecuaciones a los perfiles, en función de las necesidades asociadas al proyecto educativo institucional respectivo, al plan de mejoramiento educativo, al contexto cultural y al territorio en el que se emplaza.

Artículo 13.- Los asistentes de la educación participarán en actividades formativas, las que deberán ser pertinentes a las funciones que ejercen y al desarrollo de sus competencias laborales, de conformidad a las categorías señaladas en el párrafo anterior; y a los perfiles señalados en el presente párrafo.

Los servicios locales y los administradores de establecimientos educacionales podrán colaborar con la formación, perfeccionamiento y capacitación de los asistentes de la educación que se desempeñen en sus respectivos establecimientos. Para efectos de desarrollar estas acciones, los servicios locales podrán generar redes de apoyo dentro del Sistema de Educación Pública.

Artículo 14.- El Ministerio de Educación, a través de su Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria, ejecutará actividades formativas destinadas a asistentes de la educación pública que desarrollen funciones vinculadas directamente al proceso de enseñanza y aprendizaje, tales como asistente de aula, técnico de educación parvularia y otras de similar naturaleza. Estas acciones se ejecutarán de manera directa o mediante la colaboración de instituciones de educación superior acreditadas o instituciones certificadas por el Centro, de acuerdo a lo establecido en el artículo 12 quáter del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Artículo 15.- Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará las materias establecidas en el presente párrafo.

TITULO II

De los asistentes de la educación que componen una dotación pública

Párrafo 1°

Del ingreso a una dotación pública

Artículo 16.- Se entenderá por dotación de asistentes de la educación (en adelante también "dotación") al número total de asistentes que se desempeñen en los establecimientos educacionales dependientes de un mismo servicio local, expresada en horas cronológicas de trabajo semanales.

Al establecerse la dotación, deberá indicarse si los asistentes de la educación corresponden a las categorías profesional, técnica, administrativa o auxiliar, según lo establecido en el Párrafo 2° del Título I de esta ley.

Artículo 17.- Sin perjuicio de los requisitos e inhabilidades para desempeñarse como asistente de la educación, establecidos en el artículo 3 de la ley N° 19.464, para incorporarse a una dotación de asistentes de la educación, será necesario cumplir, además, con lo dispuesto en el artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo (en adelante "Estatuto Administrativo"). Con todo, los extranjeros que cumplan con los requisitos de los literales c), d), e) y f) de dicho artículo podrán incorporarse a una dotación de asistentes de la educación, si cuentan con residencia definitiva en Chile.

Asimismo, a los asistentes de la educación que formen parte de una dotación pública se les aplicarán las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en los párrafos 5° y 6° del libro III del Estatuto Administrativo.

Artículo 18.- El ingreso de los asistentes de la educación a una dotación se realizará mediante mecanismos de reclutamiento y selección públicos, inclusivos y transparentes, los que deberán considerar criterios objetivos de ingreso a cada uno de los cargos que se provean, conforme a los perfiles de competencias laborales previamente definidos de acuerdo al párrafo 3° del Título I.

En caso que se provean vacantes que se produzcan dentro de una dotación, ello se realizará mediante mecanismos de selección internos, los que deberán considerar a lo menos criterios de idoneidad para el cargo, resultados de desempeño y antigüedad en el servicio, y en caso que resulten desiertos, se realizarán procesos abiertos al público.

Con todo, la provisión de las vacantes deberá ser ordenada mediante acto fundado del jefe del servicio, en que deberá constar que es necesaria para la correcta prestación del servicio educacional, en relación a las normas sobre fijación de dotación de personal, y determinarse sobre la base de, al menos, los siguientes elementos:

1) Matrícula total del establecimiento en que se produce la vacante.

2) Niveles y modalidades de la educación provista por dicho establecimiento.

3) Plan de Estudio, Proyecto Educativo Institucional, Planes de Mejoramiento Educativo, Plan de Integración Escolar, Plan de Convivencia Escolar y otros instrumentos análogos.

Artículo 19.- Los asistentes de la educación que ingresen a una dotación podrán ser contratados por un plazo fijo, que no podrá exceder de un año escolar, o uno indefinido.

El contrato de reemplazo es aquel en virtud del cual un asistente de la educación presta servicios en un establecimiento para suplir transitoriamente a otro con contrato vigente que no puede desempeñar su función, cualquiera que sea la causa. Este contrato deberá incluir el nombre del trabajador que se reemplaza y la causa de su ausencia, las funciones que desempeña y su perfil, y se extenderá como máximo por el período de ausencia del trabajador reemplazado.

Artículo 20.- Los contratos de trabajo de los asistentes de la educación regidos por este Título deberán contener, a lo menos las siguientes estipulaciones:

1) Descripción de las funciones encomendadas, de acuerdo a los perfiles de competencias laborales que correspondan, los que se entenderán parte integrante del contrato.

2) Singularización del o los establecimientos educacionales en que el asistente de la educación desempeñará sus funciones.

3) Determinación de la jornada semanal de trabajo.

4) Duración del contrato, de conformidad al artículo precedente.

5) Remuneración.

Párrafo 2°

Obligaciones funcionarias

Artículo 21.- Los asistentes de la educación deberán cumplir con las obligaciones funcionarias establecidas en el artículo 61 y les será aplicable lo dispuesto en los artículos 62 y 63, todos del Estatuto Administrativo.

Artículo 22.- En todo lo relativo a destinaciones, comisiones de servicio y cometidos funcionarios, se aplicará a los asistentes de la educación lo dispuesto en el párrafo 3° del Título III, del Estatuto Administrativo.

Las destinaciones deberán fundarse en ajustes a la dotación y efectuarse una vez que esta haya sido fijada. Con todo, una vez decretada la destinación, aquellos asistentes que consideren que se les ha causado menoscabo, podrán reclamar de ello de acuerdo
al inciso tercero del artículo 12 del
Código
 del Trabajo, sin perjuicio de su derecho a reclamar. Lo anterior, no podrá paralizar la destinación, salvo que el servicio así lo determine.




Párrafo 3°

Derechos funcionarios

Artículo 23.- Los asistentes de la educación tendrán derecho a ser defendidos por el servicio local del que dependan en los términos que señala el artículo 90 del Estatuto Administrativo. Asimismo, gozarán de los derechos establecidos en el artículo 90 A, del mismo cuerpo legal.

Artículo 24.- Los asistentes de la educación podrán solicitar la permuta de sus cargos, de conformidad al artículo 92 del Estatuto Administrativo, en tanto se encuentren dentro de la misma categoría.

Artículo 25- El personal asistente de la educación perteneciente a una dotación pública se regirá en cuanto a permisos y licencias médicas por lo dispuesto en el Estatuto Administrativo.

En materia de accidentes en actos de servicio y de enfermedades contraídas en el desempeño de sus funciones, se les aplicarán las normas de la ley N° 16.744. Sin perjuicio de lo anterior, los servicios locales podrán afiliar a los asistentes de la educación a Mutuales de Seguridad.

Los servicios locales podrán afiliar al personal asistente de la educación a cajas de compensación de asignación familiar. El personal asistente podrá, además, afiliarse a los servicios de bienestar que el servicio local haya constituido o de que sea parte.

Artículo 26.- Los asistentes de la educación podrán constituir asociaciones de funcionarios de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 19.296.

Párrafo 4°

De la terminación de la relación laboral

Artículo 27.- Los asistentes de la educación que formen parte de una dotación dejarán de pertenecer a ella por las siguientes causales:

a) Por renuncia voluntaria, dando aviso con treinta días de anticipación, a lo menos.

b) Fallecimiento.

c) Falta de probidad o conducta inmoral, establecidas fehacientemente mediante sumario administrativo.

d) Incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función, tales como la no concurrencia a sus labores, sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes o un total de tres días durante igual período de tiempo.

e) Vencimiento del plazo del contrato.

f) Obtención de jubilación, renta vitalicia o pensión de un régimen previsional, en relación con la función que desempeñen en el establecimiento.

g) Salud irrecuperable o incompatible con el cargo.

h) Inhabilidad sobreviniente para desempeñarse como asistente de la educación, de acuerdo al artículo 3 de la ley N° 19.464.

Artículo 28.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, los servicios locales podrán poner término al contrato de trabajo a consecuencia de los cambios, ajustes y redistribución que se efectúe a la dotación de asistentes de la educación del servicio local, tanto en su tamaño, composición o redistribución entre establecimientos de la misma, a causa de:

a) Variaciones en el número de estudiantes matriculados en los establecimientos dependientes del servicio respectivo.

b) Procesos de reestructuración, fusión o cierre de establecimientos educacionales dependientes de un mismo servicio local.

c) Cambios en los niveles y modalidades de la educación provista por dichos establecimientos.

Los asistentes de la educación que cesen en sus cargos por la causal señalada en este artículo tendrán derecho a una indemnización de cargo del servicio, equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes de vigencia del contrato respectivo, por cada año de servicio, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once. Esta indemnización no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.

La eventual impugnación de esta causal se regirá por lo dispuesto en el artículo 168 del Código del Trabajo.

Título III

Normas generales relativas a las condiciones de desempeño de los asistentes de la educación

Párrafo 1°

De las condiciones laborales

Artículo 29.- Los asistentes de la educación tendrán derecho a que se respeten las funciones para las que fueren contratados, las que podrán desarrollarse en uno o más establecimientos educacionales.

Asimismo, el director del establecimiento educacional podrá encomendar labores determinadas, distintas a las estipuladas en el contrato, a uno o más asistentes de la educación para permitir la normal prestación del servicio educacional o para facilitar el desarrollo de actividades extracurriculares, siempre y cuando estas labores correspondan a la misma categoría de asistentes de la educación en la que se encuentra contratado y se deban ejecutar dentro de la jornada ordinaria de trabajo.

Artículo 30.- La jornada semanal ordinaria de trabajo de los asistentes de la educación regulados en esta ley no podrá exceder de 44 horas cronológicas para un mismo empleador, incluyendo 30 minutos de colación para aquellos trabajadores contratados por 43 horas o más.

Asimismo, en aquellos casos en que la jornada diaria fuere igual o superior a 9 horas, ésta incluirá 30 minutos destinados a colación, aun cuando la jornada semanal sea inferior a 43 horas.

El tiempo que el asistente de la educación utilice en un mismo día para trasladarse de un establecimiento a otro en virtud de una misma relación laboral, se considerará trabajado para todos los efectos de esta ley, y el costo de movilización será de cargo del empleador. Ambas circunstancias deberán señalarse expresamente.

Artículo 31.- Los asistentes de la educación gozarán de feriado por el período de interrupción de las actividades escolares entre los meses de enero y febrero o el que medie entre el término del año escolar y el comienzo del siguiente. Durante dicha interrupción, podrán ser convocados a cumplir actividades de capacitación, hasta por un período de tres semanas consecutivas.

Sin perjuicio del inciso anterior, tendrán derecho al feriado establecido en el artículo 103 del Estatuto Administrativo, aquellos asistentes de la educación que desarrollen labores esenciales para asegurar la correcta prestación del servicio educacional al inicio del año escolar, las que incluirán, a lo menos, aquellas de reparación, mantención, aseo y seguridad del establecimiento educacional, así como aquellas que determine mediante acto fundado el jefe de servicio.

Artículo 32.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el feriado de los asistentes de la educación de los establecimientos de educación parvularia financiados mediante transferencia de fondos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, se regirá por lo dispuesto en la ley N° 20.994.

Párrafo 2°

De las remuneraciones y asignaciones

Artículo 33.- La remuneración de los asistentes de la educación se determinará conforme al Código del Trabajo.

Además de las remuneraciones establecidas en el Código del Trabajo, los asistentes de la educación tendrán derecho a recibir, si cumplen con los requisitos correspondientes, las asignaciones establecidas en los artículos siguientes.

Artículo 34.- Existirá una Asignación de Reconocimiento por Desempeño en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios, de cargo fiscal, la que será imponible y tributable, no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración y corresponderá a un monto fijo máximo de $14.620.- mensuales, para un contrato de 44 horas cronológicas semanales o más, el cual se aplicará en proporción a las horas establecidas en los respectivos contratos. Esta asignación se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que las remuneraciones del sector público.

Esta asignación se otorgará a los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales públicos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que sean de alta concentración de alumnos prioritarios, entendiendo por ello a aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248. Para estos efectos, en escuelas o liceos cárceles se entenderá que la concentración de alumnos prioritarios es igual a un 60%.

Los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos que se encuentren ubicados en zonas rurales, y tengan una concentración de alumnos prioritarios inferior al 60% y mayor o igual al 45%, tendrán derecho a una asignación igual al 50% del monto establecido en el inciso primero.

Artículo 35.- Los asistentes de la educación que se desempeñen en un establecimiento educacional que haya sido seleccionado como de Desempeño de Excelencia Académica tendrán derecho a percibir una Bonificación de Excelencia Académica, en los términos establecidos en el artículo 2° de la ley N° 20.244.

Artículo 36.- Los asistentes de la educación percibirán, si corresponde, el beneficio establecido en el artículo 59 de la ley N° 20.883.

Artículo 37.- Los asistentes de la educación que laboren en las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y Antártica Chilena, así como en las Provincias de Palena, Chiloé e Isla de Pascua y en la comuna de Juan Fernández, percibirán el beneficio establecido en el artículo 30 de la ley N° 20.313, en la forma señalada en dicho artículo y sus normas complementarias.

Artículo 38.- Las remuneraciones de los asistentes de la educación que se desempeñen en los establecimientos de educación parvularia financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos se determinarán de acuerdo al Código del Trabajo, sin perjuicio de lo cual tendrán derecho a percibir la asignación del artículo 3 de la ley N° 20.905, en la medida que cumplan los requisitos para percibirla.

Párrafo 3°

Del bono de desempeño laboral

Artículo 39.- Los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales públicos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación y los regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, y que tengan un contrato vigente al 31 de agosto de cada año podrán recibir, anualmente, un bono de desempeño laboral de hasta diez unidades de fomento, para aquellos trabajadores con una jornada laboral de 44 horas semanales.

El bono de desempeño laboral contendrá los siguientes elementos:

1) Un componente base, que corresponderá a seis unidades de fomento.

2) Un componente variable, que corresponderá a 4 unidades de fomento como máximo.

El monto del componente variable será determinado de acuerdo al grado de cumplimiento de un "indicador general de evaluación", el cual estará compuesto por las siguientes variables a las cuales se les asignará un porcentaje de cumplimiento:

a) Años de servicio en el sistema.

b) Escolaridad.

c) Convivencia Escolar.

d) Resultados controlados, por índice de vulnerabilidad escolar, del Sistema de Medición de la Calidad de la Educación (SIMCE) por establecimiento, considerando el

Ultimo nivel medido entre los dos años inmediatamente anteriores.

A las variables señaladas en el inciso anterior se les asignará un porcentaje de cumplimiento.

Obtendrán el monto máximo del componente variable aquellos asistentes de la educación que, por la sumatoria de las 4 variables indicadas, obtengan el 80% o más del valor del indicador general de evaluación. Si dicho valor del indicador general de evaluación, fuere superior a un 70% e inferior al 80%, el componente variable será de 2,8 unidades de fomento. Para los asistentes de la educación- que obtengan un valor del indicador general de evaluación superior a un 50% e inferior o igual a un 70%, el componente variable será de 1,4 unidades de fomento. Un valor del indicador general de evaluación igual o menor al 50% no dará derecho al componente variable.

Los beneficiarios del bono de desempeño laboral serán determinados en el mes de octubre de cada año, mediante resolución de la Subsecretaria de Educación, a quien corresponderá su administración, concederlo y resolver los reclamos a que haya lugar.

El pago del bono de desempeño laboral se realizará en dos cuotas iguales, en pesos, de acuerdo al valor de la unidad de fomento al 1° de diciembre del año en que se otorga, que se pagarán en el señalado mes de diciembre y en febrero del año siguiente. Esta bonificación no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable, no estará afecto a descuento alguno y no será considerado subsidio periódico para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N° 20.595.

Quienes perciban maliciosamente este bono deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las correspondientes sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 40.- Un reglamento del Ministerio de Educación suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará el peso relativo de cada una las variables, así como sus ponderaciones de acuerdo al grado de su respectivo cumplimiento, y las normas que sean necesarias para su implementación.

TITULO IV

Modificaciones a otras normas

Artículo 41.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N°19.464:

1. Reemplázase su artículo 2 por el siguiente:

"Artículo 2°.- La presente ley se aplicará al personal asistente de la educación de los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, al regido por el decreto ley N° 3.166, de 1980, que tenga contrato vigente y que realice funciones distintas a la docencia, de aquellas señaladas en el artículo 5 del Estatuto Laboral de los Asistentes de la Educación Pública.

Se aplicará, asimismo, al personal asistente de la educación que cumpla funciones en internados regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.

Asimismo, lo dispuesto en los artículos 3, 4 bis, 5 y 13 de esta ley se aplicará a los asistentes de la educación de nivel parvulario, dependientes de Servicios Locales de Educación Pública y que se desempeñen en establecimientos financiados mediante transferencia de fondos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles".

2. Reemplázase su artículo 3 por el siguiente:

"Artículo 3°.- Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y en la ley, no podrán desempeñar labores de asistentes de la educación los condenados por alguno de los delitos contemplados en el título y del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia, alguno de los delitos contemplados en las leyes N°s 16.618, 20.000, con excepción de lo dispuesto en su artículo 4, 20.005, 20.066 y 20.357, y en los párrafos II, V, VI, VII del Título Séptimo; en los párrafos I y II, en los artículos 395 a 398 del párrafo III y en el párrafo V bis del Título Octavo, y en los artículos 433, 436 y 438 del Título Noveno, todos del Libro Segundo del Código Penal.

En caso de que el asistente de la educación sea sometido a la medida cautelar de prisión preventiva en una investigación por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, podrá ser suspendido de sus funciones, con o sin derecho a remuneración total o parcial, por el tiempo que se prolongue la medida cautelar.

Asimismo, para desempeñarse como asistentes de la educación deberá acreditarse idoneidad sicológica para desempeñar dicha función, sobre la base de un informe que deberá emitir el Servicio de Salud correspondiente y no podrán encontrarse inhabilitados para trabajar con menores de edad o desempeñarse en establecimientos educacionales, de acuerdo a la ley N°20.594.

El informe de idoneidad sicológica señalado en el inciso anterior deberá referirse exclusivamente a la aptitud del trabajador para relacionarse con menores de edad y no podrá en caso alguno referirse a las competencias laborales del trabajador, las que deberán acreditarse en el correspondiente proceso de selección de personal.

La idoneidad sicológica para desempeñarse como asistente de la educación deberá acreditarse en forma previa a la celebración del respectivo contrato.".

3. Derógase su artículo 4.

4. Derógase su artículo 6.

5. Reemplázase en su artículo 7 la expresión "enero del año 2017" por "enero de cada año".

6. Derógase su artículo 9.

Artículo 42.- Reemplázase el inciso quinto del artículo 13 de la ley N° 19.296 por el siguiente:

"No obstante, para aplicar las reglas señaladas en los incisos precedentes al personal asistente de la educación regido por el Estatuto de los Asistentes de la Educación del Sector Público, los quórums a que hace referencia este artículo se calcularán, exclusivamente, en relación con los trabajadores que tengan tal calidad en cada dotación pública.".

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Vigencia de la ley. La presente ley entrará en vigencia en la fecha de su publicación, sin perjuicio de lo establecido en los artículos transitorios siguientes.

Artículo segundo.- De los perfiles de competencias laborales. La Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, establecida en la ley N° 20.267, dentro de los seis meses siguientes a la publicación de esta ley, dará inicio al proceso de identificación de unidades de competencias relativas a los asistentes de la educación, con el objeto de elaborar los perfiles señalados en los artículos 11 y siguientes de esta ley.

El proceso de identificación de competencias, incluyendo la formulación, aprobación e inscripción de perfiles, deberá realizarse en un plazo máximo de veinticuatro meses, prorrogables por doce meses adicionales en casos fundados.

Lo dispuesto en el artículo 12 no será aplicable a los procesos de reclutamiento y selección que los servicios locales efectúen entre la entrada en vigencia de la ley y la inscripción de los perfiles respectivos. Asimismo, en los contratos que dichos servicios celebren en el intertanto, para efectos de lo dispuesto en el número 1) del artículo 20 de esta ley, bastará la descripción de la función encomendada, sin que sea necesario referir al perfil respectivo.

Artículo tercero.- Normas transitorias aplicables  a sostenedores del sector municipal. Las modificaciones legales establecidas en el Título III de esta ley entrarán en vigencia desde el traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo.

En consecuencia, dichas modificaciones no producirán efecto respecto de aquellas municipalidades o corporaciones municipales que continúen prestando el servicio educacional. Asimismo, los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos dependientes de estas continuarán rigiéndose por las normas que actualmente les rigen.

Se exceptuará de lo dispuesto en el inciso primero los numerales 2), 5) y 6) del artículo 41, los que entrarán en vigencia desde la publicación de esta ley.

Artículo cuarto.- Normas transitorias aplicables a los Servicios Locales de Educación Pública. Una vez operado el traspaso del servicio educacional desde una municipalidad o corporación municipal a un servicio local, éste procederá en un plazo no superior a tres meses, a entregar al Ministerio de Educación la nómina del personal asistente de la educación traspasado, con indicación de la categoría a que debe acceder cada uno de ellos, de acuerdo a la clasificación establecida en el párrafo 2° del Título I.

Artículo quinto.- Del pago de las asignaciones. La Asignación de Reconocimiento por Desempeño en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios establecida en el artículo 34 se pagará a contar del inicio del año escolar siguiente a la publicación de esta ley. Para estos efectos se entenderá que los establecimientos educacionales dependientes de municipalidades y corporaciones municipales son establecimientos educacionales públicos.

La bonificación establecida en el artículo 35 y los beneficios establecidos en los artículos 36 y 37, todos de esta ley, serán percibidos por los asistentes de la educación que tengan derecho a ellos, aun cuando el establecimiento educacional en que se desempeñan no haya sido traspasado a un servicio local.

Artículo sexto.- Transitoriedad del bono de desempeño laboral. El artículo 39 de esta ley regirá desde el año escolar siguiente a aquel en que se encuentre totalmente tramitado el reglamento a que hace referencia el artículo 40 de la misma.

Artículo séptimo.- Transitoriedad sobre término de relación laboral. Las causales de término de relación laboral establecidas en los numerales 6) y 7) del artículo 27 de esta ley, no serán aplicables al personal que tenga contrato vigente con una municipalidad o corporación municipal a la fecha de entrada en vigencia de la misma y sea traspasado a un servicio local.".

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Nicolás Eyzaguirre Guzmán, Ministro de Hacienda.- Adriana Delpiano Puelma, Ministra de Educación.
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE LA INDIA RELATIVO A LA AUTORIZACIÓN PARA REALIZAR ACTIVIDADES REMUNERADAS A FAMILIARES DEPENDIENTES DEL PERSONAL DIPLOMÁTICO, CONSULAR, TÉCNICO Y ADMINISTRATIVO ASIGNADO A MISIONES DIPLOMÁTICAS Y CONSULARES”, SUSCRITO EN NUEVA DELHI, EL 28 DE OCTUBRE DE 2016

(11.344-10)

Oficio Nº 13.492

VALPARAÍSO, 7 de septiembre de 2017

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 11.344-10:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de la India relativo a la autorización para realizar actividades remuneradas a familiares dependientes del personal diplomático, consular, técnico y administrativo asignado a misiones diplomáticas y consulares”, suscrito en Nueva Delhi, el 28 de octubre de 2016.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Enrique Jaramillo Becker, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE BELARÚS SOBRE EXENCIÓN DE VISAS PARA TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS, DE SERVICIO Y OFICIALES”, SUSCRITO EN SANTIAGO, CHILE, EL 21 DE NOVIEMBRE DE 2016

(11.345-10)
Oficio Nº 13.493

VALPARAÍSO, 7 de septiembre de 2017

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 11.345-10:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Belarús sobre Exención de Visas para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, de Servicio y Oficiales”, suscrito en Santiago, Chile, el 21 de noviembre de 2016.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Enrique Jaramillo Becker, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE TRINIDAD Y TOBAGO SOBRE SUPRESIÓN DEL REQUISITO DE VISA PARA LOS TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS U OFICIALES”, SUSCRITO EN NUEVA YORK, ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, EL 24 DE SEPTIEMBRE DE 2016

(11.346-10)
Oficio Nº 13.494

VALPARAÍSO, 7 de septiembre de 2017
Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 11.346-10:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Trinidad y Tobago sobre Supresión del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos u Oficiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 24 de septiembre de 2016.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Enrique Jaramillo Becker, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.892, GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA, CON EL OBJETO DE CONSIDERAR A LAS MAREJADAS COMO FUERZA MAYOR PARA EVITAR LA CADUCIDAD DE LA INSCRIPCIÓN DE LOS PESCADORES ARTESANALES EN EL REGISTRO RESPECTIVO 
(11.311-21)
Oficio Nº 13.498

VALPARAÍSO, 12 de septiembre de 2017

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con el objeto de considerar a las marejadas como fuerza mayor, para evitar la caducidad de la inscripción de los pescadores artesanales en el Registro respectivo, correspondiente al boletín No 11.311-21, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcense en la letra a) del artículo 55 de la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, las siguientes modificaciones:

1. Intercálase el siguiente párrafo tercero, nuevo, pasando el tercero a ser cuarto:

“En el caso de haberse producido marejadas, debidamente acreditadas por la autoridad competente, que hayan impedido el ejercicio de la actividad extractiva, se ampliará de oficio el plazo antes señalado por el promedio de días que dichas circunstancias hubieren afectado a la misma región. El reglamento establecerá la fórmula de cálculo.”.

2. Agrégase el siguiente párrafo final: 


“Si por efecto de las marejadas o de cualquier otro fenómeno climático que se produzca en el mar, se causare el varado de los recursos huiro Lessonia nigrescens, huiro palo lessonia trabeculta y huiro macro Macrocystis spp, el Servicio excepcionalmente autorizará su recolección sin que esto signifique aumento de la cuota anual de captura, ya que se trata de una recolección, y su registro sólo tendrá efectos estadísticos.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
7
INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.284, EN EL SENTIDO DE ESTABLECER LA OBLIGATORIEDAD DE JUEGOS INFANTILES NO MECÁNICOS EN ESPACIOS PÚBLICOS Y PRIVADOS PARA NIÑOS Y NIÑAS EN SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD

(9.701-14)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados Jenny Álvarez, Karol Cariola, Daniella Cicardini, Fidel Espinoza, Daniel Farcas, Maya Fernández, Clemira Pacheco, Denise Pascal, Luis Rocafull y Joaquín Tuma.



Se hace presente que, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único, y acordó, unánimemente, proponer al señor Presidente que sea considerada del mismo modo por la Sala.


A una o más de las sesiones en que se analizó esta materia concurrieron: el Honorable Diputado señor Luis Rocafull; la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, doña Paulina Saball, junto a su asesora legislativa, doña Jeannette Tapia, y del Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS), el Director Nacional, señor Daniel Concha, la Subdirectora Nacional, señora Viviana Ávila, y la Jefa del Subdepartamento de Derechos Humanos y Asesoría Legislativa, señora Natalia Nesbet.


También estuvieron presentes: Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora Constanza González. De la Asociación Chilena de Municipalidades, el Coordinador Nacional, señor Miguel Moreno. De la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista, señora Verónica de la Paz. Del Comité DC, el asesor, señor Luis Espinoza. Asimismo, concurrieron los siguientes asesores parlamentarios: del Senador señor Montes, don Luis Díaz; del Senador señor Moreira, don Héctor Mery; del Senador señor Ossandón, doña Israela Rosenblum, doña María Angélica Villadangos y don José Huerta, y del Diputado señor Rocafull, don Fernando García.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Establecer la obligación de que los respectivos juegos infantiles no mecanizados cuenten con un diseño que permita su utilización por niños en situación de discapacidad, garantizando su accesibilidad en igualdad de condiciones.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1) Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.


2) Ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad.


3) Ley General de Urbanismo y Construcciones.


4) Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.



5) Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, promulgada por decreto supremo N° 830, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 14 de agosto de 1990, publicada en el Diario Oficial el 27 de septiembre de 1990.


6) Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, promulgada por decreto supremo N° 201, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 25 de agosto de 2008, publicada en el Diario Oficial el 17 de septiembre de 2008.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen a esta iniciativa de ley indica que el juego infantil es un instrumento idóneo para el armónico desarrollo de la personalidad del niño y para que perciba su infancia como una etapa de bienestar y felicidad, principio que ha sido acogido por nuestra legislación en el artículo 31.1 de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, ratificada por Chile en el año 1990, que dispone: “Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al descanso y el esparcimiento, al juego y a las actividades recreativas propias de su edad y a participar libremente en la vida cultural y en las artes.”.

Los impulsores del proyecto añaden que tal derecho se encuentra reforzado en la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada por Chile en el año 2008, la cual en la letra r) de su preámbulo establece: “Reconociendo también que los niños y las niñas con discapacidad deben gozar plenamente de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, y recordando las obligaciones que a este respecto asumieron los Estados Partes en la Convención sobre los Derechos del Niño,” y posteriormente en su Artículo 7.1, sobre niños y niñas con discapacidad, declara que: “Los Estados Partes tomarán todas las medidas necesarias para asegurar que todos los niños y las niñas con discapacidad gocen plenamente de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas.”.

Sostienen que, en ese contexto, la Administración del Estado y las municipalidades, a iniciativa propia o en colaboración con otras entidades públicas o privadas, han fomentado el juego infantil mediante la instalación de juegos para niños en espacios públicos, creando en las urbes plazas que constituyen el punto de encuentro y esparcimiento de toda la ciudadanía, cuestión replicada por empresas privadas al situar en sus recintos juegos infantiles que aumentan la concurrencia de menores, como, por ejemplo, en los patios de comida de centros comerciales.

Afirman que, no obstante lo señalado, la cualidad integradora de los juegos infantiles se ve fuertemente mitigada cuando solo permiten su uso a niños y niñas que no se encuentran en situación de discapacidad, desplazando o negando, taxativamente, su utilización a aquellos que sí lo están. Lo anterior, a juicio de los autores, representa una discriminación que transgrede el contenido del derecho internacional, en cuanto a los derechos humanos de los niños y de las personas en situación de discapacidad.

Expresan que, en efecto, en nuestro país el diseño de los juegos infantiles en plazas y parques estaría entregado a la discrecionalidad de quien las construye, sea el municipio, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo o una empresa privada, ya que no existe una ley que regule esta materia de forma específica.

Así, la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad, dispone en su artículo 21 que “Las nuevas construcciones, ampliaciones, instalaciones, sean éstas telefónicas, eléctricas u otras y reformas de edificios de propiedad pública o privada, destinados a un uso que implique la concurrencia de público, así como también las vías públicas y de acceso a medios de transporte público, parques, jardines y plazas, deberán efectuarse de manera que resulten accesibles y utilizables sin dificultad por personas que se desplacen en sillas de ruedas.”.

Sin embargo, a juicio de los autores, el precepto citado resulta ser muy limitado, tanto por el universo de beneficiarios de la misma como en sus exigencias, pues solo abarca un tipo de discapacidad, cual es la motriz, y porque, en la práctica, se concretó solamente en la construcción de rampas para sillas de ruedas.

Por otro lado, comentan que la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, en su artículo 28 señala que: “Todo edificio de uso público y todo aquel que, sin importar su carga de ocupación, preste un servicio a la comunidad, así como toda nueva edificación colectiva, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente por aquellas con movilidad reducida.”; pero el tema del acceso para niños y niñas en situación de discapacidad a juegos infantiles instalados en plazas públicas sigue sin ser abordado específicamente.

Así, advierten que los edificios, lugares de esparcimiento, plazas y parques ya construidos deben ser acondicionados para permitir el disfrute de las personas con discapacidad, tal como aquellos que están en fase de idea o planificación de construcción, para que, contando con un diseño universal, cualquiera pueda usar y gozar de sus instalaciones.

Los autores subrayan que lo anterior resulta tener mayor impacto cuando se trata de niños o niñas, por ser más susceptibles a sufrir discriminación entre sus pares, especialmente cuando tienen algún tipo de discapacidad. En este sentido cobra fuerza un nivel más intenso del principio de igualdad, como expresión del derecho al igual respeto y consideración, ya que no se les puede reprochar ni maltratar por eventos o cualidades adscritas sobre los que carecen de toda posibilidad de control. 

De acuerdo a lo consignado en la Moción, el profesor Carlos Peña González habría expresado que “esta tercera dimensión del principio de igualdad es la que funda el enunciado final del artículo 19, número 2°, de la Constitución Política de la República: discriminar arbitrariamente, significa hacer diferencias en atención a cualidades adscritas no voluntarias”.

Los impulsores enfatizan en que -actualmente- la mayoría de los juegos no mecánicos construidos en espacios públicos o privados no están acondicionados para que un niño con discapacidad pueda jugar; entonces, lo que para muchos constituye un momento de diversión, para otros se convierte en una forma de exclusión, conllevando una limitación discriminadora de su derecho a participar de las actividades recreativas propias de su edad y, por consiguiente, su desarrollo como seres humanos.

A mayor abundamiento citan la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño que en uno de sus preceptos dispone que: “Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales.”. Además, indican que el documento impone a las autoridades de los países el deber de protección del niño y de garantizar su pleno desarrollo tanto físico, como espiritual, moral y social, y tal como se expresó, dichos derechos se encuentran reforzados en la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

A su vez, mencionan que, en la misma línea, la ley N° 20.422 funda sus importantes disposiciones en los principios de vida independiente, accesibilidad y diseño universal, intersectorialidad, participación y diálogo social. Según su artículo 3°, letra b), la accesibilidad universal garantiza que los entornos -entre otros- sean utilizables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de la forma más autónoma y natural posible, y su artículo 7° prescribe que: “Se entiende por igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, la ausencia de discriminación por razón de discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, educacional, laboral, económica, cultural y social.”.

A este respecto, connotan que la presente iniciativa legal constituye una acción positiva, toda vez que concibe el juego   -en este caso representado por los juegos no mecanizados, es decir, los que se impulsan solo con la fuerza humana- como fundamental en el desarrollo de los menores y, por lo tanto, es preciso poner especial énfasis en el acceso a ellos de quienes tienen alguna discapacidad. 

Por las razones señaladas, en opinión de los impulsores del proyecto, se hace necesaria la modificación de la normativa del rubro.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El proyecto consta de un artículo único, que modifica el artículo 28 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.


El precepto actual dispone lo que se indica a continuación:


“Artículo 28.- Todo edificio de uso público y todo aquel que, sin importar su carga de ocupación, preste un servicio a la comunidad, así como toda nueva edificación colectiva, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente por aquellas con movilidad reducida. Asimismo, estarán sometidas a esta exigencia las obras que el Estado o los particulares ejecuten en el espacio público al interior de los límites urbanos, y los accesos a los medios de transporte público de pasajeros y a los bienes nacionales de uso público. Si las edificaciones y obras señaladas en este inciso contaren con ascensores, estos deberán tener capacidad suficiente para transportar a las personas con discapacidad de conformidad a la normativa vigente. 


Las edificaciones anteriores a la entrada en vigencia de la ley N° 19.284 quedarán sometidas a las exigencias de accesibilidad contenidas en el artículo 21 de dicha ley y sus normas complementarias. Del mismo modo, las edificaciones colectivas destinadas exclusivamente a vivienda, cuyos permisos de construcción fueron solicitados entre la entrada en vigencia de la ley Nº19.284 y la entrada en vigencia del presente cuerpo legal, continuarán siendo regidas por el artículo 21 de la ley N° 19.284 y sus normas complementarias. 


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, corresponderá al Ministerio de Vivienda y Urbanismo establecer las normas a las que deberán sujetarse las nuevas obras y edificaciones, así como las normas y condiciones para que las obras y edificaciones existentes se ajusten gradualmente a las nuevas exigencias de accesibilidad. 


La fiscalización del cumplimiento de la normativa establecida en los incisos precedentes será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las municipalidades, a requerimiento de las direcciones de obras, podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, con o sin fines de lucro, para que colaboren con aquéllas en el ejercicio de esta facultad.


La denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona, ante el juzgado de policía local, en conformidad a lo establecido en el inciso precedente.”.

La iniciativa en análisis intercala los siguientes incisos segundo y tercero al precepto transcrito:


“Los parques, plazas o áreas verdes, públicas y privadas, que contemplen juegos infantiles no mecanizados, deberán construirse a partir de un diseño universal que permita el uso de todos los niños y niñas, incluidos aquellos con discapacidad, garantizando además las condiciones de accesibilidad universal, para que puedan ingresar de manera segura desde la calle al área común de juegos y circular por las distintas dependencias a través de rutas accesibles que permitan su continuidad en el desplazamiento.


La dirección de obras municipales, previa entrega del permiso de edificación correspondiente, deberá fiscalizar el cumplimiento de la obligación impuesta en el inciso precedente.”.

Primeramente, el Honorable Senador señor Moreira manifestó sus aprensiones en cuanto a que el inciso tercero propuesto pudiera importar el otorgamiento de nuevas atribuciones a los directores de obras municipales.

Al respecto, se hizo presente que no se trataría de nuevas atribuciones, ya que estarían comprendidas en facultades actuales de tales funcionarios, establecidas, por ejemplo, en los artículos 116, 142, 144 y 145 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

A su vez, se tuvo en cuenta que el Ejecutivo adelantó que sugeriría enmarcar lo relativo a la fiscalización en lo que, sobre la materia, ya contempla el actual inciso cuarto del artículo 28, precepto que es objeto de las modificaciones propuestas en la iniciativa en debate.

Enseguida, el Honorable Diputado señor Rocafull expresó su preocupación en lo relativo a que en la actualidad los juegos no mecánicos, instalados en muchas partes del país, no dan la posibilidad de utilización a niños con discapacidad, y aun cuando reconoció el surgimiento de medidas puntuales en pos de la inclusión, por ejemplo, en playas y ciertos juegos infantiles, hizo ver que ello se ha debido a la mera voluntad de quienes las han financiado, mas no a una legislación que establezca su obligatoriedad.

Atendido lo anterior, se propone que cualquier parque, plaza o área verde en que se construyan juegos no mecanizados deban hacer posible su uso por parte de niños con discapacidad.

Señaló que, además, con esta normativa se estará cumpliendo con los tratados internacionales ratificados por Chile en relación con el derecho de los menores al esparcimiento, al juego y a las actividades recreativas, y a asegurar que la totalidad de los niños con discapacidad gocen plenamente de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás -Convenciones de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño y sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad-.

La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo estuvo de acuerdo con el sentido, la propuesta y el espíritu de la iniciativa.

Mencionó que, como país, se ha hecho un esfuerzo importante por aumentar la inversión estatal en espacios públicos, mejorando su calidad; sin embargo, un asunto muy relevante es quiénes pueden utilizarlos y disfrutarlos, por lo que sostuvo que toda la regulación que se ha venido aprobando sobre el acceso universal significará un cambio trascendental para más de dos millones de personas que sufren de problemas de movilidad.

Explicó que, en el caso específico, se quiere atacar la discriminación consistente en que los niños con discapacidad no puedan utilizar los juegos infantiles y compartir con los demás menores.

Asimismo, comentó que, a propósito de la restauración del Parque Ecuador -en Concepción-, cuyo diseño se trabajó con profesionales y niños de la Teletón, se llegó al convencimiento de que la inclusión es una medida que cambia la vida de las ciudades en general y no solo la de aquellos que se ven habilitados para acceder, ya que el resto de la comunidad puede reconocer la realidad de personas con distintos tipos de discapacidad, generando un cambio de percepción para todos.

Por otra parte, sostuvo que es preciso realizar ciertos ajustes menores al texto aprobado por la Cámara de Diputados, por ejemplo, aclarar que esta normativa no afectará a parques, plazas o áreas verdes privadas, a menos que sean de uso público; además, expresó la conveniencia de que lo relativo a la fiscalización sea modificado, de manera de adaptarlo a la normativa existente, como se consignó con anterioridad.

La señora Israela Rosenblum, asesora del Senador señor Ossandón, coincidió con el espíritu del proyecto de ley, pero detalló ciertas aristas que podrían acarrear problemas desde el punto de vista de su ejecución, como la falta de financiamiento respecto de las municipalidades para cumplir con el plazo de tres años para adaptar colegios, postas y otras edificaciones -que de ellas dependan- a las nuevas exigencias de los accesos; también comentó que lo relativo a la “carga de ocupación”, por un lado, queda a la absoluta discrecionalidad de los directores de obras y, por otro, la Contraloría General de la República habría reparado gran parte de los pronunciamientos sobre el particular; asimismo, opinó que la normativa que se propone es difícil de cumplir en muchas zonas del país, por sus especiales características geográficas y climáticas.

La Secretaria de Estado aclaró que la iniciativa en discusión solo se refiere a los juegos infantiles no mecanizados que se construyan en espacios de uso público y no a la regulación apuntada por la aludida asesora, recientemente reglamentada por medio de una modificación a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, que consiste en garantizar la accesibilidad universal en las calles y en todos los edificios públicos -por la vía de una ruta especial-, que ya es exigible para la nueva infraestructura y a la cual deberá adecuarse la antigua en el respectivo plazo de tres años.

Además, expuso que durante el debate de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente se solicitó al MINVU que cuando se evaluara el diseño y construcción de espacios públicos con juegos infantiles se cumpliera con la política de diseño y accesibilidad universal.

El señor Daniel Concha, Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS), concordó con lo expresado por la señora Ministra y detalló que los edificios públicos a construir deben presentar un plano y un expediente de accesibilidad, y, los existentes, un plano de los ajustes que necesitan realizar en un plazo de tres años. Comentó, a modo ejemplar, que el Metro habría dado a conocer un presupuesto de cincuenta y seis millones de dólares para que las estaciones antiguas cuenten con sus respectivos ascensores.

Por otra parte, mencionó que en el artículo 21 de la ley N° 19.284 -“antigua Ley de Integración”- se exige que parques, jardines y plazas se construyan de manera que resulten accesibles y utilizables sin dificultad por personas que se desplacen en sillas de ruedas y que la ley N° 20.422 se refiere al derecho de las personas con discapacidad a acceder y utilizar parques, plazas y áreas verdes en forma autovalente y sin dificultad.

Respecto a la experiencia comparada, entregó antecedentes de Brasil, Reino Unido y Estados Unidos, y expuso que, en materia de parques accesibles e inclusivos, dichas naciones serían pioneras a nivel mundial. En Estados Unidos, la normativa se extiende a parques propiamente tales, parques de diversiones, zoológicos y otros lugares de recreación y se determina el porcentaje exacto de ellos que debe ser accesible universalmente. En Canadá, se regulan las áreas de juego al aire libre.

Resaltó que SENADIS apoya el espíritu y sentido del proyecto de ley, ya que explicita una materia que no se había regulado de modo expreso ni en la ley N° 20.422 ni en la OGUC; además, ayuda a promover el derecho de los niños y niñas con discapacidad a tener acceso pleno a juegos infantiles, con lo que, eventualmente, el diseño universal podría llegar a referirse a la totalidad de los espacios, con suelo y accesos adecuados para ser utilizados con más o menos asistencia de terceros. 

Anotó que el MINVU ha apoyado la iniciativa y eso ayudará a establecer, a futuro, que los juegos en general tengan un diseño universal, pensando en todo tipo de discapacidad, lo que conlleva a pensar que se trata de un proyecto de ley bastante innovador, acercándose a las realidades de los países que más avanzados están.

Reflexionó que al invertir en espacios para personas con discapacidad no solo se beneficiarán ellas, sino que la mayoría de los usuarios, por lo que esta iniciativa iría en la línea de un cambio cultural.

La señora Ministra, en concreto, propuso modificaciones al texto, a saber: especificar que se estarían regulando áreas públicas y privadas de uso público, y contemplar la fiscalización en el inciso cuarto del artículo 28.

El Honorable Diputado señor Rocafull manifestó que su motivación para presentar la Moción parlamentaria fue haber observado en su ciudad cómo un niño en silla de ruedas aplaudía y contemplaba a los demás -sin discapacidad- disfrutar los juegos infantiles, y no poder utilizarlos.

Comentó que Arica fue la primera localidad en contar con acceso para sillas de ruedas en las playas, por medio de rampas. Además, recientemente, se logró que las personas con discapacidad puedan, también, bañarse ocupando sillas anfibias.

Destacó que este tipo de medidas y normativa benefician a todos, ya que los niños sin impedimentos físicos podrán disfrutar de los juegos con su hermano o amigo que sí los tiene, por lo que es muy importante que Chile se sume a los países vanguardistas en esta materia. 

El Honorable Senador señor Ossandón sostuvo que, en su opinión, los juegos para niños con discapacidad deben ser obligatorios, aunque anotó que el problema es que su valor es mucho mayor. 

Manifestó su aprensión en cuando al “diseño universal” y señaló que sería más viable establecer que en toda plaza o parque exista al menos un juego apto para las necesidades de personas con discapacidad y preguntó cuál es el fundamento de mencionar aquel concepto.

Asimismo, comentó que el asunto relativo a los juegos infantiles es relevante, tanto por sus costos y mantención, como por su mala utilización, e hizo ver que en ciertos barrios los metálicos son destruidos y convertidos en armas, o que las cadenas de los columpios se lanzan al tendido eléctrico para provocar cortes de energía.

El Honorable Senador señor Montes también coincidió con el sentido y el propósito del proyecto de ley; sin embargo, expresó que está de acuerdo con lo planteado por el Senador señor Ossandón en cuanto al “diseño universal”, ya que pareciera ser que se alude a un tipo de juego más complejo y muy integrado, y consideró que para introducir esta obligatoriedad se necesita flexibilidad, permitiendo cumplir con la ley al incorporar, en una plaza o parque, un juego utilizable por niños con discapacidad.

A su vez, recordó que hace algunos años la señora Paulina Saball, mientras se desempeñaba en el Ministerio de Bienes Nacionales, llevó a cabo un seminario en Concepción sobre los espacios públicos. El señor Senador, en esa línea, reconoció los grandes avances en inversión estatal en este campo, aun cuando indicó que ciertas formas de concesión de tales espacios acarrean dudas sobre su conveniencia.

Enfatizó en que es necesario potenciar actividades y participación de más personas en los espacios públicos. Por ejemplo, en México, se le da la misma relevancia a la inversión como a las actividades que se desarrollan en plazas, canchas y parques; así, los militares se encargan de prestar un servicio, siendo árbitros, monitores de baile o de ejercicios, etc. Por lo anterior, subrayó que también se avanza disponiendo de personal dedicado a orientar y ayudar a los usuarios.

El Honorable Senador señor Ossandón preguntó si el proyecto de ley se refiere a los juegos que ya existen o a los que se construirán en el futuro, puesto que sería muy diferente establecer que dentro de cinco o diez años todos los juegos infantiles de espacios públicos deban ser aptos para ser utilizados por niños con discapacidad.

Agregó que para llevar adelante este tipo de medidas sería conveniente revisar la Ley de Rentas Municipales, dado que la mayoría de los municipios chilenos no cuenta con los recursos suficientes, por lo que recurrirán a las concesiones, y opinó que éstas, en el ámbito de parques y plazas, son demasiado caras debido a la mantención, porque las empresas presupuestan el 100% de la destrucción de la infraestructura.

El Honorable Senador señor Montes expresó que la redacción aprobada por la Cámara de Diputados contiene cierta ambigüedad respecto a si la ley operaría solo para los nuevos juegos infantiles o si también se incluye a los ya edificados.

La señora Ministra aclaró que “diseño universal” es un concepto y no conlleva una uniformidad respecto de los juegos infantiles.

El Honorable Senador señor Ossandón opinó, entonces, que es un concepto demasiado ambiguo.

El señor Daniel Concha señaló que el “diseño universal” no es una suerte de marca registrada por una empresa, sino que se trata de un concepto que proviene de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

Explicó que la “accesibilidad universal” se refiere solo a la infraestructura, en cambio, el “diseño universal” va mucho más allá, incluso desde adaptaciones curriculares; a modo ejemplar, mencionó que la Academia Judicial derogó el impedimento de ingreso a la misma por parte de abogados ciegos y sordos.

Indicó que la noción de “diseño universal” también abarcaría la instalación de juegos sensoriales para niños ciegos o con estimulación para personas con discapacidad intelectual.

Asimismo, aludió al denominado “All Abilities Playground”, utilizado por Australia, y que se habría iniciado con la implementación de 17 juegos. Acotó que con este tipo de entretenimientos no solo se obtiene su utilización por un mayor grupo de individuos, sino que también se gana en seguridad para todos.

Añadió que el “diseño universal” se aplica en las cadenas hoteleras; por ejemplo, en España, los hoteles invirtieron en la infraestructura de sus habitaciones y baños, adaptándolos para personas con movilidad reducida, lo que impulsó su economía en época de crisis, razón que lo llevó a concluir que esto, que se ve como un alto costo, se trata más bien de una inversión para el país, porque perdura y lo beneficia.

La señora Ministra agregó que en las viviendas con subsidio estatal se ha introducido el concepto de acceso universal, en concreto en el ancho de puertas, rampas de acceso y distribución del baño, lo cual no ha implicado un mayor costo, sino que un diseño distinto.

La accesibilidad universal dentro de las áreas verdes ya está consagrada en la ley del ramo, por lo que no existe diseño de espacio público que no deba cumplir con ella, mediante una ruta que permita recorrerlos, rampas, etc.

Lo que incorpora el proyecto de ley en debate es que los juegos contengan un diseño universal, abarcando desde los más sofisticados hasta otros muy sencillos; así, por ejemplo, en el parque Ecuador hay balancines y toboganes con un ancho distinto, para permitir el desplazamiento y utilización de personas con discapacidad.

Además, aseveró que se ha aumentado la cantidad de espacios públicos, y los juegos infantiles incentivan un mayor uso de ellos, lo cual conlleva a la convivencia entre personas de edades diferentes, dejando de ser lugares de simple paseo.

Comentó que, en un nuevo parque que cuenta con espacios deportivos en Arica, se reunió con dirigentes vecinales cuya única preocupación se refiere a lo que ocurre en dicho espacio durante la noche, por lo que ellos mismos se habrían organizado para llevar a cabo distintas actividades.

El Honorable Senador señor Montes anotó que, respecto de las viviendas, aún no se da solución al diseño de las escaleras para personas con algún tipo de discapacidad, aun cuando reconoció avances en la materia.

En cuanto a la redacción del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, señaló que debe ser flexibilizado, para que sea capaz de adaptarse a las distintas realidades del país, ya que, de lo contrario, se frenarán las intenciones de construir nuevos juegos infantiles.

Insistió en que es necesario pensar en espacios públicos con gente que se ocupe de guiar, cuidar, apoyar y enseñar a los usuarios, y mencionó que en La Florida hay canchas a las que los niños no concurren por temor a la delincuencia.

El Honorable Senador señor Ossandón estuvo de acuerdo con don Daniel Concha en cuanto a que este tipo de iniciativas son una inversión en beneficio del país; sin embargo, se requiere analizar la viabilidad en la concreción de las medidas que conllevaría la ley, pues está convencido de que implicará nuevos desembolsos para los municipios, que no se han considerado en el proyecto en debate, por lo que si, además, no se flexibiliza su cumplimiento -juegos mixtos y no diseño universal total-, a su juicio, será inaplicable en la práctica.

En esa línea, apuntó, a modo ejemplar, que para la mayor concurrencia de adultos mayores a las plazas y parques se debe partir por instalar asientos con respaldo.

Finalmente, sugirió difundir la utilización del CPTED -“Crime Prevention Through Environmental Design”- que consiste en aprovechar el diseño medioambiental de los espacios, permitiendo, por ejemplo, que un abuelo se sienta seguro y cómodo llevando a su nieto a jugar a una plaza o parque.

La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo expresó que el planteamiento de Su Señoría, en cuanto a los adultos mayores, es exactamente lo que propone el proyecto de ley, pues el diseño universal se refiere a que el equipamiento, la infraestructura, las rutas, etc., permitan que acceda el mayor número de personas posible.

Añadió que, a su entender, la implementación de la ley en la práctica no necesariamente acarreará un mayor gasto, ya que muchas veces basta con juegos simples, como en el parque Inés de Suárez  -en Providencia- en que existe un pequeño cerro con una especie de fuerte en la cima; entonces, si la ruta para llegar ahí tiene determinada pendiente y ancho calificará dentro del diseño universal.

El Honorable Senador señor Ossandón opinó que lo descrito por la señora Ministra no sería propiamente un juego, sino que un diseño de parque, y explicó que un municipio, al licitar los juegos de un parque, no lo haría respecto de dicho cerro, sino que del fuerte de la cumbre.

Consideró muy positivo el diseño universal, aun cuando lo peligroso sería interpretar que todo juego, en sí mismo, deba tener tal carácter.

El Honorable Senador señor Montes indicó que le preocupa que con la actual redacción se presente un proyecto de construcción a la dirección de obras municipales y ésta lo rechace por no tener el “diseño universal”, por lo que sugirió plantear el texto de la iniciativa de ley de un modo que permita cierta gradualidad en su implementación, por ejemplo, exigir a todo parque o plaza que contenga algunos elementos inclusivos, como rampa y ruta con ancho suficiente.

La Secretaria de Estado aclaró que lo que sugiere Su Señoría ya se encuentra vigente, por medio del acceso universal. Añadió que el proyecto en cuestión apunta a que los juegos no mecánicos sean inclusivos, es decir, universales.

El Honorable Diputado señor Rocafull, a propósito de la falta de recursos para implementar el diseño universal en los juegos infantiles de la especie, manifestó que se trataría de una obligación hacia todos los habitantes del país. Además, comentó que en regiones ningún municipio, a excepción del de Iquique, financia proyectos y prácticamente todos se ejecutan por medio del Fondo Nacional de Desarrollo Regional o convenios-mandato.
El Honorable Senador señor Montes hizo ver que existe acuerdo con el objetivo de la iniciativa y que solo bastaría afinar ciertos puntos relativos a la gradualidad y flexibilidad de la obligatoriedad de los juegos infantiles con diseño universal.

El Honorable Senador señor Moreira consideró que lo más apropiado sería realizar algunas precisiones a la redacción, en atención a los planteamientos consignados, y sugirió un trabajo conjunto entre el Ejecutivo y los asesores de los señores Senadores para arribar a un texto de consenso, dentro del marco de la idea matriz de la Moción, cuestión en la que concordaron los demás miembros presentes de la Comisión y los representantes del Gobierno.

En la siguiente sesión, el Honorable Diputado señor Rocafull expresó que, atendiendo a las inquietudes manifestadas con anterioridad por los miembros de la Comisión, se idearon algunas correcciones para mejorar el texto aprobado por la Cámara de Diputados, fórmula -añadió- con la que el Ejecutivo estaría de acuerdo.

Doña Jeannette Tapia, asesora de la señora Ministra, aclaró que tal proposición pretende salvar ciertos puntos discutidos en la sesión pasada; así, lo primero es dejar absoluta certeza en cuanto a que esta normativa solo regirá en relación con parques, plazas o áreas verdes ubicados en espacios públicos (bienes nacionales de uso público) y aquellos cuya propiedad es privada, pero de uso público. 

La otra sugerencia consiste en recoger lo que se contiene en el nuevo inciso tercero que la Cámara de Diputados propone introducir en el artículo 28, en el actual inciso cuarto de este precepto, dado que se refiere a las facultades de fiscalización que ya detentan las direcciones de obras municipales.

Lo anterior se materializaría, concretamente, de la siguiente forma:

a) Intercalando, en el aludido artículo 28, un nuevo inciso segundo que dispone que los parques, plazas o áreas verdes, públicos y privados de uso público, que contemplen juegos infantiles no mecanizados, deberán construirse a partir de un diseño universal que permita su uso de forma autónoma por todos los niños y niñas, incluidos aquellos con discapacidad, garantizando a su vez las condiciones de accesibilidad universal, para que puedan ingresar de manera segura desde la calle al área común de juegos y circular por las distintas dependencias a través de rutas que permitan su continuidad en el desplazamiento, y

b) Precisando, en el actual inciso cuarto, que pasaría a ser quinto, que la facultad con que ya cuentan las direcciones de obras municipales para fiscalizar el cumplimiento de la normativa del rubro podrán ejercerla “tanto al momento de otorgar un permiso de edificación y su recepción, como durante el uso de las referidas obras, edificaciones, parques, plazas o áreas verdes, públicos y privados de uso público, y sus instalaciones”.

El Honorable Senador señor Ossandón indagó si los juegos de los condominios quedarán afectos a esta regulación, a lo que la aludida asesora contestó negativamente.

El Honorable Senador señor Moreira consultó a la señora Jeannette Tapia si, en su opinión, el nuevo texto consignado resuelve las preocupaciones manifestadas por los señores Senadores, a lo que ella contestó que sí, subrayando que se abordaron todas aquellas vinculadas a la idea matriz del proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Ossandón preguntó si, normalmente, el director de obras municipales otorga permisos para la construcción de juegos infantiles.

La asesora explicó que precisamente esa materia -contenida en el inciso tercero propuesto por la Cámara de Diputados- fue motivo de observación por parte del Ejecutivo, puesto que carecería de fundamento, ya que -a su parecer- dicho funcionario municipal no debe dar permiso alguno para la instalación de tales juegos, razón que aconseja contemplar este asunto en el actual inciso cuarto del artículo 28, porque, así, la dirección de obras los fiscalizará durante su uso y no en otro momento, pudiendo -eventualmente- cursar una infracción a su propietario en caso de no cumplir con la legislación.

El Honorable Senador señor Ossandón replicó que la gran mayoría de las plazas son construidas por los municipios, por lo que el director de obras tendría que denunciar a la institución a la que pertenece, lo que cree bastante improbable.

Por otra parte, reiteró que establecer la idea del diseño universal podría ser malinterpretado y utilizarse como negocio, y señaló que -en su concepto- lo óptimo es que toda plaza pública tenga juegos aptos para niños con discapacidad, en tanto los hubiere en el sector, bastando con una petición de la junta de vecinos a la municipalidad respectiva.

Además, apuntó que la obligación de acceso expedito desde la calle es evidente y nada tiene que ver con los juegos infantiles.

El señor Daniel Concha, Director Nacional de SENADIS, aclaró que el diseño universal no se relaciona con costos, sino, más bien, con creatividad en la forma de hacer las cosas.

Dio a conocer que, de acuerdo al segundo Estudio Nacional de la Discapacidad (ENDISC 2015), el 5,8% de la población entre dos y diecisiete años se encuentra en situación de discapacidad, lo que se traduce en 229.904 personas; de ellas, 85.696 son mujeres y 144.208, hombres; sobre los 18 años prevalece el número de mujeres.

Enseguida, destacó dos tratados internacionales relevantes sobre la materia en análisis: la Convención Interamericana contra toda forma de Discriminación e Intolerancia, de la Organización de Estados Americanos, y la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, de la ONU, ratificada por Chile en el año 2008.

Mencionó que en el segundo instrumento se ha tenido una importante participación por medio de la abogada con discapacidad visual, María Soledad Cisternas, que estuvo en el equipo redactor y puso a nuestro país en el lugar de gestor y promotor del tratado.

Anotó que la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) fue ratificada con mayor celeridad, por los Estados miembros, que la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, lo cual denotaría que la discapacidad ya no se centra en el individuo; así, por ejemplo, todas las organizaciones sociales a nivel mundial concuerdan en que el término correcto no es “discapacitado”, sino que se debe separar a la persona de la discapacidad, ya que sería la interacción con el entorno la que la genera.

Luego, comentó que el año 2010 comenzó a regir la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, que en su artículo 3° consagra los principios rectores: vida independiente, accesibilidad universal, diseño universal, intersectorialidad (transversal a los rubros de vivienda, transporte, salud, cultura, deporte, etc.), participación y diálogo social.

Añadió que, sobre la accesibilidad, el artículo 9°, número 1, de la CDPD dispone que: “A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación y eliminación de obstáculos y barreras de acceso…”.

A su turno, indicó que el artículo 3° de la ley N° 20.422 define, en la letra b) del inciso segundo, accesibilidad universal como: “La condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de la forma más autónoma y natural posible.”.

Ahora bien, la CDPD establece, en el inciso final del artículo 2°, que: “Por “diseño universal” se entenderá el diseño de productos, entornos, programas y servicios que puedan utilizar todas las personas, en la mayor medida posible, sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. El “diseño universal” no excluirá las ayudas técnicas para grupos particulares de personas con discapacidad, cuando se necesiten.”.

Y la Ley sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, en la letra c) del inciso segundo del artículo 3°, consigna que diseño universal es: “La actividad por la que se conciben o proyectan, desde el origen, entornos, procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herramientas, de forma que puedan ser utilizados por todas las personas o en su mayor extensión posible.”.

Hizo hincapié en que el diseño universal no es una marca registrada, sino que depende del lugar, sus circunstancias y de los recursos con que se cuente, ya que apunta a la creatividad, respetando los diálogos sociales con las personas con discapacidad que habitan en el entorno de una locación particular. A su vez, expresó que los espacios deben ser accesibles y tender a la estimulación para personas con discapacidad intelectual o sensorial.

Comentó que el BCI ganó el Sello Chile Inclusivo hace cuatro años y no solo por la responsabilidad social empresarial, sino porque sus políticas tienden a beneficiar a los clientes por medio del diseño estratégico de productos financieros, como, por ejemplo: tarjetas de débito con braille, cajeros automáticos que hablan para personas con discapacidad visual, atención al público con intérprete de lengua de señas on line, inclusión laboral y página web accesible. Además, tendrían un plan, hasta el 2020, para implementar accesibilidad universal en todas sus oficinas.

Otro ejemplo es el Instituto de Previsión Social, que ha incorporado sistemas inclusivos de atención al público, que van desde bajar los mesones para personas en sillas de ruedas, atención on line con intérprete de lengua de señas e instrumentos en braille.

Enseguida, señaló que SENADIS ha impulsado una estrategia de desarrollo local inclusivo en municipios pequeños que, por medio de fondos que no superan los setenta millones de pesos, ha logrado inaugurar cierta infraestructura con diseño accesible, como en Perquenco -en la Región de la Araucanía-.

Resaltó que, en atención al espíritu de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, no bastaría con instalar un juego para menores con discapacidad por plaza o parque, ya que implicaría una segregación y no la inclusión total de ellos.

Por otra parte, adujo que el artículo 31 de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño consagra el derecho al juego de la siguiente manera: “1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al descanso y el esparcimiento, al juego y a las actividades recreativas propias de su edad y a participar libremente en la vida cultural y en las artes. 2. Los Estados Partes respetarán y promoverán el derecho del niño a participar plenamente en la vida cultural y artística y propiciarán oportunidades apropiadas, en condiciones de igualdad, de participar en la vida cultural, artística, recreativa y de esparcimiento.”.

En el mismo sentido, citó la letra r) del preámbulo y el número 1 del artículo 7° de la CDPD, que son del siguiente tenor: “r) Reconociendo también que los niños y las niñas con discapacidad deben gozar plenamente de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, y recordando las obligaciones que a este respecto asumieron los Estados Partes en la Convención sobre los Derechos del Niño,” y “1. Los Estados Partes tomarán todas las medidas necesarias para asegurar que todos los niños y las niñas con discapacidad gocen plenamente de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas.”.

Finalmente, mostró imágenes de juegos inclusivos de distintos países.

El Honorable Senador señor Moreira preguntó si la normativa se aplicaría solo a los juegos que se construyan hacia el futuro o si los actuales tendrán que ser adaptados y cuál sería la manera de hacerlo.

La señora Ministra contestó que este proyecto de ley regirá para los juegos que se vayan a construir en el futuro.

Reafirmó lo señalado por el señor Daniel Concha, en el sentido de que nuestro país ya ratificó la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; que tenemos una ley propia que define los conceptos de acceso y diseño universal, y un reglamento sobre accesibilidad universal y que esta iniciativa busca poner el foco en los juegos infantiles.

Indicó que la idea es que, simplemente, al momento de diseñar una plaza se trabaje pensando en niños con discapacidad, a fin de proyectar que un mismo juego pueda tener una ruta accesible (rampa y ancho mayor) para ellos y que sea susceptible que lo utilicen. Aclaró que este proyecto de ley no implica que deban comprarse juegos determinados.

El Honorable Senador señor Ossandón apuntó que alguien tendrá que construir esos juegos con un diseño universal, a lo que la Secretaria de Estado arguyó que en materia de accesibilidad universal en edificios públicos, en ciertos casos, se han llevado a cabo medidas muy sencillas y a bajo costo.

La señora Ministra destacó que se requiere que en Chile la inclusión pase a ser un asunto natural, permitiendo a los niños con discapacidad ejercer sus derechos de la misma manera que el resto, y que todo conlleva una disposición a incorporar en el diseño de los espacios esta nueva dimensión.

El Honorable Senador señor Ossandón opinó que el proyecto de ley, en la forma en que ha sido planteado, tiene serios problemas para ser llevado a la práctica; primero, porque la gran mayoría de las plazas de Chile ya está construida, por lo que si esta normativa no las obliga a adaptarse en un lapso determinado habrá muy pocas que tengan juegos para ser utilizados por niños con discapacidad; en segundo lugar, consideró que sería más prudente comenzar por medidas progresivas, incluyendo en los parques algún juego apto para menores con discapacidad en las comunas en que se acredite la necesidad, lo cual no cree que sea discriminatorio; todo lo contrario, pues la idea es crecer hacia la inclusión, pero siendo realistas.

Además, reiteró que le parece altamente improbable que el director de obras denuncie a la municipalidad por no atender al criterio del diseño universal.

En otro ámbito, advirtió que en torno a las plazas surge una serie de problemas, como, por ejemplo, que los skaters se toman las rutas -para hacer piruetas- malográndolas, en ciertos sectores no es posible instalar basureros porque son quemados, las cadenas de los columpios las sacan para provocar cortes de energía eléctrica, etc.

El Honorable Senador señor Moreira valoró el fundamento de la iniciativa, pero solicitó contar con ideas para hacerla más viable en la práctica y no dejar abierta la posibilidad de interpretaciones equívocas. Destacó que lo principal es lograr que los niños con discapacidad puedan acceder a los juegos infantiles de plazas y parques.

El señor Daniel Concha sostuvo que el conflicto que se puede llegar a dar entre el director de obras municipales y el alcalde respectivo es un punto a analizar.

En su rol de Director Nacional de SENADIS y transmitiendo los planteamientos de las organizaciones sociales internacionales, indicó que la instalación de juegos para niños con discapacidad solo en un determinado sector sería peligroso, y reiteró el ejemplo de los hoteles españoles que adaptaron todos sus espacios de forma general, ya que se llegó a la convicción de que disponer solo de una habitación para personas en sillas de ruedas era insuficiente.

Asimismo, comentó el caso del documentalista y actor Felipe Orellana, que recorrió Chile en su silla de ruedas y colaboró con SENADIS para realizar un diagnóstico sobre los lugares accesibles.

Insistió en que esta legislación pretende regular situaciones futuras y que es muy importante contar con un marco obligatorio para darle sentido a la vida inclusiva, ya que así los niños con discapacidad tendrán la certeza de que podrán visitar y disfrutar cualquier parque a lo largo del país.

El Honorable Senador señor Ossandón recalcó que apoya la idea de que los niños con discapacidad tengan acceso a todos los parques, lo que ya es una obligación regulada por la ley. Sin embargo, en lo referido a los juegos infantiles, opinó que debe reforzarse su aplicación en los ya instalados y discrepó con el señor Daniel Concha en su negativa a considerar que se comience por un juego apto para personas con discapacidad en las plazas y parques construidos.

Propuso establecer un plazo determinado para que en los espacios públicos que ya existen se habilite al menos un juego para niños con discapacidad, en las comunas en que se constate la necesidad de ellos por medio de las juntas de vecinos u otras organizaciones de la sociedad civil.

La señora Natalia Nesbet, Jefa del Subdepartamento de Derechos Humanos y Asesoría Legislativa de SENADIS, hizo ver que el artículo 57 de la ley N° 20.422 establece que toda persona que por causa de una acción u omisión arbitraria o ilegal sufra amenaza, perturbación o privación en el ejercicio de los derechos consagrados en la aludida ley, podrá concurrir, por sí o por cualquiera a su nombre, ante el juez de policía local competente de su domicilio para que adopte las providencias necesarias para asegurar y restablecer el derecho afectado.

Además, mencionó que el inciso final del precepto que se intenta modificar (artículo 28) dispone que: “La denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona, ante el juzgado de policía local…”, por lo que se concluye que la fiscalización no solo quedará en manos del director de obras municipales.

Agregó que las nociones de accesibilidad universal y diseño universal siempre enfrentan muchas reservas.

Hizo saber que en lo que atañe a la construcción plural de los derechos humanos, si bien existen muchos instrumentos, como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, etc., siempre quedan grupos que continúan siendo discriminados en el tiempo -por ejemplo, las mujeres, los niños y las personas con discapacidad-, por lo cual a nivel internacional se ha llegado al consenso de que es necesario contar con herramientas específicas para que dichos grupos dejen de estar al margen.

El acceso y diseño universal es una manera de adaptar el lenguaje de los derechos humanos a las personas con discapacidad; entonces, en la medida en que no seamos capaces de incorporar tales conceptos en nuestra sociedad, seguiremos discriminando y segregando.

Finalmente, recalcó que el derecho al juego es básico en el desarrollo de los niños e hizo un llamado para encontrar una fórmula destinada a sacar adelante este proyecto.

La señora Ministra añadió que lo que se quiere es introducir modificaciones al artículo 28 de la ley N° 20.422 solo respecto de los juegos infantiles, pero lo referente al acceso universal y la fiscalización ya se encuentra regulado por el mismo precepto, por lo que, con la redacción propuesta, no se estaría imponiendo a la dirección de obras municipales una nueva obligación acerca de la materia.

Apuntó, en todo caso, que comparte la preocupación del Senador señor Ossandón respecto a la transitoriedad y adaptabilidad de los juegos infantiles existentes.

El Honorable Diputado señor Rocafull señaló que no le cabe duda que los directores de obras continuarán realizando su fiscalización de manera eficiente, aun cuando el dueño de la obra sea el municipio, y comentó la situación de la escuela rural N° 55 de Chaca -localidad de la comuna de Arica-, en que la dirección de obras paralizó la construcción de un comedor por no cumplir con alguno de los estándares.

Observó que Chile aprobó la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y, mediante esta Moción, se intenta su concreción en un ámbito específico.

También indicó que nuestro país crece y se desarrolla en la medida en que es inclusivo, por lo que no se trata                  -simplemente- de agregar juegos.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó su total acuerdo con el proyecto de ley, ya que son demasiados los lugares (plazas, espacios públicos y áreas verdes) en que da la sensación de que más que haber personas discapacitadas somos una sociedad discapacitada para acoger a muchos niños que viven esa realidad.

Señaló que el concepto de diseño universal abre muchas alternativas para su cumplimiento, ya que no exige que un municipio de escasos recursos cuente con infraestructura de primer nivel.

Asimismo, consideró que las direcciones de obras municipales son muy autónomas en su labor y, además, existe la posibilidad de denunciar, por cualquier persona, ante el juzgado de policía local.

No descartó que se pueda mejorar el proyecto, acogiendo algunos de los planteamientos consignados.

El Honorable Senador señor Ossandón aclaró que concuerda con la idea central de la iniciativa, pero quiere darle mayor viabilidad en la práctica y aplicación para los juegos existentes.

Explicó que el caso comentado por el Diputado señor Rocafull, sobre la paralización de la construcción de un comedor al interior de un colegio, no sería lo mismo que las plazas y juegos, porque éstos no requieren permiso de construcción.

El Honorable Senador señor Montes indicó estar de acuerdo con la iniciativa legal.

Comentó que participó en la discusión de la ley N° 19.284 -que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad- y recordó que en aquélla se dispuso una serie de exigencias forzadas para mejorar las condiciones de desplazamiento de las personas con discapacidad en el área urbana, así como medidas en materia de educación, pero pasaron muchos años entre la aprobación de dicha ley y la concreción de la misma.

A raíz de lo anterior, señaló que, aun cuando está de acuerdo con la inclusión, es necesario idear algún proceso que asegure que se avanza en esa dirección, sin pretender que desde el comienzo sea 100% así, porque no es posible.

Concordó con que el diseño sea muy exigente, pero el problema se daría en su ejecución, por lo que debería haber un mecanismo de incorporación gradual de juegos con diseño universal, para que la ley no sea letra muerta.

A su vez, reiteró que es necesario impulsar la utilización de los espacios públicos por medio de seguridad, sistema de monitores, actividades, etc.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Walker, don Patricio.

En la última sesión, y a propósito de la consideración en particular del proyecto, la Comisión analizó, primeramente, dos indicaciones presentadas por el Honorable Senador señor Ossandón, del siguiente tenor:

Indicación número 1

Para reemplazar el artículo único por el que se transcribe a continuación:

“Artículo único.- Intercálase el siguiente artículo 28 bis a la ley Nº 20.422:

“Artículo 28 bis.- Los parques, plazas o áreas verdes, públicos y privados de uso público, que contemplen juegos infantiles no mecanizados, deberán construirse a partir de un diseño universal que permita su uso de forma autónoma por todos los niños, incluidos aquellos con discapacidad, garantizando a su vez las condiciones de accesibilidad universal, para que puedan ingresar de manera segura desde la calle al área común de juegos y circular por las distintas dependencias a través de rutas que permitan su continuidad en el desplazamiento.

Las juntas de vecinos podrán solicitar la adecuación, en los términos señalados en el inciso anterior, de los juegos infantiles no mecanizados de los parques, plazas o áreas verdes, públicos y privados de uso público de su respectivo sector, acompañando la certificación a que alude el inciso final del artículo 4° de la presente ley.”.”.

Indicación número 2

Para reemplazar el artículo único por lo siguiente:

“Artículo único.- Intercálase el siguiente artículo 28 bis, nuevo, a la ley Nº 20.422:

“Artículo 28 bis.- Los parques, plazas o áreas verdes, públicos y privados de uso público, que contemplen juegos infantiles no mecanizados, deberán construirse a partir de un diseño universal que permita su uso de forma autónoma por todos los niños, incluidos aquellos con discapacidad, garantizando a su vez las condiciones de accesibilidad universal, para que puedan ingresar de manera segura desde la calle al área común de juegos y circular por las distintas dependencias a través de rutas que permitan su continuidad en el desplazamiento.”.

Artículo transitorio.- Los parques, plazas o áreas verdes, públicos y privados de uso público, que contemplen juegos infantiles no mecanizados y que se encuentren construidos a la fecha de publicación de la presente ley, deberán ser adecuados en los términos descritos por el artículo 28 bis de la ley N° 20.422, a solicitud de las juntas de vecinos del respectivo sector acompañando la certificación a que alude el inciso final del artículo 4° de la misma ley. Tal adecuación deberá realizarse dentro de los dos años siguientes contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud.”.

Al respecto, el Honorable Senador señor Ossandón explicó sus propuestas y advirtió que, en primer lugar, de acuerdo con los lineamientos de la Real Academia Española, no correspondería referirse a “niños y niñas”, sino que simplemente a “niños”, puesto que englobaría ambos géneros.

En segundo término, recalcó que sus indicaciones no abordan directamente lo referente a la fiscalización de la normativa por parte de los directores de obras municipales, ya que, en su opinión, en la práctica, dichos funcionarios no denunciarán a la institución a que pertenecen, e hizo ver que tanto en la Ley General de Urbanismo y Construcciones como en la ley N° 20.422 ya se contempla lo relativo al control del cumplimiento.

Por otra parte, insistió en que lo ideal es que todos los juegos infantiles de plazas, parques o áreas verdes del país sean aptos para ser utilizados por menores con discapacidad, razón que lo llevó a plantear, en la indicación número 2, un artículo transitorio que establece la obligación de adecuar -a la regulación en debate- los juegos que se encuentren construidos o instalados actualmente, a solicitud de las juntas de vecinos, en un plazo de dos años, contado desde la presentación de tal petición.

Señaló que, frente a la posibilidad de que la indicación número 2 sea declarada inadmisible y no cuente con el patrocinio del Ejecutivo, también propuso -en la indicación número 1- habilitar expresamente a las juntas de vecinos para solicitar la aludida adecuación, acompañando la certificación de la discapacidad emitida por las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), respectivas.

A su turno, la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo estimó importante contemplar la regulación en debate en el artículo 28 de la ley N° 20.422, pues en dicho precepto se contextualiza la materia relativa a la universalidad, fiscalización y la reclamación respecto del cumplimiento de la misma disposición. 

En cuanto a la adaptación de juegos en parques, plazas o áreas verdes existentes, señaló que comparte la propuesta de habilitar expresamente a las juntas de vecinos para que la requieran; sin embargo, no estuvo de acuerdo con fijar un plazo ni con la simple adecuación de las instalaciones solamente cuando niños con discapacidad habiten en el sector, porque el Ejecutivo busca consagrar la universalidad, tanto para el acceso como para el diseño.

El Honorable Senador señor Ossandón replicó que para justificar la adaptación de los juegos infantiles construidos debe haber una razón de fondo, cual es la necesidad en virtud de la existencia de menores con discapacidad viviendo en las cercanías.

El Honorable Senador señor Tuma expresó que el proyecto de ley apunta a llenar un vacío legal referente a cómo el Estado garantiza que los niños puedan disfrutar y compartir en condiciones de seguridad. Así, hizo ver que en la Región de La Araucanía hay muchas villas y poblaciones antiguas que no cuentan con espacios propicios para que los menores jueguen y se desarrollen en un ambiente protegido.

Añadió que le inquieta que la propuesta de redacción del MINVU solo aborde la situación de los juegos que se instalen en el futuro y, entonces, reflexionó de qué manera se reconoce y garantiza la seguridad de los menores respecto de lo existente. 

Sostuvo que no queda claro qué ocurrirá con los parques y plazas construidas, y preguntó a la señora Ministra quién hará la inversión, ya que no le pareció conveniente que lo haga el municipio, sino que instó al Ejecutivo a explorar un financiamiento compartido con el Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR), a través de los servicios de vivienda y urbanización (SERVIU), etc., de modo de establecer un plan de adecuación de los juegos a lo largo del país, todo lo cual solo podría provenir de la iniciativa de la Presidenta de la República.

La Secretaria de Estado observó que la preocupación del Senador señor Tuma ha sido una constante en el debate de la iniciativa y sostuvo que, al respecto, habrían dos alternativas: 1) la propuesta del Ejecutivo, que no considera un plazo de adecuación de los juegos infantiles de parques, plazas o áreas verdes, ya que se partió de la base de que estos tienen una duración limitada y breve, por lo que en la medida en que se fueran renovando tendrían que cumplir con la normativa; asimismo, indicó que significaría sobre exigir el presupuesto de los entes locales, y 2) lo planteado por el Senador señor Ossandón, que fija un plazo de dos años contado desde la presentación de la solicitud de la respectiva junta de vecinos.

En cuanto al financiamiento de los juegos infantiles, añadió que hasta ahora su edificación se ha cargado al presupuesto de cada municipio o a proyectos de habilitación de espacios públicos -como el programa “Quiero Mi Barrio”-, o postulando al Fondo Regional de Iniciativa Local (FRIL).

Apuntó que la posición del Ejecutivo en relación con el proyecto de ley en debate se orienta más bien a la normativa, porque en su momento SENADIS realizó el cálculo de cuánto significaba ejecutar esta regulación y se llegó a la conclusión de que no era significativo, razón por la cual se dejó de lado lo relativo al financiamiento.

Además, reiteró que la iniciativa se enfoca en el diseño universal y no en la adquisición o construcción de juegos específicos, tal como lo graficó el Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad en su exposición.

El Honorable Senador señor Ossandón hizo ver que la vida útil de los juegos infantiles varía según su materialidad, uso, ubicación, etc., por lo que reiteró su sugerencia de que las juntas de vecinos puedan solicitar la adaptación de los existentes. Estimó que la adecuación paulatina, y en la medida de lo necesario, representará un gasto menor para los municipios.

- Acto seguido, el señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación número 2, por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, incisos tercero y cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.

Luego, la señora Viviana Ávila, Subdirectora Nacional de SENADIS, mencionó que está conforme con lo propuesto por el Ejecutivo y que concuerda con lo señalado por la señora Ministra.

Por otra parte, destacó que el inciso final del artículo 28 establece que la denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona, ante el juzgado de policía local, por lo que, en su opinión, estaría demás el rol que se le quiere atribuir a las juntas de vecinos.

A su turno, la señora Natalia Nesbet agregó que, al igual que las representantes del MINVU, SENADIS no apoyaría la propuesta del inciso segundo del artículo 28 bis de la indicación número 1 del Senador señor Ossandón; primero, porque la junta de vecinos ya se encuentra habilitada para realizar una denuncia por incumplimiento -de acuerdo a lo antes señalado-, y segundo, ya que la certificación de discapacidad que se pretende exigir consiste en un trámite voluntario que las personas realizan para obtener determinados beneficios legales -como rebajas arancelarias y utilización de estacionamientos preferenciales-, por lo que obligar a un niño a certificarse no parece pertinente.

Adicionalmente, insistió en que la incorporación del diseño y accesibilidad universal tiene que ver con cómo se construye la sociedad en general, por lo que no correspondería adecuar ciertos parques, plazas o áreas verdes, y otros no, sino que se debe apuntar a que todos los espacios tengan el carácter anhelado.

Igualmente, advirtió que el inciso cuarto del artículo primero transitorio de la ley N° 20.422 dispone que parques, plazas y áreas verdes, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente por aquellas con movilidad reducida, dentro del plazo de ocho años contado desde la publicación de la ley y que le corresponde al Ministerio de Desarrollo Social, en conjunto con los Ministerios competentes, establecer las normas y programas para asegurar este cumplimiento.

Observó que, si bien lo recién consignado no ha sido aún llevado a la práctica, la obligación de adecuación ya existe, por lo que en el SENADIS siempre se ha entendido que la iniciativa legal en debate solo regiría hacia el futuro.
El Honorable Senador señor Ossandón aclaró que su propuesta se refiere a la solicitud y no a la denuncia de incumplimiento. Sostuvo que contemplar de forma expresa la posibilidad de presentar una petición por parte de la junta de vecinos implicará la concreción de la normativa de una forma progresiva, lo cual no mermaría el espíritu del proyecto de ley, sino que todo lo contrario.

Por otra parte, reconoció que sería más apropiado eliminar, del inciso segundo del artículo 28 bis de su indicación número 1, lo relativo a la certificación de la discapacidad.

- Puesta en votación la indicación número 1, con la modificación recién consignada, se produjo el siguiente resultado: Votaron a favor los Honorables Senadores señores Moreira y Ossandón, y en contra, los Honorables Senadores señores Montes y Tuma.

Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Tuma expresó que concuerda con el Senador señor Ossandón en cuanto a que lo correcto sería referirse a “niños” y no a “niños y niñas”, pero respecto a dar la posibilidad a las juntas de vecinos de presentar una solicitud de adecuación de los juegos infantiles, consideró que actualmente dichas organizaciones están habilitadas para hacerlo, por lo que no sería necesario establecerlo de modo expreso.

Enseguida, el Honorable Senador señor Moreira, en atención a diversos planteamientos formulados, solicitó a la señora Ministra que aclarara si disponer expresamente la posibilidad de que las juntas de vecinos presenten la solicitud de la especie perjudica en algo la normativa.

A su vez, el Honorable Senador señor Ossandón preguntó a las representantes del Ejecutivo si preceptuar explícitamente tal requerimiento conlleva a que el municipio respectivo esté en la obligación de responder y de acceder a aquél.

La Secretaria de Estado enfatizó en que la iniciativa legal busca que los juegos infantiles no mecanizados de parques, plazas o áreas verdes, públicos y privados de uso público, se construyan bajo el concepto de diseño universal.

Sostuvo que suprimiendo lo relativo a la certificación de la discapacidad, contemplado en la parte final de la indicación número 1 del Senador señor Ossandón, no habría problema con recoger, en el texto del proyecto, lo relativo a la posibilidad de que las juntas de vecinos presenten solicitudes de adecuación de los juegos infantiles que ya estén construidos, aun cuando insistió en que la modificación debe quedar contenida en el artículo 28, porque es ahí donde se contextualiza la materia dentro del marco de la generación del estándar de universalidad.

Además, contestando la pregunta del Senador señor Ossandón, señaló que presentada la solicitud por parte de la junta de vecinos, la municipalidad -en su caso- estará obligada solo a responder, mas no a acceder a ella.

El Honorable Senador señor Ossandón expresó estar dispuesto a que la materia en debate se aborde en el artículo 28, tal como sugirió la Secretaria de Estado.

Por otra parte, insistió en que es necesario fijar un plazo para que los juegos infantiles de parques, plazas o áreas verdes del país sean adaptados a este nuevo principio de universalidad, lo que no significaría un gran gasto municipal, sobre todo si se proyecta para dos o tres años. En la misma dirección, preguntó al representante de la Asociación Chilena de Municipalidades si ese planteamiento afectaría mayormente los presupuestos de los entes locales.

El señor Miguel Moreno, Coordinador Nacional de dicho gremio, hizo ver que la idea del Senador señor Ossandón no tendría mayor incidencia dentro de los presupuestos de las municipalidades, porque los Consejos Comunales de Seguridad Pública se valen del mismo espíritu de seguridad para toda la comunidad, por lo que consideró viable la adecuación de los juegos infantiles ya instalados.

La señora Ministra aseguró no estar en condiciones de patrocinar una iniciativa de ese tipo.

- Repetida la votación de la indicación número 1, en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento, ella fue rechazada por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma, y uno a favor, del Honorable Senador señor Ossandón.

A continuación, se consideró la propuesta del Ejecutivo. Cabe recordar que plantea reemplazar el artículo único del proyecto, a fin de modificar el artículo 28 de la ley N° 20.422, de la siguiente manera:

a) Intercalar, en el aludido artículo 28, un nuevo inciso segundo que dispone que los parques, plazas o áreas verdes, públicos y privados de uso público, que contemplen juegos infantiles no mecanizados, deberán construirse a partir de un diseño universal que permita su uso de forma autónoma por todos los niños y niñas, incluidos aquellos con discapacidad, garantizando a su vez las condiciones de accesibilidad universal, para que puedan ingresar de manera segura desde la calle al área común de juegos y circular por las distintas dependencias a través de rutas que permitan su continuidad en el desplazamiento, y

b) Precisar, en el actual inciso cuarto, que pasaría a ser quinto, que la facultad con que ya cuentan las direcciones de obras municipales para fiscalizar el cumplimiento de la normativa del rubro podrán ejercerla “tanto al momento de otorgar un permiso de edificación y su recepción, como durante el uso de las referidas obras, edificaciones, parques, plazas o áreas verdes, públicos y privados de uso público, y sus instalaciones”.

La señora Jeannette Tapia recomendó insertar lo relativo a la solicitud de adecuación de los juegos infantiles de que se trata, por parte de las juntas de vecinos, al final del nuevo inciso segundo del artículo 28, con lo que concordó la Secretaria de Estado y los miembros presentes de la Comisión, acogiéndose, asimismo, la idea de que en el citado inciso solo se haga referencia a “los niños”, siguiendo los lineamientos de la Real Academia Española y lo preceptuado en el artículo 25 de nuestro Código Civil.

- Sometida a votación la proposición del Ejecutivo -precedentemente descrita-, con las modificaciones recién consignadas, fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Tuma.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo propone a la Sala la aprobación del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, con la siguiente enmienda:

Artículo único


Reemplazarlo por el que se transcribe a continuación:


“Artículo único.- Modifícase el artículo 28 de la ley N° 20.422, de la forma en que se consigna enseguida:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero, y así sucesivamente:


“Los parques, plazas o áreas verdes, públicos y privados de uso público, que contemplen juegos infantiles no mecanizados, deberán construirse a partir de un diseño universal que permita su utilización de forma autónoma por todos los niños, incluidos aquellos con discapacidad, garantizando, a su vez, las condiciones de accesibilidad universal para que puedan ingresar de manera segura desde la calle al área común de juegos y circular por las distintas dependencias a través de rutas que hagan posible su continuidad en el desplazamiento. Las juntas de vecinos del respectivo sector podrán solicitar la adecuación de los referidos juegos, en los términos señalados en el presente inciso.”.


b) Introdúcese en el actual inciso cuarto, que pasa a ser quinto, después de la expresión “incisos precedentes”, lo siguiente: “, tanto al momento de otorgar un permiso de edificación y su recepción, como durante el uso de las referidas obras, edificaciones, parques, plazas o áreas verdes, públicos y privados de uso público, y sus instalaciones,”.”.


(Unanimidad 4x0).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase el artículo 28 de la ley N° 20.422, de la forma en que se consigna enseguida:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero, y así sucesivamente:


“Los parques, plazas o áreas verdes, públicos y privados de uso público, que contemplen juegos infantiles no mecanizados, deberán construirse a partir de un diseño universal que permita su utilización de forma autónoma por todos los niños, incluidos aquellos con discapacidad, garantizando, a su vez, las condiciones de accesibilidad universal para que puedan ingresar de manera segura desde la calle al área común de juegos y circular por las distintas dependencias a través de rutas que hagan posible su continuidad en el desplazamiento. Las juntas de vecinos del respectivo sector podrán solicitar la adecuación de los referidos juegos, en los términos señalados en el presente inciso.”.


b) Introdúcese en el actual inciso cuarto, que pasa a ser quinto, después de la expresión “incisos precedentes”, lo siguiente: “, tanto al momento de otorgar un permiso de edificación y su recepción, como durante el uso de las referidas obras, edificaciones, parques, plazas o áreas verdes, públicos y privados de uso público, y sus instalaciones,”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 8 y 22 de agosto, y 5 de septiembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Iván Moreira Barros (Presidente), Carlos Montes Cisternas, Manuel José Ossandón Irarrázabal, Eugenio Tuma Zedán y Patricio Walker Prieto (Jorge Pizarro Soto).



Sala de la Comisión, a 8 de septiembre de 2017.
(Fdo.): Jorge Jenschke Smith, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DECLARA FERIADO EL 20 DE SEPTIEMBRE DE CADA AÑO PARA LA REGIÓN DE COQUIMBO CON OCASIÓN DE LA CELEBRACIÓN DE LA FIESTA DE LA PAMPILLA

(10.888-06)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorable s Diputados señores Miguel Ángel Alvarado Ramírez, Sergio Gahona Salazar, Luis Lemus Aracena,  Daniel Núñez Arancibia, Raúl Saldívar Auger y Matías Walker Prieto, respecto del cual, no se ha hecho presente urgencia .


Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y acordó unánimemente proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.


A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, las siguientes personas:


-Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Gabriel de la Fuente; el Subsecretario, señor Víctor Maldonado, y los Asesores, señores Fernando Carrasco, Hernán Campos y Gonzalo Frei.


-De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, Carlos Oyarzún.


-De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes; la Jefa de la División Políticas y Estudios, señora Viviana Betancourt; el Jefe de Gabinete, señor Eduardo Jara; el Jefe del Departamento Políticas, señor Osvaldo Henríquez; el Periodista, señor Rodrigo O’Ryan, y los Asesores, señores Eduardo Suárez, Erick Adio y José Luis Donoso.


-El Asesor de la Senadora Von Baer, señor Jorge Barrera.


-El Asesor del Senador Espina, señor Fredy Vásquez.


-La Asesora del Comité del Partido Demócrata Cristiano, señora Natalia Raggio.


-El Asesor del Honorable Senador señor Quinteros, señor Jorge Frites.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Declarar feriado el día 20 de septiembre de 2017 para la Región de Coquimbo, con motivo de la celebración de la Fiesta de la Pampilla.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política, artículo 19, N° 21.


2.- Código del Trabajo, artículo 38.


3.- Ley N° 20.517, que declaró feriado para la comuna de Puerto Natales el día 31 de mayo de 2011.


4.- Ley N° 19.973, que declaró feriados obligatorios e irrenunciables las fechas que indica.


5.- Ley N° 20.778, que establece día 20 de septiembre, feriado regional en la cuarta Región de Coquimbo, con motivo de la celebración de la Fiesta de la Pampilla.


6.- Ley N° 21.028, que establece como feriado el día 10 de agosto de 2017 en la Región de Tarapacá, con motivo de la fiesta religiosa de San Lorenzo.


7.- Ley N° 21.029, que establece como feriado el día 10 de agosto de 2017 en la Región de Atacama, con motivo de celebrarse el día del Minero.

ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción con que se inició el trámite legislativo de este proyecto expresa que la Fiesta de la Pampilla, de Coquimbo, constituye una de las festividades más representativas del Patrimonio Cultural Inmaterial de Chile, cuyo origen se relaciona con la instalación de la Primera Junta de Gobierno el 18 de septiembre del año 1810, toda vez que dicho acontecimiento, que señala el primer indicador de la independencia de Chile, fue conocido en Coquimbo solo dos días después y que para celebrar esta noticia los habitantes de Coquimbo se congregaron en el sector de La Pampilla, donde festejaron con cuecas, tonadas y chicha.


Agrega que esta celebración, con más de 200 años de antigüedad, año a año ha ido creciendo en magnitud constituyéndose en una gran fiesta social y cultural llena de tradiciones, como es la instalación de ramadas, la realización de carreras a caballo, elaboración de comidas típicas y participación en juegos criollos, prácticas  que a pesar del paso del tiempo se mantienen intactas y que se ha extendiendo a diversas localidades de la región de Coquimbo y del norte del país. 


Indica que con fecha 13 de abril de 2011, se aprobó por unanimidad el Proyecto de Acuerdo N° 260 en la Cámara de Diputados, en que solicitaba al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes incluir a la Fiesta de la Pampilla de Coquimbo dentro del inventario de Patrimonio Cultural Inmaterial de nuestro país, y que la Ilustre Municipalidad de Coquimbo ha postulado ante la UNESCO a la fiesta de la Pampilla como Patrimonio Cultural Inmaterial de la Humanidad, petición que se encuentra en trámite ante dicho organismo internacional.


Destaca que esta práctica de implementar feriados regionales para celebrar actividades propias de cada localidad debería extenderse a más regiones, ya que genera identidad regional y es propio del proceso de descentralización que el país se ha propuesto.


En este contexto, dice, es fundamental reconocer de manera formal lo que significa la Fiesta de la Pampilla para la Región de Coquimbo, facilitando su realización mediante la declaración de un feriado regional permanente el 20 de Septiembre de cada año sólo para esta región.


Hace presente que el 13 de junio del año 2013, se ingresó una moción parlamentaria patrocinada por diputados y diputadas de todos los partidos políticos de la Región de Coquimbo, la cual fue aprobada por la unanimidad de la Cámara de Diputados, pero que sin embargo, el Honorable Senado la aprobó para sólo ser feriado regional ese año 2014. 


Posteriormente, continua, se ingresó una nueva moción parlamentaria con la finalidad de otorgar como feriado permanente el 20 de septiembre de cada año, sin embargo nuevamente el Senado de la República sólo le dio el carácter de feriado por el año 2016.


Concluyen sus autores que la Fiesta de la Pampilla es una celebración regional histórica y permanente, razón por la cual este feriado debiese tener dicha connotación, ya que esta fiesta popular con carácter regional no se trata de una conmemoración puntual de solo un año sino que es una fiesta que este año se apronta a conmemorar ya más de 200 años de existencia.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue:


“Artículo único.- Declárase feriado el 20 de septiembre de cada año para la región de Coquimbo con motivo de la celebración de la fiesta de La Pampilla.”.

- - -


Al iniciarse el estudio del proyecto el Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que la iniciativa debiera ser para el presente año porque después, de acuerdo a la iniciativa legal presentada por el Ejecutivo (Boletín N° 11.349-06), deben ser los Gobiernos Regionales quienes fijen un día al año como feriado regional. 


El Honorable Senador señor Bianchi manifestó que es muy importante abordar este tema pues, más allá de respaldar que se apruebe este feriado por una única vez, es necesario realizar una definición respecto a los feriados en el país. 


El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que después de este proyecto es necesario trabajar en la propuesta del Ejecutivo porque la declaración de este tipo de feriados debe hacerse de la mejor forma posible, considerando que cada vez que se aprueba un feriado se generan de problemas de orden jurídico en diversas materias tales como plazos bancarios y judiciales, las distintas regulaciones que se originan en temas laborales, entre otros, todo lo cual tiene incidencia en el normal desarrollo de las actividades productivas y económicas de una región. 


Agregó que al momento de legislar, es necesario resolver todos los temas pues de lo contrario se genera una situación de conflicto generalizado quedando los mismos sin solución, e insistió en la necesidad de reglamentar los efectos que ocasiona la declaración de feriado. 


El Ministro de la Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, destacó que el Ejecutivo presentó un proyecto de ley para regular esta materia, que, entre otras cosas, establece que habrá un feriado por cada región, que será determinado participativamente por los Cores y con un procedimiento de participación ciudadana que permita resolver las eventuales disputas al interior de la región respectiva.  





Finalmente el señor Presidente de la Comisión, teniendo presente que existe un proyecto de ley del Ejecutivo respecto a esta materia, acogiendo las observaciones formuladas y el criterio previamente adoptado por la Comisión en proyectos similares, sometió a votación el proyecto reemplazando la expresión “cada año” por “2017”.

-Sometido a votación con la modificación antes expuesta, el proyecto fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros (Presidente) y Zaldívar.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados con la siguiente modificación:


-- En su artículo único, reemplazar las palabras “cada año” por el número “2017”.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación aprobada, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, cuyo texto es el siguiente:


PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Declárase feriado el 20 de septiembre de 2017 para la Región de Coquimbo, con motivo de la celebración de la fiesta de La Pampilla.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 7 de septiembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Rabindranath Quinteros (Presidente), Carlos Bianchi y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 7 de septiembre de 2017.

(Fdo.): Juan Pablo Durán, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI Y QUINTEROS CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE DECLARA EL 21 DE SEPTIEMBRE DE CADA AÑO COMO FERIADO PERMANENTE EN LA REGIÓN DE MAGALLANES Y LA PROVINCIA DE CHILOÉ 
(11.426-06)

El día 24 de agosto del presente año; la Cámara de Diputados aprobó en segundo trámite constitucional el proyecto de ley que declara como día feriado el día 21 de Septiembre de 2017 para la Región de Magallanes y la Provincia de Chiloé.

Con misma fecha dicha Cámara despachó el oficio de ley al Ejecutivo; quien comprometió a través de su Ministro del Interior su pronta y expedita publicación y promulgación de manera de que dicho proyecto sea a la brevedad una Ley de la República.

De esta manera se cumple un anhelado reconocimiento por parte de todo Chile a la expedición de la Goleta Ancud; gracias a la cual nuestro país pudo tomar posesión del territorio del Estrecho de Magallanes.

La tramitación de dicho proyecto de ley; tuvo un apoyo transversal en el cuerpo político; tanto en el Senado; así como finalmente también en la Cámara de Diputados; no obstante las dificultades que se tuvieron que enfrentar; que solo se pudieron superar por el clamor social de Magallanes y en especial de la comunidad Chilota la que exigió a sus parlamentarios el cumplir con este anhelado reconocimiento.

Sobre este tema hay que recordar que la Región de Magallanes a diferencia del resto del país careció de influencias y presencia chilena hasta mediados del siglo XIX, siendo hasta dichas fechas sólo navegantes extranjeros y nativos indígenas quienes pudieron conocer y poblar dichos territorios.

Solo recién el año 1842 el General Manuel Bulnes encomendó al Contador de Marina Domingo Espiñeira, en su calidad de Intendente de la Provincia de Chiloé, la tarea de organizar una expedición hasta el Estrecho de Magallanes.

Luego de grandes esfuerzos realizados por un conjunto de hombres, fundamentalmente habitantes de la Isla de Chiloé, comandados por el capitán Juan Williams el 21 de septiembre de 1843, a las dos de la tarde todos los tripulantes de la Goleta Ancud bajaron a tierra y tomaron posesión formal del Estrecho de Magallanes en nombre de Chile. Levantó el acta el sargento 2° Eusebio Pizarro y luego de izar la bandera dispararon 21 cañonazos.

Posterior a eso se inició una intensa llegada a la Región de Magallanes de habitantes de la Isla de Chiloé; lo que ha dado a la "cultura chilota" en Magallanes un innegable sello cultural en la Región; ya que muchos habitantes de la Región poseen un fuerte vínculo con dicha zona, por lo que sin duda que el 21 de septiembre marca un importante hito social y cultural en la Región, que debe ser reconocido sobre todo por el esfuerzo que han entregado los habitantes de la Isla para el desarrollo de la Región de Magallanes.

Por lo anterior es que sin perjuicio de alegrarnos por la histórica aprobación del proyecto de ley presentado por este Senador en nombre de la comunidad Chilota; es que queremos insistir en el establecimiento permanente; y no solo para el año 2017 de este día como feriado regional para la Región de Magallanes y la Provincia de Chiloé tal como estaba propuesto en la moción presentada con fecha 7 de Septiembre de 2016.

Por lo anterior es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo único: "Fíjase como feriado, en la Región de Magallanes y la Antártica Chilena, y en las Provincias de Chiloé, el día 21 de Septiembre de cada año".

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE EL USO Y ENTREGA DE BOLSAS PLÁSTICAS, SEAN O NO BIODEGRADABLES, A LOS CONSUMIDORES FINALES

(11.429-12)

Considerando:

1- Que desde la década de 1950 se ha fabricado en el mundo 8,3 billones de toneladas de plástico y que cada año se hace 300 millones de toneladas, de las cuales solo el 20% es reciclada1.

2- Que la presencia de micropartículas de plástico dañinas para la salud humana en el agua potable, es superior al 80% a nivel mundial2. 

3-  Que en Chile se utiliza un promedio de 1,5 bolsas diarias por personas, lo que calculado sobre una base estimada de 17.000.000 de personas, nos da un total de 25.500.000 bolsas diarias3.

4- Que en una bolsa plástica tarde cerca de 450 años en descomponerse4, proceso en el cual  todos los componentes químicos derivados del refinamiento del petróleo pasan como agentes contaminantes a la tierra y al agua5.

5- Que la producción de bolsas implica una liberación promedio de 4 gr. de CO2 a la atmósfera6 por unidad producida, lo que estimado según el consumo de bolsas en Chile implica una liberación de 102.000.000 de gr. de CO2 por día, contribuyendo de manera importante al efecto invernadero.

6- Que Chile es uno de los países firmantes del Protocolo de Kioto, cuyo objeto es reducir la emisión de gases de efecto invernadero, incluyendo dentro de ellos el CO27.

7- Que en Chile el 90% de las bolsas terminan en los vertederos y la tasa de reciclaje llega a solo un 1% de las bolsas utilizadas8. 

8- Que “las bolsas plásticas son las responsables de la muerte de al menos 100.000 aves, ballenas, focas y tortugas cada año, ya sea por asfixia o ingestión” y que “constituyen el 47% de los desperdicios arrastrados por el viento y que escapan de los vertederos”9. 

9- Que cerca del 60% de las bolsas que se dan en las farmacias va a parar directamente a la basura, y que cerca del 90% de las bolsas de supermercado van a parar a los vertederos como recipientes de basura.

10- Que en países como Argentina, en las provincias de Neuquén, Río Negro, Chubut y Buenos Aires, o Australia en los Estados de Tasmania, Australia del sur, el territorio del norte y el territorio de la capital australiana, se ha prohibido por razones medio ambientales el uso de bolsas plásticas en el comercio, al igual que en el Distrito Federal de la Ciudad de México10.

11- Que en Senegal, por motivo de protección de la flora y fauna del país se dictaminó una ley que “prohíbe la producción, importación, venta y distribución de estas bolsas en todo el territorio nacional”11.

12- Que países como Irlanda, Inglaterra y Alemana, con el fin de reducir la contaminación derivada de las bolsas plásticas, han implementado diversos mecanismos de cobro adicional por tu utilización12.

13- Que en nuestro país, vía ordenanzas municipales las comunas de Pucón (2013) 13y Punta Arenas (2014)14, ya han prohibido el uso de bolsas plásticas en el comercio.

Vengo a proponer el siguiente proyecto de ley:

Artículo único: 

Uno: Prohíbase el uso y la entrega de bolsas plásticas biodegradables o no, por parte de supermercados, casas comerciales o del retail, almacenes, tiendas, kioscos y cualquier otro tipo de comercio, para el transporte y contención de mercaderías expendidas a consumidores finales.

Dos: Quienes contravengan la presente medida serán sancionados con una multa de 1 UTM por bolsa entregada.".

Articulado Transitorio

Uno: Esta ley entrará en vigencia al momento de su promulgación en el Territorio Chileno Insular y en la XV Región de Arica y Parinacota, la I Región de Tarapacá, la XII Región de Magallanes, la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y la Antártica Chilena ; 30 días corridos después de su promulgación entrará en vigencia en las regiones II de Antofagasta, III de Atacama, X de los Lagos y XIV de los Ríos ; 60 días corridos después de su promulgación entrará en vigencia en las regiones IV de Coquimbo, V de Valparaíso, IX de la Araucanía, VIII del Biobío y la XVI del Ñuble; y 90 días corridos después de su promulgación entrará en vigencia en las regiones Metropolitana, VII del Maule y VI del Libertador General Bernardo O´Higgins. 

Dos: Una vez entrada en vigencia esta ley los supermercados y casas comerciales o del retail, tendrán 120 días corridos para adaptarse a la norma, en tanto el comercio restante tendrá una plazo no mayor a 240 días corridos.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador de la República

____________________

1 https://www.theguardian.com/environment/2017/sep/06/plastic-fibres-found-tap-water-around-world-study-reveals
2 https://www.theguardian.com/environment/2017/sep/06/plastic-fibres-found-tap-water-around-world-study-reveals

3 http://www.emol.com/noticias/nacional/2015/01/15/699310/infografia-el-efecto-de-las-bolsas-plasticas-en-el-medio-ambiente.html

4 http://www.sogama.es/es/campanha/las-bolsas-de-plastico-un-serio-problema-medioambiental

5 http://www.emol.com/noticias/nacional/2015/01/15/699310/infografia-el-efecto-de-las-bolsas-plasticas-en-el-medio-ambiente.html

6 http://www.sogama.es/es/campanha/las-bolsas-de-plastico-un-serio-problema-medioambiental

7 http://www.mma.gob.cl/retc/1279/article-41279.html

8 http://www.emol.com/noticias/nacional/2015/01/15/699310/infografia-el-efecto-de-las-bolsas-plasticas-en-el-medio-ambiente.html

9 http://www.emol.com/noticias/nacional/2015/01/15/699310/infografia-el-efecto-de-las-bolsas-plasticas-en-el-medio-ambiente.html

10 https://cceea.mx/medio-ambiente/que-paises-prohiben-el-uso-de-bolsas-de-plastico/

11 https://cceea.mx/medio-ambiente/que-paises-prohiben-el-uso-de-bolsas-de-plastico/

12 https://cceea.mx/medio-ambiente/que-paises-prohiben-el-uso-de-bolsas-de-plastico/

13 http://www.cooperativa.cl/noticias/sociedad/medioambiente/alcalde-de-pucon-explico-en-que-consiste-la-prohibicion-de-las-bolsas-plasticas/2013-06-19/135455.html

14http://www.eldesconcierto.cl/2017/08/30/padre-de-jose-vergara-detenido-desaparecido-en-democracia-se-ensanaron-con-el-se-les-paso-la-mano-y-lo-ocultaron/
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR PATRICIO WALKER, SEÑORAS ALLENDE, GOIC Y MUÑOZ Y SEÑORES ALLAMAND, ARAYA, BIANCHI, DE URRESTI, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER, HARBOE, LAGOS, LETELIER, MONTES, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PIZARRO, QUINTEROS E IGNACIO WALKER, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, SI LO TIENE A BIEN, LA CREACIÓN DEL “ÁREA MARINA PROTEGIDA EN ISLA GUAFO” COMO PARTE DE LA RED DE ÁREAS MARINAS PROTEGIDAS EN LA PATAGONIA

(S 1.949-12)

Considerando:

1. Que las costas de Chile cumplen un rol esencial como refugio y fuente de alimento para muchas de especies de mamíferos marinos en recuperación. En total, se han registrado aproximadamente 51 especies de mamíferos marinos en el país, - entre ballenas, delfines, marsopas, lobos marinos y nutrias - de un total mundial de 124. El Sur de Chile es el hogar de gran parte de esta diversidad, donde un único y frágil sistema de fiordos y canales es además el hábitat de representantes de invertebrados poco comunes, como anémonas y corales de aguas frías, así como también de gran número de especies de interés pesquero, vitales tanto a nivel industrial como artesanal (Hucke-Gaete et al. 2006).

2. Que el mar de la Patagonia chilena ha sido reconocido internacionalmente por su excepcional valor de conservación debido a su singularidad y fragilidad. Este importante sitio es una de las áreas más productivas y diversas del mundo. Las extensas praderas de algas pardas sirven de refugio y zona de retención larvaria de locos, lapas y erizos. En esta región también existen áreas clave donde desovan peces comercialmente importantes como la merluza austral y sardina austral.

3. Que dentro de la Patagonia destaca por su importancia ecológica la Isla Guafo ubicada al suroeste de la isla grande de Chiloé, en el sector del Golfo de Corcovado, región de Los Lagos. La que se caracteriza por poseer una gran diversidad de mamíferos marinos y aves acuáticas. Entre los mamíferos marinos, destacan la colonia reproductiva de lobo fino austral con alrededor de 3.000 animales y una importante población de lobo marino sudamericano. Es posible observar una población importante y reproductivamente activa de chungungos. En sus costas se observan periódicamente ballenas azules - especie en peligro de extinción - que utiliza

el área para alimentarse, también se observan ballenas franca australes, ballenas jorobadas, delfines australes y delfines chilenos, único cetáceo endémico de Chile. Entre las aves marinas destacan la mayor colonia reproductiva de fardelas negras en el mundo, con más de 4 millones de individuos, además de importantes sitios de anidación de pingüinos de Magallanes.

4. Que estudios oceanográficos han demostrado que el área presenta condiciones excepcionalmente favorables para una productividad primaria y secundaria. Particularmente se han registrado uno de los más altos niveles de clorofila en Chile, semejantes a aquellos de áreas de surgencia. Esta alta productividad da como resultado una abundancia considerable en especies como kril y larvas de langostino patagónico, que son alimento clave para sostener la compleja trama alimenticia de la zona.

5. Que la Isla Guafo no presenta asentamientos urbanos costeros, pero es una zona reconocida para la pesca artesanal del erizo, algas y otros recursos, que tienen como puerto principal Quellón.

6. Que la amenaza principal del área es el potencial desarrollo de minas de carbón a rajo abierto de la firma South World para explotar carbón como insumo para plantas termoeléctricas. Una mina de carbón generaría un aumento en el tráfico de embarcaciones y contaminación general relacionada con la extracción del mineral, afectando irreversiblemente la biodiversidad de la Isla y sus alrededores.

7. Que dentro de las recomendaciones hechas por la OCDE/CEPAL en las evaluaciones del desempeño ambiental: Chile 2016, donde se examinan los avances logrados por Chile en la consecución de los objetivos de su política ambiental a partir de 2005, está "concentrar las inversiones en áreas protegidas en el aumento de la representatividad de las ecorregiones prioritarias y la protección de las costas y las áreas marinas de Chile continental, y en la conservación del hábitat y las áreas de anidación de especies prioritarias".

8. Que con la creación del Parque Marino Nazca- Desventuradas se incrementó las áreas protegidas de Chile al 24% de su zona económica exclusiva; este porcentaje supera considerablemente la Meta 11 de Aichi para la Diversidad Biológica, establecida en virtud del Convenio de las Naciones Unidas sobre la Diversidad Biológica (CDB), de por lo menos el 10% de dichas áreas protegidas para 2020. Sin embargo, las áreas marinas protegidas creadas no cumplen con niveles de representatividad y se encuentran lejos de la costa (OCDE/CEPAL 2016).

9. Que actualmente, los parques y reservas marinas incorporan escasamente la diversidad de especies y paisajes en Chile. Encontrándose concentrados en la Región de Valparaíso 7 de los 8 Parques Marinos existentes en el país, y más precisamente en las islas oceánicas, que suman más de 450.000 Km2, mientras que en todo el mar austral la cobertura no alcanza los 15 Km2.

10. Que la World Wildlife Fund Chile (WWF Chile) ha estado trabajando para la conservación de la Patagonia, donde se encuentran ecosistemas únicos y frágiles. La Ecorregión Marina Chiloense, donde se encuentra Isla Guafo, constituye una de las áreas más importantes a nivel global en cuanto a su producción biológica y biodiversidad. Durante los últimos años ha trabajado en la identificación de las áreas marinas de alto valor para la conservación, así como la participación y colaboración entre diversos actores interesados.

11. En su campaña #ProtejamosGuafo está promoviendo la creación de un Área Marina Protegida en Isla Guafo, con especial enfoque en el dialogo con comunidades y pescadores artesanales de la zona.

12. Que un grupo de ocho organizaciones nacionales e internacionales: Aumen, Centro Ballena Azul, Fundación Melimoyu, Fundación Omora y Fundación Terram, Tompkins Conservation, WWF Chile y The Pew Charitable Trusts se agruparon en la iniciativa Patagonia Mar y Tierra, cuyo propósito es convertir a la Patagonia en ejemplo internacional de conservación y usos sustentables de ecosistemas terrestres, acuáticos y marinos. Trabajando en tres ejes principales; elevar la gestión de los parques y reservas nacionales, promover la creación de una red de áreas marinas protegidas y fomentar la cooperación público-privada para una conservación integral a gran escala.

Atendidas dichas consideraciones, el Senado acuerda:

Solicitar a la Sra. Presidenta de la República, Michelle Bachelet Jeria, pueda instruir al Sr. Ministro de Defensa Nacional, al Sr. Ministro de Economía, Fomento y Turismo y al Sr. Ministro del Medio Ambiente para que, por su intermedio, promuevan la creación de un área marina protegida en Isla Guafo, como parte de una red de áreas marinas protegidas en la Patagonia.

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.
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